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COMPOSICION DE LA CAMARA 

0601oooO14 

De conformidad con el artículo 97 del Reglamento del 
Congreso de los Diputados, se ordena la publicación en el 
BOLET~N OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES de los cambios 
habidos en la composición de la Cámara. 

Compoeici6n de la DIPUTACION PERMANENTE 

Alta, titulares del Grupo Coalición Popular 

VALLINA VELARDE. Juan Luis de la. 

Alta, suplentes del Grupo Coalición Popular 

SISO CRUELLAS, Joaquín. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 15 de octubre de 
1987.-P. D., El Secretario General del Congreso de los Di- 
putados, Luis María Cazorla Prieto. 

TRIBUNAL DE CUENTAS 

231/000040 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el 
BOLETtN OF'ICIAL DE LAS CORTES GENERALES de la Resolu- 
ción adoptada por la Comisión Mixta para las Relaciones 
con el Tribunal de Cuentas sobre la fiscalización efectua- 
da por ese Alto Tribunal a la Empresa INTELHORCE, así 
como el Informe correspondiente (25 1/000040). 

Palacio del Congreso de los Diputados, 22 de octubre 
de 1987.-P. D., El Secretario General del Congreso de los 
Diputados, Lula María Cazorla Prieto. 

RESOLUCION APROBADA POR LA COMISION MIXTA 
PARA LAS RELACIONES CON EL TRIBUNAL DE 
CUENTAS EN RELACION CON EL INFORME REMITI- 
DO POR ESE ALTO TRIBUNAL SOBRE LA FISCALIZA- 

CION EFECTUADA A LA EMPRESA INTELHORCE 

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal 
de Cuentas, en su sesión del día 20 de octubre de 1987, a 
la vista del Informe remitido por ese Alto Tribunal sobre 
la fiscalización realizada a la Empresa INTELHORCE, 

A C U E R D A :  

%La Comisión, a la vista del Informe complementario 
emitido por el Tribunal de Cuentas sobre la situación eco- 
nómica financiera de la Sociedad al 31 de diciembre de 
1982, requiere al Gobierno para que informe a la Comi- 
sión sobre: 

1. Medidas adoptadas con posterioridad al 3 1 de di- 
ciembre de 1982 para el saneamiento de la Sociedad. 

2. Situación económica financiera al 30 de junio de 
1987.r 

Palacio del Congreso de los Diputados, veintiuno de oc- 
tubre de mil novecientos ochenta y siete. -El Presidente 
de la Comisión, Cirlaco de Vicente Marth-El Secreta- 
rio primero de la Comisión, Angel Garcfa Ronda. 

La Comisión Parlamentaria de Investigacih de los Par- 
tidos Políticos y otros extremos, del Congreso de los 
Diputados, en su sesión del día 10 de abril de 1985, acor- 
dó requerir del TRIBUNAL DE CUENTAS la emisión de 
un Informe técnico, en los términos del artículo 12.2 de 
la Ley Orgánica 211982, de 12 de mayo, sobre las audito- 
rías remitidas por el Gobierno a dicha Cámara. 

En cumplimiento del expresado requerimiento, el PLE- 
NO de este Tribunal ha acordado, en sesión celebrada el 
día 30 de enero de 1986, elevar AL CONGRESO DE LOS 
DIPUTADOS el presente Informe técnico, deducido del 
examen del Informe de auditoría de la Sociedad Estatal 
INTELHORCE, S .  A. 

ANTECEDENTES Y S U  CONSIDERACION 

El Informe de Auditoría arriba mencionado se refiere 
al ejercicio de 1983. Ha sido realizado por la Intervención 
General de la Administración del Estado (IGAE) y consta 
de dos partes claramente diferenciadas; por una parte, un 
Informe de Auditoría Financiera, elaborado en base el dic- 
tamen emitido por la firma privada de auditoría Espa- 
control Auditores, S .  A,, y, por otra, un Informe de Audi- 
toría de Gestión. 

En el Informe de Auditoría Financiera se pone de ma- 
nifiesto una serie de deficiencias en los sistemas de con- 
trol interno y de ajustes necesarios que se han podido 
cuantificar, tendentes a la mayor representatividad de los 
Estados Financieros de la Sociedad. 

En cuanto a las deficiencias de control interno son, en 
resumen, las siguientes: 

- Falta de registros adecuados del Inmovilizado Ma- 
terial, que permitan manifestarse sobre la razonabilidad 
de los importes contabilizados. 
- Falta de un registro adecuado de las cuentas a pa- 

gar en moneda extranjera que permita cuantificar la deu- 
da al 31 de diciembre de 1983, a los cambios vigentes en 
esa fecha. 
- Falta de registros adecuados que permitan contro- 

lar las existencias enviadas a acabadores exteriores. 
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- Falta de composiciones fidedignas de saldos de 
clientes que permitan manifestarse sobre la razonabili- 
dad de su saldo. 
- Falta de conciliaciones pormenorizadas entre saldos 

de cuentas corrientes bancarias y extractos que permitan 
conocer la naturaleza y origen de las diferencias exis- 
tentes. 

Por otra parte, dada la fecha en que se llevó a cabo la 
auditoría, los auditores no pudieron presenciar la toma 
del inventario de existencias. Igualmente, no pudieron 
contrastar los datos por otros procedimientos distintos, 
por lo que se abstienen de opinar sobre los importes de 
las existencias y, por ende, sobre el resultado del ejerci- 
cio, dada la influencia que en el cálculo de esta magnitud 
tienen los saldos de existencias. 

Por lo que se refiere a los ajustes que han podido cuan- 
tificarse, se refieren a las siguientes partidas: 

~~ ~ 

Millones 
de 

pesetas 

Minusvalfa no contabilizada en la inver- 
sión financiera en la Sociedad Hilaturas 
Gossypiun, S .  A. ........................ 302,l 

Gastos capitalizados por indemnizaciones 
en reducción de plantilla, que deberían 
haberse contabilizado como pérdidas . . 

Menor patrimonio en 31-12-1983 . . . . . . . . .  

72,7 

374,8 

Con independencia de los anteriores ajustes, el Informe 
pone de manifiesto la duda sobre la recuperabilidad del 
crédito frente a la Sociedad participada Hilaturas y Teji- 
dos Andaluces, S .  A. (HITASA), por 314,9 millones de pe- 
setas, dada la situación de desequilibrio patrimonial por 
la que atraviesa. Asimismo, se indican ajustes potencia- 
les por deudas con Hacienda, que pudieran estar afectas 
por recargos de demora, ya que la Sociedad sohcitó apla- 
zamientos de pago que estaban pendientes de resolución. 

Por último, la Sociedad se encontraba, al 31 de diciem- 
bre de 1983, incursa en la situación prevista en el artícu- 
lo 150 de la Ley de Sociedades Anónimas, que dispone la 
disolución de la Sociedad cuando su patrimonio quede re- 
ducido a una cantidad inferior a la tercera parte del ca- 
pital social, a no ser que éste se reintegre o se reduzca. 
La ampliación de capital en 1984, por un importe de 1.688 
millones de pesetas, no modificó esta situación. 

En el Informe de Auditoría de Gestión se ponen de ma- 
nifiesto una serie de cuestiones que podríamos agrupar 
en los siguientes apartados: 

1. Conclusiones sobre la estructura organizativa y 
procedimientos operativos: 

- Existe cierta descoordinación entre las distintas 
áreas funcionales de la Empresa. 

- El funcionamiento y los controles del Centro de Pro- 
ceso de Datos se consideran inadecuados. 
- No se realizan estudios adecuados en todo el proce- 

so de selección de inversiones. 
- La política de producción es incorrecta, pues se basa 

en la utilización máxima de las instalaciones y no en las 
posibilidades reales de su venta. 
- Se aprecia un deficiente control de calidad en las di- 

ferentes divisiones productivas, que provoca un elevado 
volumen de devoluciones por parte de los clientes. 
- La política de comercialización es inadecuada, exis- 

tiendo gran pluralidad de Divisiones Comerciales. 
- La política de concesión de créditos a clientes se es- 

tima inadecuada. 

2. Conclusiones sobre la situación financiera de la 
Sociedad. 

- Existe un déficit crónico de tesorería 
- La Sociedad presenta un alto grado de endeuda- 

miento, en especial a corto plazo. 
- Los importes de amortización son insuficientes y los 

gastos financieros excesivos, debido a lo expresado en el 
punto anterior. 
- Existe una fuerte inmovilización en activo fijo. 
- Se produce, como ya se apuntó más arriba, una per- 

manente reducción en el patrimonio neto, debido a las 
pérdidas registradas. 

3. Conclusiones sobre ciertos aspectos legales. 

- La Sociedad se acogió al Plan de Reconversión Tex- 
til, lncumpliendo algunas de sus exigencias y condiciones. 
Sin embargo, el nuevo estudio realizado parece más acor- 
de con las posibilidades reales de actuación de la So- 
ciedad. 
- La Sociedad, a partir de 1982, viene incumpliendo 

lo previsto en los artículos 87 y 97 de la Ley de Socieda- 
des Anónimas, sobre modificaciones de la cifra de capi- 
tal, al no haber inscrito éstas en el Registro Mercantil ni 
haber modificado los artículos pertinentes de sus Estatu- 
tos Sociales. 

CONCLUSIONES 

Del análisis técnico de los Documentos mencionados se 
deduce una difícil situación económico-financiera de la 
Sociedad, unos ajustes cuantificados que reducen su pa- 
trimonio neto en 374,8 millones de pesetas, a 31 de di- 
ciembre de 1983, asi como debilidades en sus sistemas de 
control interno e incumplimiento de disposiciones lega- 
les, en lo qúe afecta a los requisitos jurídicos en la modi- 
ficación de su cifra de capital. Por último, las debilidades 
de control interno apuntadas han impedido a los audito- 
res la cuantificación de otros posibles ajustes que podrían 
haberse puesto de manifiesto, si no hubiera existido esta 
limitación al alcance en el trabajo. 

- 1799 - 



CONGRESO 28 DE OCTUBRE DE 1987.-SERIE E. NÚM. 60 

Madrid, 30 de enero de 1986.-El Presidente del Tribu- 
nal de Cuentas, José María Fernández Plrla. 

A LA SECCION DE FlSCALIZACION 

EL FISCAL, en relación con el Informe Técnico de Au- 
ditorfa de la Sociedad Estatal INTELHORCE, S .  A., Ejer- 
cicio de 1983, elaborado por el Departamento de Socie- 
dades Estatales de este Tribunal a requerimiento de la Co- 
misión Parlamentaria de Investigación de la Financiación 
de los Partidos Polfticos y otros extremos, número de Fis- 
calfa 291185, dice: 

Que en el citado informe se analiza y se elevan unas 
conclusiones que recogen claramente la situación actual 
de la Empresa auditada en base a sendos informes: De au- 
ditoría financiera y de auditoría de gestión. 

Independientemente de las deficiencias observadas-y de 
los posibles ajustes, no se expone ningún elemento de rec- 
ponsabilidad contable, pero las deficiencias, importantí- 
simas, que se señalan de control interno, realmente pue- 
den enmascarar la existencia de hechos que pudieran ser 
base de responsabilidad. 

Madrid, 25 de octubre de 1985. 

Excmo. Sr.: 

Este Servicio Jurídico del Estado ha examinado el In- 
forme Técnico de la Auditoría de la Sociedad Estatal In- 
telhorce, S .  A., en cumplimiento del requerimiento formu- 
lado al Tribunal de Cuentas por la Comisión Parlamenta- 
ria de Investigación de la Financiación de los Partidos Po- 
lfticos y otros extremos, siendo del siguiente parecer: 

Aun cuando el citado Informe Técnico recoge determi- 
nadas anomalfas en la contabilidad y funcionamiento de 
la Sociedad Estatal auditada, es lo cierto que ninguna de 
ellas parece ser determinante de la existencia de respon- 
sabilidad contable, si bien deben ser corregidas por los 6r- 
ganos administrativos competentes. 

En consecuencia, el Letrado del Estado nada tiene que 
objetar al Informe Técnico de referencia ni en principio 
aprecia la existencia de responsabilidades contables que 
debieran depurarse por este alto Tribunal. 

Lo que antecede es cuanto tengo el honor de informar 
a V. E., quien, no obstante, acordará. 

Madrid, 30 de octubre de 1985. 

251/oooO40 

En cumplimiento de lo dispuesto en el articulo 97 del 
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el 

BOLETfN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES de ia Resolu- 
ción adoptada por la Comisión Mixta para las Relaciones 
con el Tribunal de Cuentas sobre la fiscalización efectua- 
da por ese Alto Tribunal al Puerto Autónomo de Valen- 
cia, así como el Informe correspondiente (251/000040). 

Palacio del Congreso de los Diputados, 22 de octubre 
de 1987.-P. D., El Secretario General del Congreso de los 
Diputados, Luls María Cazorla Prieto. 

RESOLUCION APROBADA POR LA COMISION MIXTA 
PARA LAS RELACIONES CON EL TRIBUNAL DE 
CUENTAS EN RELACION CON EL INFORME REMITI- 
DO POR ESE ALTO TRIBUNAL SOBRE LA FISCALIZA- 
CION REALIZADA AL PUERTO AUTONOMO DE VA- 

LENCIA 

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal 
de Cuentas, en su sesión del dfa 20 de octubre de 1987, a 
la vista del Informe remitido por ese Alto Tribunal sobre 
la fiscalización realizada al Puerto Autónomo de Valencia, 

A C U E R D A :  

«Requerir al Gobierno para que establezca la corres- 
pondiente norma jurídica en cuanto a las obligaciones tri- 
butarias de los puertos Autónomos en relación con el Im- 
puesto sobre Sociedades.» 

Palacio del Congreso de los Diputados, veintiuno de oc- 
tubre de mil novecientos ochenta y siete.-El Presidente 
de la Comisión, Clriaco de Vicente Marth-El Secreta- 
rio primerode la Comisión, Angel C a d a  Ronda. 

La Comisión Parlamentaria de Investigación de los Par- 
tidos Políticos y otros extremos, del Congreso de los 
Diputados, ensu sesión del dfa 10 de abril de 1985, acor- 
dó requerir del TRIBUNAL DE CUENTAS la emisión de 
un informe técnico, en los términos del artículo 12.2 de 
la Ley Orgánica 211982, de 12 de mayo, sobre las audito- 
rfas remitidas por el Gobierno a dicha Cámara. 

En cumplimiento del expresado requerimiento, el PLE- 
NO de este Tribunal, ha acordado, en sesión celebrada el 
día 30 de enero de 1986, elevar AL CONGRESO DE LOS 
DIPUTADOS el presente Informe técnico, deducido del 
examen del Informe de auditoría de la Sociedad Estatal 
PUERTO AUTONOMO DE VALENCIA. 

ANTECEDENTES Y S U  CONSIDERACION 

La Auditorfa financiera realizada por la Intervención 
General de la Administración del Estado (en adelante 
IGAE) del Puerto Autónomo de Valencia, en uso de las fa- 
cultades que le reconoce el artfculo 17 de la Ley 1111977, 
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de 4 de enero, General Presupuestaria y el Real Decre- 
to 112411978, de 12 de mayo, ha tenido como objetivo 
esencial, la obtención de una opinión sobre la presenta- 
ción y contenido de los estados financieros del Ejercicio 
de 1983, así como, que dichos estados, reflejan razonable- 
mente la situación económico-financiera y patrimonial de 
la Empresa. 

El trabajo realizado por IGAE se ha concretado en los 
siguientes objetivos: 

- Marco legal. Desarrollo y cumplimiento de la lega- 
lidad a que la Empresa viene sometida. 
- Actividad de la Empresa y Organigrama de funcio- 

namiento administrativo, con especial referencia a su sis- 
tema contable. 
- Evaluación del sistema de control interno. 
- Evolución de la actividad empresarial a través del 

- Verificación de los Estados financieros del Ejercicio 
análisis económico financiero. 

1983. 

Respecto al marco legal o cumplimiento de la legali- 
dad a que la Empresa viene sometida, dice el Informe que 
el Puerto Autónomo de Valencia está regido por su Esta- 
tuto de Autonomía aprobado por Decreto de 25 de agosto 
de 1978, según el cual esta Sociedad tiene personalidad 
jurídica independiente de la del Estado y plena capaci- 
dad para el desarrollo de sus fines, siendo su naturaleza 
la de una Entidad Pública que, en régimen de Empresa 
Mercantil, sujeta su actividad al Derecho privado. 
Es el Puerto Autónomo de Valencia una Sociedad esta- 

tal de las recogidas en el artículo 6.1, b), de la Ley Gene- 
ral Presupuestaria (artículo 3: del Estatuto de Autono- 
mfa) y no estará sujeto a la Ley de Entidades Estatales Au- 
tónomas, ni a la de Contratos del Estado. 

Este encuadre en la Ley General Presupuestaria su- 
pone: 

1.” Que como tal Sociedad estatal queda sometida al 
régimen de contabilidad pública (artículo 122) que lleva 
consigo la obligación de rendir cuentas de las respectivas 
operaciones, cualquiera que sea su naturaleza, al Tribu- 
.nal de Cuentas del Reino (artículo 123). 
2.” Que las Sociedades estatales, en su actuación, se 

ajusten a las disposiciones del Código de Comercio y al 
Plan de Contabilidad vigente para las Empresas Eapaño- 
las (artículo 127) aprobado por Decreto 53011973, de 22 
de febrero. 

Se dice en el Informe de IGAE que, dicha Sociedad es- 
tatal, siguiendo las normas de la Dirección General de 
Puertos, contabiliza sus operaciones adaptándose al Plan 
de Contabilidad General para los Puertos Espafioles (sep- 
tiembre de 1976). Apunta, no obstante, que seria más Ió- 
gico atenerse a lo establecido en su Estatuto de Autono- 
mía que indica que ala Empresa establecerá un sistema 
de contabilidad, según las reglas usuales en las empresas 
mercantiles, con objeto de reflejar fielmente la situación 
financiera y la marcha de la explotación facilitando la de- 

terminación analítica del coste de cada uno de los ser- 
vicios B, 
Es cierto que su sistema contable puede resultar hasta 

suficiente. Que el Plan General de Contabilidad para el 
Sector Público aprobado por Orden, del entonces Minis- 
terio de Hacienda, de 14 de octubre de 1981, de aplica- 
ción hoy exclusivamente para el Subsector Estado, es 
muy parecido en su estructura, planificación y desarrollo 
al Plan de Contabilidad General para los Puertos españo- 
les; pero, no es menos cierto, que la Ley General Presu-’ 
puestaria es de obligado cumplimiento para todas las So- 
ciedades estatales (artículos 122 y 127 antes citados), por 
lo que se estima necesario se comunique a los Organos de 
Gobierno del citado Puerto de Valencia que, en lo sucesi- 
vo, cumplan con los preceptos de la citada Ley General 
Presupuestaria en materia contable, se aplique en toda su 
integridad el Plan General de Contabilidad de 1983, y si- 
gan fielmente los principios que lo informan como el de 
devengo, continuidad, valoración, periodificación de gas- 
tos, amortizaciones y provisiones para créditos de dudo- 
so cobro, etcétera. 

El Informe de IGAE sobre la evolución de la actividad 
empresarial a traves del análisis económico financiero es 
lo suficientemente explfcito. 

Se dice que la actividad di? estas Empresas tiene un 
marcado carácter de servicio público y en ellas la estruc- 
tura de precios que practica (precio de los servicios pú- 
blicos) no se forma libremente en el mercado, sino que, 
en gran parte, viene impuesta, al margen del mismo, por 
una determinada política de tarifas, en la que tiene más 
prepondirancia el componente autoritario que el que pu- 
diera corresponder al libre juego de la oferta y la de- 
manda. 

Un juicio de valor es dificil de formular pues, como se 
dice en el Informe, será distinto según se barajen crite- 
rios puramente empresariales o criterios de servicio pú- 
blico. 

Respecto al último aspecto del Informe, es decir, a la 
verificación de los estados financieros del Ejercicio 1983, 
el trabajo de Auditorfa realizado por IGAE responde a los 
parámetros de general aceptación. 

Básicamente se ha procedido a: 

. 

La comprobación de las existencias reales, la valora- 
ción, la propiedad y contabilidad de los Activos de la 
Empresa. 

La verificación de que todas las obligaciones contraí- 
das por el Puerto se reflejen en el Pasivo de balance. 

La revisión de los ingresos y de los costes del ejercicio, 
de su adecuada correlación, devengo y periodificación. 

En esté ultimo aspecto se recomiendan unas correccio- 
nes que la Empresa debe poner en práctica para lo 
sucesivo. 

Análisis de los principios y criterios contables apli- 
cados. 

Comprobación de que la información presentada en los 
estados financieros es lo suficientemente detallada. 

Examen de la situaci6n fiscal y responsabilidades que 
eventualmente pudieran derivarse de la misma. 
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Respecto al régimen fiscal, se estima que el Informe 
realizado por IGAE no es lo suficientemente explícito. Se 
ha limitado a comprobar que esta Entidad tributa sola- 
mente, y así lo manifiesta, por determinados epfgrafes de 
la licencia fiscal en la utilización de las grúas. 

Entiende este Tribunal que el Puerto Autónomo de Va- 
lencia debe ajustar su sistema fiscal a las normas regula- 
doras de los Impuestos sobre el tráfico de las Empresas, 
Lcy y Reglamento del Impuesto sobre la Renta y Ley y Re- 

'glamento del Impuesto de Sociedades y por ello por las 
siguientes razones de lógica y técnica jurídicas: 

1 ." Porque la Constitución en su artículo 31 . i  estable- 
ce que «todos contribuirán al sostenimiento de los gastos 
públicos de acuerdo con su capacidad económica median- 
tc un sistema tributario justo inspirado en los principios 
de igualdad» y que ntodo beneficio fiscal que afecte a los 
tributos del Estado deberá establecerse en virtud de Ley» 
(art. 133.3). 

El principio de la equidad en la distribución de las car- 
gas tributarias está latente en nuestra Constitución y ello 
cs así porque a un volumen de gastos del Estado cifrado 
en función de unos servicios imprescindibles a realizar 
por aquél, la exclusión de un contribuyente carga sobre 
los demás la parte alícuota que éste debe satisfacer en los 
costes de los servicios. 

La Ley General tributaria de 28 de diciembre de 1963 
incide en parecidos términos y así en su artículo 3 dice 
que «la ordenación de los tributos ha de basarse en la ca- 
pacidad económica de las personas llamadas a satisfacer- 
los y en los principios de generalidad y equitativa distri- 
buci6n de la carga tributaria». 

El artículo 14 de la citada Ley constituye una adecua- 
da aplicación de lo prevenido con carácter general en la 
Ley de 23 de diciembre de 1959 (art. 17), en cuanto se juz- 
ga necesaria la codificación de las disposiciones relativas 
a las exenciones tributarias, no sólo por ser de naturaleza 
excepcional, sino porque lleva consigo latentes aumentos 
dc la presión tributaria. 

En la Sección titulada «Interpretación de las normas* 
se dan las premisas para calificar el hecho imponible que 
define el artículo 29 donde se establcce que la Ley com- 
pletará la determinación del hecho imponible mediante 
la mención de supuestos de no sujeción. El texto legal es- 
tablece una norma básica de interpretpción que consiste 
en la posibilidad de empleo de todos los criterios admiti- 
dos en Derecho, con exclusión de la analogía, e incorpo- 
rando normas precisas para evitar el fraude de Ley. 

El artículo 10, b), establece que ase regularán en todo 
caso por Ley el establecimiento, supresión y pr6rroga de 
las exenciones, reducciones y demás bonificaciones tribu- 
tariasn. Y va, aún más lejos en su artículo 15, donde li- 
mita las exenciones o bonificaciones a un período de cin- 
co años, salvo que se establezcan expresamente a perpe- 
tuidad o por mayor o menor tiempo. 

La Ley 61/1978, de 27 de diciembre, dice en su artícu- 
lo 1." que este Impuesto sobre Sociedades es un tributo 
de carácter personal y directo que grava la renta de las 
Suciedades y demás Entidades jurídicas. 

' 

Que constituye el hecho imponible (3,l)  la obtención de 
la renta por el sujeto pasivo. Y que son sujetos pasivos del 
impuesto (4,l) aquellos sujetos de derechos y obligacio- 
nes, con personalidad jurfdica, que no estén sometidos al 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 

El articulo 5.0 de la citada Ley contempla las exencio- 
nes. En la misma línea, los artfculos 29, 30, 31 y 32 del 
Reglamento sobre el impuesto aprobado por Real Decre- 
to 263111982, de 15 de octubre. 

Por último, la Disposición Transitoria tercera de la Ley 
reguladora de este impuesto limita a cinco años a partir 
del primero de enero de 1979, fecha en que comienza la 
vigencia de la misma, los beneficios que vienen disfrutan- 
do, sin perjuicio de los derechos adquiridos. 

SeÍiala la auditorfa de IGAE que se ha apreciado la ne- 
cesidad de realizar unos ajustes que modifican parcial- 
mente los estados financieros como por ejemplo: Que la 
amortización ha sido insuficiente en los ejercicios de 1978 
y 1979, y que, en todos los ejercicios examinados, la Em- 
presa, siguiendo normas de la Dirección General de Puer- 
tos, inicia el proceso de amortización en las obras que rea- 
liza al año siguiente de haberse recibido definitivamente 
las mismas, con lo que la amortización se retrasa en el 
lapso de tiempo que media entre el hncionamiento «real» 
y el ((oficial,. 

Que en la periodificación de ciertos gastos como consu- 
mo de agua, electricidad y seguros, no se han computado 
debidamente en los ejercicios en que han sido devenga- 
dos, por lo que propone los ajustes pertinentes. 

Que ciertos gastos de conservación y reparación deben 
ser activados en las cuentas del Inmovilizado a que 
corresponda. De igual manera, en lo relativo a algunos de 
los trabajos realizados por la Empresa para su propio 
inmovilizado. 

Que los «derechos reconocidos a cobrar, -equipara- 
bles a Clientes si se siguiera el Plan General de Contabi- 
lidad- distingue entre «derechos a cobrar de ejercicios 
corrientes» y «resultas de ejercicios anteriores*, reminis- 
cencias de sus antecedentes como Organismo Autónomo, 
pero que produce una menor transparencia y no revela 
posibles contingencias en el cobro, lo que motiva que las 
provisiones por créditos de dudoso cobro no estén debi- 
damente dotadas. 

En consecuencia, a la vista del Informe de IGAE y de 
acuerdo con lo anteriormente expuesto, se formulan las 
siguientes 

CONCLUSIONES 

1 ,  El Puerto Autónomo de Valencia como Socjedad Es- 
tatal según su Estatuto de Autonomfa aprobado por De- 
creto de 25 de agosto de 1978, enmarcada en el artfcu- 
lo 6.1, b), de la Ley General Presupuestaria, viene incum- 
pliendo el mandato del artículo 127 en relación con el 
122 de esta Ley, ya que su sistema contable no se adapta 
al Plan General de Contabilidad aprobado por Decreto 
53011973, de 28 de febrero. 

2. De igual manera y como ya se ha expuesto y razo- 
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’ nado en este Informe la Sociedad no cumple sus obliga- 
ciones tributarias en lo relativo al Impuesto sobre So- 
ciedades. 

Esta irregularidad se menciona con todas las reservas, 
dado su antecedente como Organismo de la Administra- 
ción del Estado hasta el año 1978 en que fue aprobado su 
Estatuto de Autonomía. 

3. Respecto a las deficiencias contables que se seña- 
lan en el Informe de IGAE por no ajustar su contabiliza- 
ci6n a las normas y principios generalmente aceptados y 
recogidos en el Plan General de Contabilidad de 1973, aun 
afectando a los Estados financieros, no suponen, en esen- 
cia, una distorsión grave en la Infomación que aquéllos 
suministran. 

Madrid, 30 de enero de 1986.-El Presidente del Tribu- 
nal de Cuentas, José Maria Fernández Plrla. 

A LA SECCION DE FISCALIZACION 

EL FISCAL, en relación con el Informe Técnico en re- 
lación con la Auditoría del Puerto Autónomo de Valencia, 
número 295105, de esta Fiscalía, efectuado a requerimien- 
to de la Comisión Parlamentaria de Investigación de los 
Partidos Políticos y otros extremos, dice: 

Que no tiene nada que oponer al informe realizado por 
Departamento de Sociedades Estatales de este Tribunal, 
ni tampoco a las conclusiones que del mismo emanan. 

En cuanto a la existencia de posibles responsabilida- 
des, de la competencia de este Tribunal, no aparecen in- 
dicios de ellas. 

Madrid, 22 de octubre de 1985. 

Excmo. Sr.: 

Este Servicio Jurídico del Estado ha examinado el In- 
forme Tkcnico deducido de la Auditoría del Puerto Autó- 
nomo de Valencia, emitido en cumplimiento del requeri- 
miento formulado al Tribunal de Cuentas por la Comisión 
Parlamentaria de Investigación de la Financiación de los 
Partidos Políticos y otros extremos, siendo del siguiente 
parecer: 

De lo actuado, y sin perjuicio de las anomalías conta- 
bles que refleja el Informe Técnico, no parece deducirse 
la existencia de responsabilidades contables exigibles por 
este Tribunal, toda vez que la corrección de aquéllas es 
de la competencia de otros órganos distintos a éste. 

Por lo expuesto, el Letrado del Estado nada tiene que 
objetar al Informe Tknico de referencia. 

Madrid, 30 de octubre de 1985. 

25 1loooO40 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el 
BOLET~N OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES de la Resolu- 
ción adoptada por la Comisión Mixta para las Relaciones 
con el Tribunal de Cuentas sobre la fiscalización efectua- 
da por ese Alto Tribunal a Industrias Mediterráneas de la 
Piel, así como el Informe correspondiente (25 ll000040). 

, 

Palacio del Congreso de los Diputados, 22 de octubre 
de 1987.-P. D., El Secretario General del Congreso de los 
Diputados, Luis María Cazorla Prieto. 

RESOLUCION APROBADA POR LA COMISION MIXTA 
PARA LAS RELACIONES CON EL TRIBUNAL DE 
CUENTAS EN RELACION CON EL INFORME REMITI- 
DO POR ESE ALTO TRIBUNAL SOBRE LA FISCALIZA- 
CION REALIZADA A LA EMPRESA INDUSTRIAS MEDI- 

TERRANEAS DE LA PIEL (IMERPIEL) 

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal 
de Cuentas, en susesión del dia 20 de octubre de 1987, a 
la vista del Informe remitido por ese Alto Tribunal sobre 
la fiscalización efectuada a la Empresa Industrias Medi- 
terráneas de la Piel (IMERPIEL), 

A CU E R D A: 

uLa Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribu- 
nal de Cuentas, a la vista del Informe complementario 
emitido por el Tribunal sobre la situaci6n económica fi- 
nanciera al 3 1 de diciembre de 1982 de la mencionada So- 
ciedad, requiere al Gobierno para que informe a la Comi- 
sión sobre: 

1 .  Medidas adoptadas con posterioridad al 31 de di- 
ciembre de 1982 para el saneamiento de la Empresa. 

2. Situación económico financiera al 30 de junio de 
1987.n 

Palacio del Congreso de los Diputados, 21 de octubre 
de 1987 .-El Presidente de la Comisión, Ciriaco de Vicen- 
te Martín.-El Secretario primero de la Comisión, Angel 
C a d a  Ronda. 

La Comisión Parlamentaria de Investigación de los Par- 
tidos Políticos y otros extremos, del Congreso de los 
Diputados, en su sesión del día 10 de abril de 1985, acor- 
dó requerir del TRIBUNAL DE CUENTAS la emisión de 
un Informe técnico, en los términos del artículo 12.2 de 
la Ley Orgánica 211982, de 12 de mayo, sobre las audito- 
rías remitidas por el Gobierno a dicha Cámara. 

En cumplimiento del expresado requerimiento, el PLE- 
NO de este Tribunal ha acordado, en sesión celebrada el 
día 30 de enero de 1986, elevar al CONGRESO DE LOS 
DIPUTADOS el presente Informe técnico, deducido del 
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examen del Informe de auditoría de la Sociedad Estatal 
INDUSTRIAS MEDITERRANEAS DE LA PIEL, S. A. 

ANTECEDENTES Y SU CONSIDERACION 

La Sociedad se constituyó en 1952. Por Real Decreto nú- 
mero 228011976 se acordó su incautación o intervención 
por el Estado. Por Real Decreto nlimero 279911978 fue 
levantada la incautación. Su capital social, a fin del 
año 1982, era de 2.064 millones de pesetas, distribuido del 
siguiente modo: el 95,75 por ciento, a la Dirección Gene- 
ral de Patrimonio del Estado, el 3,40 por ciento, el Banco 
de Promoción de Negocios, el 0,68 por ciento, la Caja de 
Ahorros de Valencia y el 0,17 por ciento, la Caja de 
Ahorros de Castellón. 

El'objeto social consiste en la fabricación de calzados, 
de curtidos, de pisos y tacones de goma, asi como la rea- 
lización de todo tipo de operaciones comerciales e indus- 
triales preparatorias, anejas y derivadas. 

El documento sometido a la consideración de este Tri- 
bunal es un Informe de Control Financiero, elaborado por 
la Intervención General de la Administración del Estado, 
de fecha 9 de abril de 1984, y está referido al año 1982. 

El alcance de la auditoría se extiende al examen del Ba- 
lance de Situacibn y del Estado de Perdidas y Ganancias. 
El examen se ha practicado de acuerdo con normas de au- 
ditoría generalmente aceptadas y ha incluido cuantas 
comprobaciones de los registros contables fueron ne- 
cesarias. 

La opinión de los auditores es que los Estados Finan- 
cieros sometidos a verificación presentan razonablemen- 
te la situación económico-patrimonial de la Sociedad, a 
31 de diciembre de 1982, con las excepciones siguientes: 

Se propone la práctica de una serie de ajustes conta- 
bles y reclasificaciones en las cuentas que conducen, en 
último término, a que se reduzcan en unos 426 millones 
de pesetas las pérdidas del ejercicio 1982, mientras que 
se incrementan en 655 millones de pesetas, aproximada- 
mente, las pérdidas de los años anteriores a 1982. El re- 
sultado final es que el neto patrimonial de la Sociedad 
queda disminuido en unos 229 millones de pesetas. 

Por problemas de diversa naturaleza, la Sociedad no ha 
aportado documentos justificativos de las adquisiciones 
de inmovilizado material realizadas con anterioridad 
a 1977, cuyo valor neto contable a fin de 1982 era, aproxi- 
madamente, de un millón de pesetas. 

La Sociedad ha infravalorado el cargo por depreciación 
en años anteriores y no dispone de un estudio que permi- 
ta conocer si la amortización acumulada a 1982 es razo- 
nable. No se han verificado, por tanto, la razonabilidad 
de los importes contabilizados como inmovilizado mate- 
rial y su correspondiente amortización acumulada. No se 
han presenciado las operaciones de realización del inven- 
tario físico de existencias, a fin de 1981 y de 1982. 
Los auditores manifiestan dudas sobre el buen fin de 

las cuentas a cobrar que la Sociedad tiene abierta; a sus 
dos Compañías filiales, Arrajes, S .  A., y Segarra, Inc., por 

un total de unos 435 millones de pesetas. Dada la anti- 
güedad de estas cuentas, las pérdidas que en los últimos 
ejercicios han experimentado estas Compañías y los pro- 
blemas que tienen de realización de sus existencias, la re- 
cuperabilidad de estos créditos es contingente. No se pro- 
pone, sin embargo, ninguna cifra en concepto de pro- 
visión. 

La Sociedad está sujeta a contingencias relacionadas 
con la posible exigencia de intereses y recargos por apla- 
zamiento en los pagos de las cuotas atrasadas de la Se- 
guridad Social, cuyo importe asciende a 576 millones de 
pesetas. En mayo de 1983 la Sociedad solicitó a las auto- 
ridades laborales la cancelación del plan de aplazamien- 
to de la deuda que tenia en vigor y de acuerdo con el Real 
Decreto 6611983 propuso un nuevo programa de cancela- 
ción. Los intereses por demora correspondientes a este 
nuevo plan de amortización de la deuda, aprobado por la 
Administración, se elevan a unos 75,94 millones de pese- 
tas, pero se ha solicitado a la Tesorería Territorial de la 
Seguridad Social la condonación de los mismos, sin ha- 
ber obtenido respuesta. 

La Sociedad no ha realizado ningún estudio relativo a 
las obligaciones contraídas con motivo de la aplicación 
a 72 empleados del plan de jubilaciones anticipadas, para 
mayores de cincuenta y ocho años. No ha registrado, por 
tanto, pasivos por este concepto. 

Para garantizar el pago de las deudas contraídas con la 
Seguridad Social por cuotas atrasadas, recayó un embar- 
go sobre la maquinaria, utillaje, material de transporte, 
mobiliario y enseres por valor de 854 millones de pesetas. 

La Sociedad ha procedido a sanear en 1982 su cartera 
de inversiones financieras permanentes de Arrajes, S .  A., 
cargando a la cuenta de resultados imputables a ejerci- 
cios anteriores un importe de 254,8 millones de pesetas. 
Por otra parte, no ha contabilizado la compra de las ac- 
ciones de la Compañía Segarra Inc. por el precio simbó- 
lico de un dólar de los Estados Unidos, pero cuyo valor 
neto contable, según balance no auditado, se estima en 
unos 13,8 millones de pesetas. 

La Sociedad se halla acogida al Real Decreto 1002182 
sobre medidas de Reconversión del Sector de fabricación 
de calzado y está en fase de desarrollo del programa de 
reestructuración presentado oportunamente. 

El Informe de Control Financiero considerado contiene 
una segunda parte dedicada al análisis económico y fi- 
nanciero de la Sociedad y de él se deducen los siguientes 
extremos : 

- En los cuatro años últimos se han registrado pérdi- 
das en la Sociedad, alcanzando en 1982 la cifra de 1.136 
millones de pesetas. Se prevén pérdidas, de forma siste- 
mática, hasta 1987. 
- El equipo productivo es anticuado y, por tanto, la 

productividad inferior a la media del sector. Los costes 
de producción son altos por exceso de plantilla, así como 
son elevados los gastos financieros. 
- Las ventas son también inferiores a la media del sec- 

tor a causa de una deficiente política de diseño del pro- 
ducto, ausencia de política comercial y de marketing, pre- 
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cios poco competitivos y desprestigio por incumplimien- 
to de contratos anteriores. 
- El control del inmovilizado material es insuficiente 

y no se realizan recuentos y comprobaciones periódicas 
rotativas. No existe un estudio económico de la vida útil 
del mismo, a efectos de dotación para amortizaciones. Se 
capitalizan, en ocasiones, gastos financieros que corres- 
pOnden a los intereses por pago aplazado del precio de ad- 
quisición de estos bienes. 
- Cuando se produce la venta de algún bien del inmo- 

vilizado material no se registra su baja inmediatamente, 
sino en el momento en que se efectúa el cobro final. Este 
procedimiento es contrario a los principios del Plan Ge- 
neral de Contabilidad, puesto que difiere el conocimiento 
de la operación y de sus resultados hasta un momento 
muy posterior a la venta. 
- La valoración de parte de las existencias en alma- 

cén de productos terminados se realiza en base al último 
escandallo establecido. Este procedimiento, no adecuado 
a los principios de contabilidad, implica además la no uti- 
lización de los datos sobre costes que se deducen de la 
contabilidad analítica. 
- No se realizan estudios para determinar los límites 

máximos de crédito concedido a los clientes, con objeto 
de reducir la incobrabilidad de éstos. Esta misma regla 
se aplica a las ventas a las Compañías participadas. 
- No se tiene conocimiento cierto de la composición 

y antigüedad de los saldos de cada cliente, lo que dificul- 
ta las operaciones de gestión de cobro. No se efectúa cir- 
cularizacibn periódica para confirmación de posiciones 
en cuentas de terceros (clientes y proveedores). 
- No existe fondo fijo de Caja. No se efectúan arqueos 

periódicos de caja por persona independiente a la misma. 
En una sucursal de Madrid se utilizó una cuenta corrien- 
te particular del encargado de la misma para operacio- 
nes de la Sociedad. 
- No se sigue procedimiento contable para conocer y 

comprobar debidamente los avales en moneda extranjera 
prestados por Bancos 3i proveedores, por cuenta de la 
Sociedad. 
- No se dispone de un estudio técnico sobre progra- 

mación de la producción que tenga por objeto evitar el in- 
cremento desproporcionado de productos terminados, en 
almacén, cuya venta sea difícil y lenta. 

Del estudio y consideración del Informe de Control Fi- 
nanciero, se deducen las siguientes 

CONCLUSIONES 

1. La Sociedad presenta debilidades en sus sistemas 
de cohtroi interno, asf como deficiencias en el control de 
la gestión. Los Estados Financieros de la misma muestran 
que tiene serias dificultades económico-financieras, las 
cuales, según se indica, aún pueden durar varios anos. 

2. En la contabilización de algunas de sus operacio- 
nes la Sociedad no se ajusta a las normas y principios del 
Plan General de Contabilidad, por lo que los auditores 
proponen la corrección de estas práticas no regulares me- 

diante la realizaci6n de ajustes y reclasificaciones, que 
agrupan en 10 apartados distintos. 

3. No se ha contabilizado la adquisición de las accio- 
nes de Segarra Inc., cori incumplimiento de lo previsto en 
el arttculo 43 del vigente Código de Comercio. 

4. El saneamiento del valor de la cuenta representati- 
va de la propiedad de las acciones de la Saciedad parti- 
cipada Arrajes, S. A., no se ha realizado de conformidad 
con lo previsto en el Plan General de Contabilidad, en lo 
referente a la constituci6n de una cuenta de provisiones 
para compensar la depreciación que hayan podido expe- 
rimentar los títulos mencionados. 

5. En cuanto a las Sociedades participadas (Arrajes, 
S.A.,  y Segarra Inc.) se observa que no disponen de ba- 
lance auditado, por lo que no hay certeza razonable de su 
valor neto contable y además los riesgos contraídos con 
ellas son muy elevados, sin que se haya estudiado el gra- 
do posible de recuperabilidad de los créditos concedidos. 

Madrid, 30 de enero de 1986.-El Presidente del Tribu- 
nal de Cuentas, Joné María Femández Pida. 

A LA SECCION DE FISCALIZACION 

EL FISCAL, en relación con el Informe Técnico de la Au- 
ditorfa de la Sociedad Estatal INDUSTRIAS MEDI- 
TERRANEAS DE LA PIEL, S .  A., realizado a requerimien- 
to de la Comisión Parlamentaria de Investigación de los 
Partidos Políticos y otros extremos, número 285/85 de esta 
Fiscalía, dice: 

Que en principio no tiene nada que oponer al informe 
y conclusiones elaborado por el Departamento de Socie- 
dades Estatales de este Tribunal, si bien hay que tener en 
cuenta que el mismo se refiere a un informe de control fi- 
nanciero efectuado por la Intervención General de la Ad- 
ministración del Estado, referido exclusivamente al ano 
1982, sin que alcance a las Sociedades participadas 
ARRAJES, S. A., y SEGARRA INC., por lo que el estudio 
debe considerarse muy limitado. 

Por ello, dada la situación financiera y contable de la 
Sociedad auditada, aunque en el momento presente no 
surjan indicios de responsabilidad contable, estima esta 
Fiscalía que serfa conveniente una fiscalización completa 
de Industrias Mediterráneas de la Piel, S .  A., y de sus em- 
presas participadas. 

Madrid, 23 de octubre de 1985. 

Excmo. Sr.: 

Este Servicio Jurídico del Estado ha examinado el In- 
forme Técnico de la Auditoría a la Sociedad Estatal In- 
dustrias Mediterráneas de la Piel, S. A,, evacuado en cum- 
plimiento del requerimiento formulado al Tribunal de 
Cuentas por la Comisión Parlamentaria de Investigación 
de la Financiaci6n de los Partidos Políticos y otros extre- 
mos, del cual resulta: 
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Dada la peculiar naturaleza de esta Sociedad, los ma- 
nifiestos defectos estructurales que se ponen de manifies- 
to en la Auditoría y su vocación de continuar en una si- 
tuación prolongada de pérdidas' en ejercicios sucesivos, 
aun cuando de la Auditoría llevada a término por la In- 
tervención General de la Administración del Estado no se 
deduce claramente la existencia de responsabilidades 
contables, parece aconsejable. que, ante la ambigüedad 
del Informe, este alto Tribunal realice una minuciosa fis- 
calización de la actividad .económico-financiera de la 
mencionada Sociedad Estatal en la que puntualmente 
afloran los extremos inconcretos de la Auditoria men- 
cionada. 

Lo que antecede es cuanto tengo el honor de informar 
a V. E., quien, no obstante, acordará. 

Madrid, 30 de octubre de 1985. 

251/000040 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el 
BoLETfN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES de ia Resolu- 
ción adoptada por la Comisión Mixta para las Relaciones 
con el Tribunal de Cuentas sobre la fiscalización efectua- 
da por el Alto Tribunal a la Sociedad Ganados y Produc- 
tos Industriales, S .  A,, asf como el Informe correspondien- 
te (25 1/000040). 

Palacio del Congreso de los Diputados, 22 de octubre 
de 1987.-P. D., El Secretario General del Congreso de los 
Diputados, Luir María Cazorla Prieto. 

RESOLUCION APROBADA POR LA COMISION MIXTA 
PARA LAS RELACIONES CON EL TRIBUNAL DE 
CUENTAS EN RELACION CON EL INFORME REMITI- 
DO POR ESE ALTO TRIBUNAL SOBRE LA FISCALIZA- 
CION REALIZADA A LA SOCIEDAD ESTATAL GANA- 
DOS Y PRODUCTOS INDUSTRIALES, S. A. (GYPISA) 

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal 
de Cuentas, en su sesión del día 20 de octubre de 1987, a 
la vista del Informe remitido por ese Alto Tribunal sobre 
la fiscalización realizada a la Sociedad Estatal Ganados 
y Productos Industriales, S. A. (GYPISA), 

A C U E R D A :  

a L a  Comisión requiere al Gobierno para que informe a 
la Comisión sobre el cumplimiento de las obligaciones tri- 
butarias de la Empresa, senaladas en el Informe Comple- 
mentario del Tribunal de Cuentas.# 

Palacio del Congreso de los Diputados, 21 de octubre 
de 1987.-El Presidente de la Comisión, Clriaco de Vicen- 
te Marth-El Secretario primero de la Comisión, Angel 
C a d a  Ronda. 

La Comisión Parlamentaria de Investigación de los Par- 
tidos Políticos y otros extremos, del Congreso de los 
Diputados, en su sesión del día 10 de abril de 1985, acor- 
dó requerir del TRIBUNAL DE CUENTAS la emisión de 
un Informe técnico, en los términos del artículo 12.2 de 
la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, sobre las audito- 
rfas remitidas por el Gobierno a dicha Cámara. 

En cumplimiento del expresado requerimiento, el PLE- 
NO de este Tribunal ha acordado, en sesión celebrada el 
día 30 de enero de 1986, elevar AL CONGRESO DE LOS 
DIPUTADOS el presente Informe técnico, deducido del 
examen del Informe de auditorfa de la Sociedad Estatal 

SA). 
GANADOS Y PRODUCTOS INDUSTRIALES, s. A. (GYPI- 

ANTECEDENTES Y S U  CONSIDERACION 

GANADOS Y PRODUCTOS INDUSTRIALES, S. A. 
(GYPISA), es una Sociedad Estatal, según lo establecido 
por el artículo 6.1.a) de la Ley General Presupuestaria, 
cuyo objeto social es la instalaci6n, explotación y admi- 
nistración de mataderos generales, coopdrativos e indus- 
triales, con sus fábricas para transformar los subproduc- 
tos y todas las industrias relacionadas con la ganadería. 
Se constituyó el 3 de junio de 1941 y su capital social de 
382 millones de pesetas, al 31 de diciembre de 1983, fe- 
cha a que se refiere el informe de auditoría fiscalizado, 
pertenecfa en su totalidad a la Sociedad CARNES y CON- 
SERVAS ESPANOLAS, S .  A. (CARCESA), a su vez parti- 
cipada en el 98,s por ciento de su capital por el Instituto 
Nacional de Industria. El 6 de diciembre de 1984, la pro- 
piedad de las acciones de CARCESA y de sus filiales ha 
sido transferida a la EMPRESA NACIONAL PARA EL DE- 
SARROLLO DE LA INDUSTRIA ALIMENTARIA, S. A. 
(ENDIASA), perteneciente en su cien por cien al mencio- 
nado Instituto Nacional de Industria. 

El informe de auditoría fiscalizado se emitió el 4 de 
mayo de 1984 por AUDIBERIA, S. A,, que expresó su opi- 
nión de que los estados financieros, balance de situación 
al 31 de diciembre de 1983 y estado de pérdidas y ganan- 
cias del ejercicio terminado en la expresada fecha presen- 
taban adecuadamente la situación financiero-patrimonial 
de la Sociedad, de conformidad con principios y criterios. 
de contabilidad generalmente aceptados. 

De la citada opinión se deduce que la auditoría fue com- 
pleta, con la excepción de que la Sociedad no dispone de 
documentos justificantes que soporten los costes de ad- 
quisici6n del inmovilizado material registrado en libros 
con anterioridad al 31 de diciembre de 1977, el cual re- 
presenta el 53 por ciento del inmovilizado material netc 
registrado en libros al 31 de diciembre de 1983. Asimis- 
mo, se indica la limitacibn de que al ser el primer ejerci- 
cio en que actúa la indicada Firma de auditoría, ésta no 
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puede expresar opinión sobre si lasprincipios y criterios 
contables utilizados en el ejercicio 1983 guardan unibor- 
midad con los ejercicios anteriores, ni sobre si las exis- 
tencias iniciaka se hallaban correctamente evaluadas y, 
por consiguiente, tampoco &re si los resultadas del e&- 
cicio están adecuadamente fijados. 

Por otra parte, se señala una insuficiencia de 12 millo- 
nes de pesetas en la provlsi6n para insolvencias constitui- 
da, así como la existencia de conritqencias fiscales que 
podrtin concretame cn caso de actuacit5n de la Inspeccibn 
de Hacienda que tenía pendientes de nvisi6n las traaroc- 
ciones realizadas durante los cinco últimos ejercicios. Las 
citadas contingencias fiscales tienen su origen en las si- 
guientes transacciones: 

a) Las pérdidas del ejercicio 1983, que ascendieron a 
62,2 millones de pesetas, fueron compensadas con cugo 
a prCstamos de la Sociedad matriz. 

NOTA: Esta compensación de perdidas se halla grava- 
da según artículos 37.a) y 31 del Reglamento del Impues- 
to sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, siendo la base imponible el importe de 
las pérdidas compensedas, y el sujeto pasivo de la So- 
ciedad. 

b) Obtenci6n de cdditos, a medio y largo plazo, de So- 
ciedades del Grupo, lo0 cuales no están formalizados en 
escritura pública. 

NOTA: Estas operaciones se hallan gravadas por el Im- 
puesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídi- 
cos Documentados, según el articulo 19 en relación con 
loa artfculoo 7.1 .b) y 8.d), todos ellos del Reglamento del 
citado Impuesto, siendo la base imponible el mayor sal- 
do deudor producido en cada año o en el período inferior 
& la operacibn, y el sujeto pasivo la Sociedad prestataria. 

e) Adeuda a sociedades de1 Grupo en concepto de ce- 
siones de personal y de servicios infordcos,  así como 
por rscuper.ción de gastos bancarios corre&mndic+es a 
dcrcuento dc ektos ,  que ac contabilizaron como menor 
importe de lo0 gastoa respectivos. 

NOTA: Se@n el artículo 95 del Reglamento ¿el Im- 

rane dentro de ios ingresos, como accaorios. Pero el in- 
cumplimiento dr este precepto por la Sociedad no ha su- 
puesto variaci6n de la b a ~  imponible, al reducir ba gas- 
tor del ejercicio por igual cuantía que se omiti6 incremen- 
tar ioe in+. 

PWStO robre k!&, CS- COnce~OS dcbcR d- 

d) Pagos de comiotoner y acrvidos a terceros sobn los 
que no se ha practica& retención en concepto de rendi- 
miento del trabajo y pagos de comisiones a emplcuios, 
con retención por el dsmo concepto de porcentajes infe- 
riores a bs aplicados en nómina. 

NOTA: Los citados hechos infringen los articu- 

los 148 d) y 149 d) del Reglamento del Impuesto sobre 
la renta de las Personas Fíricas. Según el artículo 151.1 
y 2 del mismo Reghmento, la base imponible será UILO 
cantidad tal que, deducida de ella la retenci6n correspon- 
diente, resulte la cifra dectivanicnte pagada, siendo la !b 
ciedad responsable del ingreso en el Teson>, aunque no 
hay8 efecturdo la rete&. 
En not8s 8 los ertcrdas financieros re pncn de mani- 

fiesto las siguientes incidencias: 
. 

- Las amortizaciones del inmovilizado material son 
practicadas al ejercicio siguiente al de la contabilizaci6n 
del coste de cada elemento. 
- La Sodedad ha facilitado préstamos, durante el 

ejercicio 1983, por 148 millones de pesetas, a otra socie- 
dad del Grupo, cubiertos con el descuento de letras de 
cambio ac.eptadas por esta última. 

-Se contabilizaron como ventas cargos a otras socie- 
dades del Grupo por cesi6n de uso de instalaciones, arren- 
damiento de edificios y consumo de frío y energía, por un 
importe total de 9,t  millones de pesetas. 

Del análisis técnico del mencionado informe de audito- 
ría se deducen las siguientes 

CONCLUSIONES 

1. La falta de documentación contable anterior al 3 1 
de diciembre de 1977 ha'supuesto una importante limi- 
taci6n en la auditorla realizada, si bien el tiempo trans- 

fcurrido y la protecci6n del articulo 45 del código de Co- 
mercio, en su nuevaiedacci6n aprobada por Ley 1611973, 
de 21 de julio, que exonera a la Empresa de conservar por 
más de cinco años los libros y documentos contables, han 
impedido una comprobación más completa en base a los 
documentos desaparecidos. 

2. La existencia de contingencias fiscales supone una 
responsabilidad de la Sociedad y de sus administradores 
frente al Fisco, a determinar por la Inspccci6n de Ha- 
cienda. 

3. La insuficiencia de dotaci6n a la provisión para in- 
solvencias, la demora en el inicio de la amortizaci6n del 
inmovilizado material y la indebida contabilizaci6n como 
ventas de otros conceptos, sblo implican una contabiliza- 
ción poco precisa que eventualmente y con especial refe- 
rencia a las amortizaciones, podría originar contingencias 
fiscales. 

4. Lm puesta en circulacih dc papel llamado de ato- 
Iusi6n o peloteo* constituye una prbctica incorrecta por 
la falsedad que supone dar apariencia de transaccibn co- 
mercial a una opcracldn de crédito que devengarfa un in- 
ter& muy superior a favor del Banco. 

Madrid, 30 de enero de 1986.-El Presidente del Tribu- 
M I  & Cuentas, J d  María Foniidez plrla. 
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A LA SECCION DE FISCALIZACION 

El FISCAL, en relación con el Informe Técnico de la Au- 
ditorfa de la Sociedad GANADOS Y PRODUCTOS IN- 
DUSTRIALES, S .  A,, realizado a requerimiento de la Co- 
misión Parlamentaria de Investigación de los Partidos Po- 
Micos y otros extremos, número 289/85 de esta Fiscalfa, 
dice: 

Que no tiene nada que objetar al informe y conclusio- 
nes realizado por el Departamento de Sociedades Estata- 
les de este Tribunal. 

De su contenido no surgen indicios de responsabilidad 
de la competencia de este Tribunal. 

Madrid, 23 de octubre de 1985. 

Excmo. Sr.: 

Este Servicio Jurfdico del Estado ha examinado el In- 
forme Técnico relativo a la Auditorfa de la Sociedad Ga- 
nados y Productos Industriales, S .  A. (GYPISA) evacuado 
en cumplimiento del requerimiento formulado al Tribu- 
nal de Cuentas por la Comisión Parlamentaria de Inves- 
tigación de la Financiación de los Partidos Políticos y 
otros extremos, del cual resulta: 

Este Servicio Jurfdico nada tiene que oponer al Infor- 
me Técnico de referencia del que, en principio, no se de- 
ducen principios racionales de existencia de responsabi- 
lidad contable. 

Lo que antecede es cuanto tengo el honor de informar 
a V. E., quien, no obstante, acordará. 

Madrid, 30 de octubre de 1985. 

25 1/000040 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el 
BOLETfN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES de la Resolu- 
ción adoptada por la Coinisión Mixta para las Relaciones 
con el Tribunal de Cuentas sobre la fiscalización efectua- 
da por ese Alto Tribunal al Puerto Autónomo de Barcelo- 
na, asf como el Informe correspondiente (25 1íOOOO40). 

Palacio del Congreso de los Diputados, 22 de octubre 
de 1987.-P. D., El Secretario General del Congreso de los 
Diputados, Luis Maria Cazorla Prieto. 

RESOLUCION APROBADA POR LA COMISION MIXTA 
PARA LAS RELACIONES CON EL TRIBUNAL DE 
CUENTAS EN RELACION CON EL INFORME REMITI- 
DO POR ESE ALTO TRIBUNAL SOBRE LA FISCALIZA- 
CION REALIZADA AL PUERTO AUTONOMO DE BAR- 

CELONA 

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal 
de Cuentas, en su sesión del dfa 20 de octubre de 1987, a 
la vista del Informe remitido por ese Alto Tribunal sobre 
la fiscalización realizada al Puerto Autónomo de Bar- 
celona, 

A C U E R D A :  

«Requerir al Gobierno para que establezca la corres- 
pondiente norma jurfdica en cuanto a las obligaciones tri- 
butarias de los puertos autónomos en relación con el Im- 
puesto sobre S0ciedades.u 

Palacio del Congreso de los Diputados, 21 de octubre 
de 1987.-El Presidente de la Comisión, Cidaco de Wcen- 
te Marth-El Secretario primero de la Comisión, Angel 
Carda Ronda. 

La Comisión Parlamentaria de Investigación de los Par- 
tidos Políticos y otros extremos, del Congreso de los 
Diputados, en su sesión del dfa 10 de abril de 1985, acor- 
dó requerir del TRIBUNAL DE CUENTAS la emisión de 
un Informe técnico, en los términos del artículo 12.2 de 
la Ley Orgánica 211982, de 12 de mayo, sobre las audito- 
rfas remitidas por el Gobierno a dicha Cámara, 

En cumplimiento del expresado requerimiento, el PLE- 
NO de este Tribunal, ha acordado, en sesión celebrada el 
dfa 30 de enero de 1986, elevar AL CONGRESO DE LOS 
DIPUTADOS el presente Informe técnico, deducido del 
examen del Informe de auditorfa de la Sociedad Estatal 
PUERTO AUTONOMO DE BARCELONA. 

ANTECEDENTES Y S U  CONSIDERACION 

El Puerto Autónomo de Barcelona es una Entidad pú- 
blica que actúa en régimen de empresa mercantil y suje- 
ta su actividad al derecho privado. Se regula por el Esta- 
tuto de Autonomfa otorgado por Decreto n.o 2.407/1978, 
de 25 de agosto. 

Las funciones que le asigna el Estatuto mencionado son 
la realización de proyectos, la conservación y manteni- 
miento y la explotación del Puerto de Barcelona. Tam- 
bién está facultado para otorgar concesiones de utiliza- 
ción de la superficie e instalaciones, asf como para el ejer- 
cicio de actividades en el mismo. 

El documento que es objeto del presente Informe Téc- 
nico es el «Informe de Control Financieror, elaborado por 
la Intervención General de la Administración del Estado 
en junio de 1984 y referido al año 1982. 
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El patrimonio de la entidad, los resultados acumulados 
y las revalorizaciones contabilizadas se elevan a la cifra 
de 20.173 millones de pesetas, sin incluir en ella los re- 
sultados no aplicados del ejercicio considerado, el año 
1982 y que figuran contabilizados por un importe de 806 
millones de pesetas. 

El alcance de la auditoría se extiende al examen del Ba- 
lance de Situación y la cuenta de Pérdidas y Ganancias, 
a 3 1 de diciembre de 1982. 

Se indica también que los objetivos generales que pre- 
tende alcanzar el Informe de Control Financiero son los 
siguientes: 

- Comprobar que los Estados económico-financieros 
de la Entidad se ajustan a la realidad de la misma, de 
acuerdo con los principios de contabilidad generalmente 
aceptados. 
- Verificar si se cumplen las disposiciones legales vi- 

gentes, que regulan la actividad del Puerto. 
- Comprobar si los resultados económicos cumplen 

los principios de rentabilidad y eficacia en la gestión re- 
queridos por la Ley de Financiación de Puertos. 
- Verificar si se han cumplido las previsiones del Plan 

económico-financiero para dicho Puerto. 
- Establecer los ajustes, reclasificaciones y recomen- 

daciones que se estimen oportunos. 

La investigación de la Entidad se ha realizado de acuer- 
do con las normas de auditoría establecidas por la Inter- 
vención General de la Administración del Estado para el 
control del Sector Público. 

Como limitación al alcance de la auditoría se señala la 
ausencia de soportes y documentación fehacientes que 
permitan el cálculo de valor de los terrenos adquiridos 
con anterioridad al aho 1974. En esta fecha se efectuó una 
valoración de los mismos, de acuerdo con instrucciones 
dictadas por la Dirección General de Puertos, que poste- 
riormente aprobó la operación. 

El Informe no utiliza la técnica habitual en auditoría 
de notas al balance, sino que divide el contenido de los es- 
tados Financieros en una serie de áreas, cuyas caracterís- 
ticas más importantes son objeto de comentario. En sin- 
tesis, las consideraciones más destacadas son las que fi- 
guran a continuación. 

Por lo que respecta al inmovilizado material, cuentas 
de terrenos, se aprecia una diferencia del orden de los 
274,6 millones de pesetas entre el Balance de Situación y 
los inventarios de la Entidad. Esta diferencia se debe a 
una corrección de importes con motivo de la valoración 
de 1974, que no fue recogida en los inventarios. 

Figuran en inventario unos terrenos que fueron adqui- 
ridos al Consorcio de la Zona Franca de Barcelona en base 
a un convenio sustitutivo de la expropiación forzosa. El 
equipo auditor ha realizado un estudio técnico del que se 
deduce que la superficie de estos terrenos, medida sobre 
plano, es inferior en 47.343 metros cuadrados a la figura- 
da en la escritura de compra. Se recomienda al Puerto 
que realice una medición por servicios competentes a fin 

de que se fije el importe de los metros cuadrados adqui- 
ridos realmente al Consorcio. 

Con respecto a los terrenos citados, también se ha ad- 
vertido que son contabilizados únicamente por el impor- 
te de lo que se ha pagado por ellos hasta el momento, pero 
no figura en cuenta la cantidad pendiente de pago al Or- 
ganismo vendedor. De acuerdo con los principios de va- 
loración del Plan General de Contabilidad, sería necesa- 
rio aumentar el valor contable de los terrenos en unos 
2.990 millones de pesetas, con abono, por consiguiente, 
en la cuenta de acreedores a medio y largo plazo de una 
cantidad análoga. 

Se aprecia que es inexistente la cobertura de riesgos 
por medio de seguros adecuados para posibles accidentes 
de máquinas e instalaciones. 

Por lo que respecta a operaciones de Caja, se advierte 
que no queda constancia escrita en acta de los arqueos 
realizados para control de efectivo y valores. 

En cuanto a la existencia en el almacén de la Entidad, 
se indica que están valorados en balance los stock de fin 
de año al último precio de compra, sin considerar cuál 
haya sido el de su adquisición. Esta práctica está en des- 
acuerdo con los criterios del Plan General de Contabili- 
dad para valoración de almacén. Se estima, por tanto, que 
el exceso de valor de las existencias consideradas, con res- 
pecto al precio medio de adquisición si se aplicase, se ele- 
va a unos 39,7 millones de pesetas. 

Las investigaciones realizadas en la composición de los 
saldos de las cuentas a cobrar, por prestación de servi- 
cios, muestran la existencia razonable de una serie de par- 
tidas con elevada morosidad, por lo que se estima la ne- 
cesidad.de dotar una provisión del orden de los 67,9 mi- 
llones de pesetas, con objeto de compensar las posibles in- 
solvencias en estos créditos. 

En aplicación del articulo 27 del Estatuto de Autono- 
mía, el Puerto utiliza el procedimiento de apremio regu- 
lado por el Reglamento General de Recaudaci6n para el 
cobro de los servicios prestados a sus usuarios. Se ha ad- 
vertido la existencia de retrasos en la declaración de la ca- 
lificación de apremio de los recibos no pagados durante 
el período de recaudacidn voluntaria. Se producen demo- 
ras en el cobro que se atribuyen en parte al sistema em- 
pleado, que se considera lento y, por último, se conceden 
por los servicios de recaudación aplazamientos y fraccio- 
namientos sin las garantías que se exigen en estas mis- 
mas actuaciones en la vía tributaria. 

Para financiar la compra de unos terrenos, la Entidad 
emitió un empréstito por valor de 2.500 millones de pe- 
setas, que cuenta con la garantía del Estado. Se contabi- 
liz6 el importe de este empréstito como Patrimonio del 
Puerto, con la consiguiente falta de información a terce- 
ros de la existencia de dicho pasivo. Se ha indicado la ne- 
cesidad de reclasificar contablemente esta operación con 
objeto de que responda con mayor exactitud a su verda- 
dera naturaleza. 

En cuanto al tratamiento de los gastos por naturaleza, 
es de señalar que en ocasiones se contabilizan en el mo- 
mento del pago de los mismos, sin tener en cuenta que el 
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Plan General de Contabilidad regula el principio del de- 
vengo, en estas operaciones. 

La Entidad no presenta declaraci6n anual sobre el Im- 
puesto de Sociedades, pero tampoco cuenta con exenci6n 
legal expresa, como le o c u n  a otros Organismos análo- 
gos. Esta situaci6n afecta a los cuatro Puertos que actual- 
mente tienen Estatuto de Autonomfa. El equipo auditor 
sefiala que el Puerto Autónomo de Valencia ha elevado 
consulta sobre esta materia a la Dirección General de 
Tributos. 

El Puerto no hace figurar en balance la cuenta corres- 
pondiente al Fondo Extraordinario que regula la Ley de 
Financiación de Puertos, si bien consta de forma expresa 
en el Resupuesto de Explotaci6n que elabora la citada 
Entidad. Se ha de dedicar a esta finalidad el 50 por cien- 
to de los excedentes netos del a& anterior, hasta alcan- 
zar el 20 por ciento de los ingresos brutos del mismo año. 

Proponen los auditores que se constituya el Fondo men- 
cionado, con un volumen de 414,72 millones de pesetas, 
deduciendo de él 36,4 millones de pesetas correspondien- 
tes a lo aplicado en reparaciones en 1982, por lo que re- 
sultarfa a fin de ejercicio un fondo neto de 378,32 millo- 
nes de pesetas. 

En el Estatuto de Autonomía del Puerto, en su artfcu- 
lo 25.2 se establece que la rentabilidad del mismo debe 
alcanzar al menos el 5 por ciento de la inversi6n en acti- 
vos netos. Aunque los resultados del ejercicio han sido fa- 
vorables, pues han alcanzado aproximadamente los 784 
millones de +tas de beneficios, una vez efectuados los 
ajustes propuestos por los auditores, se ha obtenido una 
rentabilidad del 4 por ciento sobre los activos inmovili- 
zados netos, no llegándose por tanto a la cifra requerida 
por el Estatuto. 
Por último, del análisis y consideración del Informe de 

Control Financiero, se deducen las siguientes 

CONCLUSIONES 

1. La gestión del Puerto presenta algunos puntos dé- 
biles en materia de control interno, sobre todo en lo refe- 
rente a la proteccibn del patrimonio inmobiliario y del 
equipo de instalaciones. 

2.  Se advierte la existencia de ciertas prácticas no re- 
gulares en materia de conta&ilización de operaciones y en 
la aplicaci6n de los principios de valoración del Plan Ge- 
neral de Contabilidad. En lo medida que estas prácticas 
se han coacretado en hechos cuantificables, los auditores 
han propuesto los ajustes contables correspondientes, a 
fin de &ar a los Eothdos Financieros de una representa- 
tividad razona&, 

3. La Entidad M alcanza la rentabilidad sobre el ac- 
tivo inmovilizado neta que dispone el artículo 25.2 de su 
Estatuto de Autonoda. 

Madrid, 30 de enero de 1 9 8 6 . 4 3  Presidente del Tribu- 
nal de Cuentas, S d  María Femlndez Pirla. 

A LA SECCION DE FISCALIZACION 

EL FISCAL, en relación con el Informe Técnico relati- 
vo a la Auditoría del Puerto Autónomo de Barcelona, nú- 
mero 294/85, de Fiscalfa, efectuado a requerimiento de la 
Comisión Parlamentaria de Investigaci6n de los Partidos 
.Políticos y otros extremos, dice: 

Que no tiene nada que oponer al informe realizado por 
el Departamento de Sociedades Estatales de este Tribu- 
nal, ni tampoco a las conclusiones que del mismo ema- 
nan. 

En cuanto a la existencia de posibles responsabilida- 
des, de la competencia de este Tribunal, no aparecen in- 
dicios de ellas. 

Madrid, 22 de octubre de 1985. 

Excmo. Sr.: 

Este Servicio Jurfdico del Estado ha examinado el In- 
forme Técnico deducido de la Auditorta del Puerto Autó- 
nomo de Barcelona, emitido en cumplimiento del reque- 
rimiento formulado al Tribunal de Cuentas por la Comi- 
si6n Parlamentaria de Investigaci6n de la Financiacih de 
los Partidos Políticos y otros extremos, siendo del siguien- 
te parecer: 

De lo actuado, y sin perjuicio de las anomalías conta- 
bles que refleja el Informe Técnico, no parece deducirse 
la existencia de responsabilidades contables exigibles por 
este Tribunal, toda vez que la corrección de aquéllas es 
de la competencia de otros órganos distintos de éste. 

Por lo expuesto el Letrado del Eotado nada tiene que ob- 
jetar al Ififorme Técnico de referencia. 

Madrid, 30 de octubre de 1985. 

25 l/CMMMUO 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el 
BOLET~N OplcUL DE LAS CORTES GENERALES del Informe 
elaborado por el Tribunal de Cuentas sobre la fiscaliza- 
ción realizada a la Separaci6n del Balance Campsa-Mo- 
nopolio, aprobado sin modificaciones p r  la Comisión 
Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas al 
no hsiberse presentado propuestas de Resoluci6n sobre el 
mismo (251/000040). 

Palacio del Congreso de los Diputados, 22 de octubre 
de 1987.-P. D., El Secretario General del Congreso de los 
Diputados, Luir María Cazorla Prieto. 
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La Comisión Parlamentaria de Investigación de los Par- 
tidos Politicos y otros extremos, del Congreso de los 
Diputados, en su sesión del día 10 de abril de 1985, acor- 
dó requerir del TRIBUNAL DE CUENTAS la emisión de 
un Informe técnico, en los términos del artículo 12.2 de 
la Ley Orgánica 211982, de 12 de mayo, sobre las audito- 
rías remitidas por el Gobierno a dicho Cámara. 

En cumplimiento del expresado requerimiento, el PLE- 
NO de este Tribunal ha acordado, en sesión celebrada el 
día U) de enero de 1986, elevar AL CONGRESO DE LOS 
DIPUTADOS el presente Informe de auditoria de la So- 
ciedad Estatal COMPANIA ARRENDATARIA DEL MO- 
NOPOLIO DE PETROLEOS, S. A. (CAMPSA). 

ANTECEDENTES Y S U  CONSIDERACION 

La Compañía Arrendataria del Monopolio del Petróleos, 
S. A. aplicando determinados criterios a las distintas par- 
tidas del Balance conjunto del Monopolio de Petróleos- 
(CAMPSA), a 31 de diciembre de 1982, obtuvo los Balan- 
ces de Situación separados para ambas entidades. 

La Compafiía Arrendataria contrat6 con la firma de au- 
ditores Arthur Andersen la elaboración de un dictamen 
sobre la razonabilidad de loe criterios aplicados a las dis- 
tintas partidas del Balance coijunto objeto de estudio y,  
en su caso, la incidencia que en los balances respectivos 
podría tener la aplicaci6n de criterios alternativos. En el 
Informe elaborado por Arthur Andersen no se incluye el 
examen de balances de situación conjunto o separados de 
acuerdo con las normas de auditoría generalmente acep- 
tadas, ni expresa una opini6n profesional sobre dichos ba- 
lances de situación, limitándose a dictaminar sobre la ra- 
zonabilidad de los criterios aplicados. 

La Intervención General de la Administración del Es- 
tado ha realizado posteriormente, a petición del Delega- 
do de Gobierno en CAMPSA, el examen y supervisión de 
los papeles de trabajo elaborados por los auditores de Art- 
hur Andersen a este respecto y ha emitido su Informe con 
fecha 29 de junio de 1984. 

Los resultados del estudio de la Intervención General 
son los siguientes: 

Los criterios generales seguidos por la Compañía Arren- 
dataria del Monopolio de Petrbleos, S. A., para la separa- 
ci6n de los balances son los que se exponen a con- 
tinuación. 

a) Las partidas contables se imputan a la entidad que 
toma las decisiones y por tanto deben asumir la respon- 
sabilidad de los resultados. 

b) Se presupone la continuidad en las operaciones de 
comercialización y distribución del producto petrolffero. 

c) Son actividades propias del Monopolio las de com- 
praventa de productos monopolizados y propias.de la 
Compatila las de gestión y administración de las activi- 
dades del Monopolio, así como aquellas otras para las que 
esté expresamente autorizadas. 

La Intervención General se manifiesta en sus conclusio- 

nes del siguiente modo, después de haber analizado dete- 
nidamente todas las partidas contables de los balances so- 
metidos a su consideración. 

1 .  Da su conformidad a los criterios generales segui- 
dos por CAMPSA para establecer la separación del Balan- 
ce conjunto a 31 de diciembre de 1982. 

conceptos siguientes: 
2. Encuentra algunas salvedades que expone en los . 

2.1. Cuenta de uOTROS DEUDORESI. Se distribuyen 
entre el Monopolio y la Compañía de acuerdo con que la 
naturaleza de las operaciones esté en relaci6n con las ac- 
tividades propias de una u otra. 

La reparación del buque petrolero uCAMPEON I por 
importe de 525 millones de pesetas se imputa al Monopo- 
lio, mientras que la Intervención General opina que, sal- 
vo autorización expresa de la Delegación del Gobierno, 
debe ir con cargo a la cuenta de CAMPSA, sin perjuicio 
de que esta Compañía pueda repetir contra los presuntos 
responsables y obtener de ellos su compensación. 

2.2. Cuentas de  BANCOS SI y de uHACIENDA PUBLI- 
CA RECAUDACION DE IMPUESTOSI. La cuenta uHA- 
CIENDA PUBLICA, recoge el saldo de los impuestos re- 
caudados por CAMPSA correspondientes al 4.0 trimestre 
de 1982. En balance separado se imputa esta cifra al Mo- 
nopolio cuando debe ser CAMPSA quien lo recoja como 
sujeto pasivo sustituto del contribuyente. Este cambio im- 
plica también el ajuste correspondiente en la cuenta de 
aBANCOSn para dotar a la Compafiía de la necesaria 
liquidez. 
2.3. Cuentas de aFINANCIACION DE ACTIVOSa y de 

u PROVISIONES v .  En el balance de la Compafiía se inclu- 
yen en la cuenta de aRELACION ESTADO OPERACIO- 
NES CORRIENTES, 754 millones de pesetas correspon- 
dientes ai presunto derecho de CAMPSA al 4 por ciento 
por gestión administradora sobre la reserva de inventa- 
rio por revalorización de existencias de productos petro- 
líferos. Dicho importe se ha minorado de la cuenta de uFI- 
NANCIACION DE ACTIVOSv del balance separado del 
Monopolio. 

Por otra parte, CAMPSA ha dotado una provisión por 
754 millones de pesetas para cubrir la eventualidad de 
que la operación citada no sea aprobada por la Delega- 
ción del Gobierno. 

En opinión de la Intervención General, en tanto no se 
produzca esta aprobación por la Delegacibn del Gobier- 
no, la partida mencionada debe incrementarse en la cuen- 
ta de uFINANCIACION DE ACTIVOS, del Monopolio y 
deducirse de las de Relación y Provisiones en el balance 
separado de CAMPSA. 

2.4. Cuenta de uOTROS ACREEDORESv. Se atribuye 
enteramente a CAMPSA por corresponder a deudas de 
esta Compadía. Pero en el concepto *Fianzas a corto pla- 
zo* se recogen las depositadas por adjudicación de esta- 
ciones de servicio, de obras y de enajenaciones. En'opi- 
nión de la Intervención General, por estar estas fianzas re- 
lacionadas con las actividades del Monopolio, deben 
imputarse al pasivo del balance separado de éste, 
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Del estudio y consideración del Informe de la Interven- 
ción General de la Administración del Estado, se deducen 
las siguientes 

C O N C L U S I O N E S  

1 : No se trata de un Informe de auditoría de los esta- 
dos financieros del Monopolio de Petróleos-CAMPSA, a 31 
de diciembre de 1982, sino de un Dictamen sobre la ra- 
zonabilidad de los criterios seguidos para desagregar el 
Balance en dos, correspondientes a ambas Entidades. 

2: La Intervención General de la Administración del 
Estado, en base a los estudios realizados por la firma au- 
ditora Arthur Andersen se manifiesta conforme a los mis- 
mos, proponiendo no obstante algunas salvedades a la 
aplicación concreta de tales criterios a ciertas partidas del 
balance, que concreta en ajustes contables. 

3.’ Por la propia naturaleza del Informe estudiado no 
se desprende de él la realización de prácticas contables 
no regulares en la elaboración de los balances separados 
correspondientes a cada una de las Entidades mencio- 
nadas. ’ 

No se señalan en el mismo ni parece, en principio, de- 
ducirse responsabilidad alguna derivada de los aspectos 
de fiscalización que contempla el artículo.12.2 de la Ley 
Orgánica de este Tribunal, 

Madrid, 30 de enero de 1986.-El Presidente del Tribu- 
nal de Cuentas, José María Fernéndez Pírla. 

A LA SECCION DE FISCALIZACION 

EL FISCAL, en relación con el Informe Técnico, relati- 
vo a driterios de Separación del Balance de’Situaci6n 
Conjunto del Monopolio de Petróleos-Compafiía Arrenda- 
taria del Monopolio de Petróleos, S .  A.u, realizado a re- 
querimiento de la Comisión Parlamentaria de Investiga- 
ción de los Partidos Políticos y otros extremos, número de 
Fiscalfa 106185, dice: 

Que dado el carácter especial del objeto sobre el que re- 
cae el presente Informe Técnico, el cual puede sugerir dis- 
tintos criterios respecto a la forma en que se ha realizado 
la separación de balances, pero no afecta en modo alguno 
al fondo de los mismos ni significa una fiscalización ni un 
control de legalidad, se carece de elementos que pudieran 
entrañar responsabilidades de la competencia de este 
Tribunal. 

Madrid, 24 de octubre de 1985. 

Excmo. Sr.: 

Este Servicio Jurídico del Estado ha examinado el In- 
forme Técnico evacuado respecto del «Informe sobre cri- 
terios de separación del balance de situación conjunto del 

Monopolio de Petróleos-Compañía Arrendataria del Mo- 
nopolio de Petróleos, S .  A. (Campsa)B en cumplimiento 
del requerimiento formulado al Tribunal de Cuentas por 
la Comisión Parlamentaria de Investigación de la Finan- 
ciación de los Partidos Políticos y otros extremos, del cual 
resulta: 

El referido Informe expresa únicamente ucriterios so- 
bre la imputación a balances de partidas correspondien- 
tes del Monopolio o a Campsa, que no implican un aná- 
lisis económico-financiero de la situación de uno ni de 
otra, por lo que no cabe objetar nada al respecto, así como 
tampoco se deducen del mismo indicios que pudieran ha- 
cer suponer la existencia de responsbilidades contables. 

Lo que antecede es cuanto tengo el honor de informar 
a V. E., quien, no obstante, acordará. 

Madrid, 30 de octubre de 1985. 

25 1 f000040 

En cumplimiento de 10 dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el 
BoLmfN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES del Informe 
elaborado por el Tribunal de Cuentas sobre la fiscaliza- 
ción realizada a la Empresa Frioalimentos D’Arago, S .  A., 
aprobado sin modificaciones por la Comisión Mixta para 
las relaciones con el Tribunal de Cuentas al no haberse 
presentado propuestas de Resolución sobre el mismo 
(2 5 1 í000040). 

Palacio del Congreso de los Diputados, 22 de octubre 
de 1987.-P. D., El Secretario General del Congreso de los 
Diputados, Luis María Cazorla Prieto. 

La Comisión Parlamentaria de Investigación de los Par- 
tidos Políticos y otros extremos, del Congreso de los 
Diputados, en su sesión del dfa 10 de abril de 1985, acor- 
dó requerir del TRIBUNAL DE CUENTAS la emisión de 
un Informe técnico, en los términos del articulo 12.2 de 
la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, sobre las audito- 
rías remitidas por el Gobierno a dicha Cámara. 

En cumplimiento del expresado requerimiento, el PLE- 
NO de este Tribunal ha acordado, en sesión celebrada el 
dfa 30 de enero de 1986, elevar AL CONGRESO DE LOS 
DIPUTADOS el presente Informe técnico, deducido del 
examen del Informe de auditoría de la Sociedad Estatal 
FRIOALIMENTOS D’ARAGO, S. A. (FRIDARAGO). 

ANTECEDENTES Y S U  CONSIDERACION 

FRIOALIMENTOS D’ARAGO, S. A. (FRIDARAGO), es 
una Sociedad estatal, según lo establecido por el artfcu- 
lo 6.1 .a) de la Ley General Presupuestaria, cuyo objeto so- 
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cial es la fabricación, compraventa, transformación, en- 
vasado, importación, exportación y distribución de toda 
clase de alimentos, preferentemente congelados, y activi- 
dades complementarias como alquiler de sus cámaras fri- 
goríficas y almacenes. Se constituyó el 17 de noviembre 
de 1980 y su capital social de 115 millones de pesetas, al 
31 de diciembre de 1983, fecha a que se refiere el informe 
de auditorfa fiscalizado, pertenecía a su 66,67 por ciento 
a la Sociedad INDUSTRIAS DEL FRIO Y ALIMENTA- 
CION, S. A. (IFASA), que, a su vez, tenía como accionista 
único al Instituto Nacional de Industria; el 33,33 por cien- 
to restante del capital social pertenecía a accionistas pri- 
vados. En el ejercicio de 1984, la propiedad de las accio- 
nes de IFASA y de sus filiales ha sido transferida a la EM- 

DUSTRIA ALIMENTARIA, S. A. (ENDIASA), pertene- 
ciente en la totalidad de su capital al Instituto Nacional 
de Industria. 

El informe de auditoría fiscalizado se emitió el 8 de ju- 
nio de 1984 por la Intervención General de la Adminis- 
tración del Estado, previos los oportunos trabajos reali- 
zados por personal dependiente de la misma, en uso de 
las atribuciones que a aquélla le confieren los artículos 4 
y 17 del Real Decreto 1 124178, de 12 de mayo. 

Según se deduca del dictamen del citado informe de au- 
ditoría, ésta fue completa y referida al balance de situa- 
ción de FRIOALIMENTOS D’ARAGO, S. A. (FRIDARA- 
GO), al 31 de diciembre de 1983, así como a la cuenta de 
resultados y cuadro de financiamiento para el ejercicio fi- 
nalizado en dicha fecha, antes de la aplicación de resul- 
tados del mismo ejercicio. 

El referido dictamen considera que el balance de situa- 
ción presenta adecuadamente la situación financiero-pa- 
trimonial de la Sociedad en la fecha a que aquél se refie- 
re, con las salvedades de no haber podido verificar la eva- 
luaci6n de las existencias iniciales, dada la fecha de ac- 
tuación de los auditores, y, por otra parte, el que las exis- 
tencias finales de productos semielaborados y termina- 
dos, por carecer la Sociedad de contabilidad analítica, se 
hayan valorado según escandallos basados en costes pre- 
supuestados que se estima han experimentado sustancia- 
les variaciones en la realidad, ya que tanto la producción 
realizada como los gastos de producción incurridos pre- 
sentan sensibles variaciones respecto a las correspondien- 
tes magnitudes presupuestadas. 
Por el contrario, no se expresa opinión respecto a la 

cuenta de resultados y cuadro de financiamiento del ejer- 
cicio 1983, debido a la sensible influencia que sobre am- 
bos estados financieros tienen las dos salvedades anterior- 
mente expuestas. 

En notas a los estados financieros, el informe de audi- 
toría sefiala que esta se ha realizado en base a libros de 
contabilidad auxiliares, ya que la contabilidad oficial sólo 
estaba cumplimentada hasta el 31 de diciembre de 1982. 
Asimismo, se indica que la Sociedad tenía un patrimonio 
neto inferior a dos tercios del capital social, por lo que se 
hallaba incursa en lo dispuesto por el artículo 99 de la 
Ley de Sociedades Anónimas, según el cual u La reducción 
de capital tendrá carácter obligatorio para la Sociedad 

PRESA NACIONAL PARA EL DESARROLLO DE LA IN- 

cuando las perdidas hayan disminuido su haber por de- 
bajo de las dos terceras partes de la cifra de capital so- 
cial y hubiese transcurrido un ejercicio social sin haberse 
recuperado el patrimonio,. 

Del análisis técnico del mencionado informe de audito- 
ría se deducen las siguientes 

CONCLUSIONES 

La Sociedad PRIOALIMENTOS D’ARACO (FRIDARA- 
GO) está infringiendo lo dispuesto por el artículo 43 del 
Código de Comercio, al no tener actualizados los libros de 
su contabilidad oficial, sin que de dicha infracci6n se pue- 
da deducir que se origine cualquier forma de menoscabo 
de los caudales o efectos públicos, respecto a la respon- 
sabilidad contable definida por el artículo 38 de la 
Ley 211982, de 12 de mayo, Orgánica del Tribunal de 
Cuentas. 

Referente a la aplicación a la Sociedad de lo dispuesto 
por el artículo 99 de la Ley de Sociedades Anónimas, s610 
incurrirán en responsabilidad los administradores, si 
transcurrido un ejercicio sin haberse recuperado el patri- 
monio social, no adoptaren un acuerdo que restablezca el 
equilibrio entre aquél y el capital de la Sociedad, median- 
te la reposición o reducción de este último. 

La carencia de contabilidad analítica sólo priva a la Di- 
rección de la Sociedad de un eficaz medio auxiliar de ges- 
tión, toda vez que la Orden del Ministerio de Hacienda 
de fecha 1 de agosto de 1978, que aprobó esta parte del 
Plan General de Contabilidad, declaró voluntaria su apli- 
cación, salvo casos concretos en que se disponga otra cosa. 

Madrid, 30 de enero de 1986.-EI Presidente del Tribu- 
nal de Cuentas, José María Femández Pida. 

A LA SECCION DE FISCALIZACION 

EL FISCAL, en relación con el Informe Técnico de la Au- 
ditoría de la Sociedad FRIOALIMENTOS D‘ARA- 
GO, S. A,, realizado a requerimiento de la Comisión Par- 
lamentaria de Investigación de los Partidos Políticos y 
otros extremos, número 288185 de esta Fiscalía, dice 

Que está conforme con el informe y conclusiones reali- 
zado por el Departamento de Sociedades Estatales de este 
Tribunal. 

En el mismo no se aprecian indicios de responsabilidad 
contable. 

Madrid, 23 de octubre de 1985. 

Excmo. Sr.: 

Este Servicio Jurídico del Estado ha examinado el In- 
forme Técnico de la Sociedad Frioalimentos D’Ara- . 
go, S. A. (Fridarago) en cumplimiengo del requerimiento 
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formulado al Tribunal de Cuentas por la Comisión Parla- 
mentaria de Investigaclón de la Financiación de los Par- 
tidos Polfticos y otros extremos, del cual resulta: 

Que por parte de este Servicio nada hay que objetar al 
referido Informe Técnico, sin que del mismo aparezcan in- 
dicios racionales de la existencia de responsabilidad con- 
table. 

Lo que antecede es cuanto tengo el honor de informar 
a V. E., quien, no obstante, acordará. 

Madrid, 30 de octubre de 1985. 

25 1/000040 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el 

elaborado por el Tribunal de Cuentas sobre la fiscaliza- 
ción realizada a la Empresa Nacional del Gas, S. A., apro- 
bado sin modificaciones por la Comisión Mixta para las 
Relaciones con el Tribunal de Cuentas al no haberse pre- 
sentado propuestas de Resolución sobre el mismo 
(25 1/000040). 

BOLETfN OFICIAL DE LAS CORTES GeNERALES del Informe 

Palacio del Congreso de los Diputados, 22 de octubre 
de 1987.-P. D., El Secretario General del Congreso de los 
Diputados, LUIS María Cazorla Prieto. 

La Comisión Parlamentaria de Investigación de los Par- 
tidos Políticos y otros extremos, del Congreso de los 
Diputados, en su sesión del día 10 de abril de 1985, acor- 
dó requerir del TRIBUNAL DE CUENTAS la emisión de 
un Informe técnico, en los términos del artículo 12.2 de 
la Ley Orgánica 211982, de 12 de mayo, sobre las audito- 
rías remitidas por el Gobierno a dicha Cámara. 

En cumplimiento del expresado requerimiento, el PLE- 
NO de este Tribunal ha acordado, en sesión celebrada el 
día 30 de enero de 1986, elevar AL CONGRESO DE LOS 
DIPUTADOS el presente Informe técnico, deducido del 
examen del Informe de auditoría de la Sociedad Estatal 
EMPRESA NACIONAL DEL GAS, S .  A. (ENAGAS), 1983. 

ANTECEDENTES Y S U  CONSIDERACION 

El Informe de auditoría arriba mencionado se refiere al 
ejercicio de 1983. Ha sido realizado por la Intervención 
General de la Administracióndel Estado (IGAE), y el mis- 
mo se ha limitado a estudiar las partidas integrantes de 
la Cuenta de Pérdidas y Ganancias para analizar y cuan- 
tificar el importe de las pérdidas del ejercicio de 1983 que 

. habrían de ser subvencionadas por el Estado a través de 
créditos extraordinarios. 

Para emitir su Informe, la IGAE ha partido del Informe 
llevado a cabo por la firma privada de auditoría Arthur 
Andersen y Compañía, referido a los Estados Financieros 
de ENAGAS a 31 de diciembre de 1983. 

El Informe emitido por la referida firma resalta las si- 
guientes incertidumbres en orden a determinar la razo- 
nabilidad de los Estados Financieros de ENAGAS en la ci- 
tada fecha: 

1. La Sociedad se cuestionó en 1983 la recuperabili- 
dad de la inversibn financiera efectuada en la adquisición 
anterior de acciones de la empresa Société d'Etudes de 
Gasoduct de la Mediterranée Occidentale (SEGAMO),epor 
un importe de 571 millones de pesetas, dada la posible in- 
viabilidad del proyecto que constituye el objeto social de 
la misma y que se refiere a la construccibn de un gaso- 
ducto submarino que uniera Argelia con Francia a través 
de España. 

2. El contrato de suministro de gas suscrito en 1975 
entre ENAGAS y la Sociedad argelina SONATRACH pre- 
vé el retiro y posterior pago de aquélla a ésta de unos im- 
portes mínimos de termias, con independencia de su real 
consumo, por parte de la Sociedad compradora. Los im- 
portes reclamados, por este concepto, por SONATRACH 
a ENAGAS ascienden a un total de 1.289 millones de dó- 
lares USA, al 31 de diciembre de 1983, que ENAGAS no 
ha contabilizado, por estar pendiente el acuerdo a que se 
llegue ente los Gobiernos español y argelino. Por otra par- 
te, ENAGAS no ha contabilizado las revisiones de precio 
de compra desde 1981, por la misma razón antes apun- 
tada. 

3. Existe un riesgo para la Sociedad derivado de las 
diferentes interpretaciones que se puedan dar a la norma- 
tiva fiscal aplicable a las operaciones de la Sociedad, oca- 
sionadas por futuras inspecciones. El Informe de la IGAE 
en poder de este Tribunal no especifica a qué tipo de ries- 
gos se hace referencia. 

4. La recuperación de los importes invertidos en In- 
movilizado dependerá, bgicamente, del éxito de las ope- 
raciones futuras o de que, en su defecto, se obtengan sub- 
venciones para cubrir las pérdidas que se incurran y de 
seguir ampliando el capital de la Sociedad. 

Por lo que se refiere a la cuantificacion de las pérdidas 
subvencionables de ENACAS correspondientes al ejerci- 
cio de 1983, la IGAE establece los siguientes ajustes: 

1. La Sociedad contabilizó en 1983, en concepto de 
amortizacibn del Inmovilizado Material, un total de 2.142 
millones de pesetas, aplicando unos coeficientes de amor- 
tizacibn que la IGAE considera excesivos, por lo que pro- 
pone una reducción en las pérdidas subvencionables, por 
este concepto, de 159,6 millones de pesetas. 

2. La Sociedad provisionó en 1983 un importe de 
114,2 millones de pesetas, como posible pérdida en la in- 
versión en acciones de la empresa SEGAMO, que la IGAE 
estima improcedente, hasta que no se liquide dicha em- 
presa y se conozca con exactitud el valor de la par- 
ticipación. 
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3. La Sociedad contabilizó en 1983, en concepto de 
amortizaci6n de los gastos de primer establecimiento, un 
importe, que la IGAE estima excesivo en 186,4 millones 
de pesetas, por entender que parte de los citados gastos 
deberfan haberse incorporado al coste del Inmovilizado 
Material (gasoducto), al que se le aplica un coeficiente de 
amortizaci6n inferior que a los gastos de primer es- 
tablecimiento. 

4. De las provisiones para insolvencias contabilizadas 
por la Sociedad en ejercicios anteriores y no admitidas 
por la IGAE como pérdidas subvencionables en los res- 
pectivos ejercicios, se han ratificado como pérdida cier- 
tas en 1983 un total de 629,8 millones de pesetas, que se 
estiman como pérdidas subvencionables a este último 
ejercicio. 

5. La Sociedad contabilizó como pérdida de 1982 un 
importe de 1,542 millones de pesetas, al dar de baja, por 
inviable, la inversión acumulada en la ejecución de unos 
almacenamientos subterráneos de gas que denomina 
*Proyecto Iglesias*. La IGAE interpretó, en este ejercicio, 
que esta pérdida debía deferirse a cuatro años, por lo que 
consideró como pérdida subvencionable tan sólo un 25 
por ciento de la cifra consignada. Consecuente con este 
criterio, en 1983 propone incrementar la pérdída subven- 
cionable en el 25 por ciento correspondiente, que sería un 
importe de 385,s millones de pesetas, si bien en el Infor- 
me de la IGAE se cuantifica en 338,7 millones de pesetas. 

En resumen, el importe de las rectificaciones propues- 
tas por la IGAE a los efectos de la cuantificación de las 
pérdidas subvencionables de ENAGAS para el ejercicio 
de 1983, según lo recogido en los anteriores apartados, se- 
ría de 508,3 millones de pesetas. 

Menor (Mayor) 
Pérdida subveqcionable 
(En millones de peseta@) 

1) .......................... 159,6 
2) .......................... 114,2 
3) .......................... 186,4 
4) .......................... (629,8) 
5) .......................... (338,7) 

Total ..................... (508,3) 

CONCLUSIONES' 

Del análisis técnico del Documento mencionado se de- 
duce, por una parte, una serie de incertidumbres respec- 
to a la recuperabilidad de ciertos activos y a la cuantifi- 
caci6n de pasivos comerciales y fiscales y, por otra, un in- 
cremento de 508,3 millones de pesetas en las pérdidas de 
la Saciedad, a subvencionar por el Estado, correspondien- 
tes al ejercicio de 1983. 
Con independencia del carácter de subvencionables o 

no de las pérdidas de ENAGAS correspondientes al ejer- 

cicio de 1983, extremo sobre el que este Tribunal no se 
pronuncia, se estima, al igual que se puso de manifiesto 
en el Informe técnico de fiscalización correspondiente al 
Informe de Auditoría de la IGAE para el ejercicio de 1982, 
que se ha producido una grave negligencia de típo geren- 
cial en el caso del uProyecto Iglesias,, ya que no parece 
razonable calificar de *inviable* un proyecto cuando se 
han invertido en el mismo 1.542 millones de pesetas, 
como es el caso que nos ocupa. Una prudente administra- 
ción exige la realización de estudios técnicos y económi- 
cos antes de emprender una inversión de este importe. 

Madrid, 30 de enero de 1986.-El Presidente del Tribu- 
nal de Cuentas, Jod María Fernández Pírla. 

A LA SECCION DE ,FISCALIZACION 

EL FISCAL, en relación con el Informe Técnico de la Au- 
ditoría de la Sociedad Empresa Nacional del Gas, S, A., 
correspondiente al Ejercicio de 1983, realizado a requeri- 
miento de la Comisión Parlamentaria de Investigaci6n de 
los Partidos Politicos y otros extremos, número 287185 de 
esta Fiscalía, dice: 

Que está conforme esencialmente con el informe reali- 
zado por el Departamento de Sociedades Estatales de este 
Tribunal, pero no así con las conclusiones relativas al 
*Proyecto Iglesias*, ya que esta Fiscalía carece de elemen- 
tos para enjuiciar lo realizado y, posiblemente, se trate 
de una decisi6n empresarial ajena a la competencia de 
este Tribunal. 

Del Informe Técnico analizado no aparecen elementos 
determinantes de responsabilidad contable. 

Madrid, 23 de octubre de 1985. 

Excmo. Sr.: 

Este Servicio Jurldico del Estado ha examinado los In- 
formes Técnicos de las Auditorías de la Empresa Nacio- 
nal del Gas, S. A. (Enagás), correspondientes a los ejerci- 
cios de 1982 y 1983, en cumplimiento del requerimiento 
formulado al Tribunal de Cuentas por la Comisión Parla- 
mentaria de Investigación de la Financia.ción de los Par- 
tidos Políticos y otros extremos, siendo del siguiente 
parecer: 

Ciertamente ambos Informes Técnicos afloran una se- 
rie de anomalías e irregularidades en la contabilidad y en 
las actuaciones de Enagás, que aun cuando dados 1- tér- 
minos del Informe se expresan con una cierta ambigüe- 
dad, pudieran de suyo implicar la existencia de graves 
responsabilidades contables. 

Por ello, el Letrado del Estado es del parecer que en me- 
rito al contenido de loa mencionados Informes Técnicos 
resulta procedente qiw por este Tribunal se lleve a térmi- 
no una Fiscalización en profundidad de la actividad eco- 
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nómico-financiera de Enagás durante los ejercicios cita- 
dos, con objeto de poder clarificar a trvés de ella la posi- 
ble existencia de responsabilidades contables y, en su 
caso, el menoscabo habido en los fondos públicos. 

Lo que antecede es cuanto tengo ei honor de informar 
a V. E., quien, no obstante, acordará. 

2511oooO29 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el 
BOLET~N OFICIAL DE ws CORTES GENERALES de la Resolu- 
ción adoptada por la Comisión Mixta para las Relaciones 
con el Tribunal de Cuentas sobre la fiscalización efectua- 
da por ese Alto Tribunal al Banco de Crédito Agrlcola, as1 
como el Informe correspondiente (25 1/000029). 

Palacio del Congreso de los Diputados, 22 de octubre 
de 1987.-P. D., El Secretario General del Congreso de los 
Diputados, Lulr María Cazorla Prieto. 

RESOLUCION APROBADA POR LA COMISION MIXTA 
PARA LAS RELACIONES CON EL TRIBUNAL DE 
CUENTAS EN RELACION CON EL INFORME REMITI- 
DO POR ESE ALTO TRIBUNAL SOBRE LA FISCALIZA- 
CION REALIZADA AL BANCO DE CREDITO AGRICOLA 

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal 
de Cuentas, en su sesión del día 20 de octubre de 1987, a 
la vista del Informe remitido por ese Alto Tribunal sobre 
la fiscalización realizada al Banco de Crédito Agrícola, 

A C U E R D A :  

1. La Comisión estima adecuadas: 

a) La constitución del Grupo Asociado de Cajas Rura- 
les y el Plan de lanzamiento para las mismas, el primero 
autorizado por el ICO, el Consejo de Ministros y acorda- 
do por el Consejo de Administración del Banco, al ampa- 
ro del número 8 del AA." 26 de los Estados Sociales, y el 
2." acordado el 25-4-83 por la Comisión Delegada del Go- 
bierno para Asuntos Económicos, por suponer ambos pro- 
cesos un reforzamiento indudable de la estructura de fi- 
nanciación del Sector Agrario. 

b) La adquisición de la Caja Rural Nacional y la Cen- 
tral de Caja Rurales, mediante acuerdos del Consejo de 
Administración del Banco de Crédito Agrícola, en sus se- 
siones de 31-5 y 26-6 de 1984, por entender que, a pesar 
de la complejidad de tales procesos, supusieron un nuevo 
cambio cualitativo de la actividad del Banco de Crédito 
Agrlcola y un elemento decisivo de clarificación de la fi- 
nanciación de las actividades agrarias. 

2. La Comisión considera que Ia organización conta- 
ble del Banco de Crédito Agricola responde a las necesi- 
dades de informaci6n externa e interna, sirviendo como 
instrumento de gestión y permitiendo examinar la ges- 
tión del Banco de Crédito Agrícola. 

3. Se insta al Gobierno para que reelabore un texto 
nuevo actualizado de la Instrucción de Mecánica Opera- 
toria del ICO que se adecue a los niveles de desarrollo al- 
canzado por la normativa legal en materia de conta- 
bilidad. 

4. Se insta al Gobierno para que aborde la problemá- 
tica de La falta de adaptación de los Programas de Actua- 
ción, Inversiones y Financiación (PAIF) a la actividad eco- 
nómica financiera del Banco de Crédito Agrícola. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 21 de octubre 
de 1987.-El Presidente de la Comisión, Ciriaco de Vicen- 
te Martín-El Secretario primero de la Comisión, Angel 
García Ronda. 

EL PLENO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS, en el ejer- 
cicio de su función fiscalizadora, establecida por los ar- 
tfculos 2, a), y 21.3, a), de la Ley Orgánica de 12 de mayo 
de 1982, y dentro de ella en cumplimiento de los articu- 
los 9, 12.1 y 14.1 de la misma disposición, en relación con 
los resultados de la fiscalización selectiva realizada al 
Banco de Crédito Agrícola, S. A,, en base a las cuentas de 
los ejercicios económicos 1981, 1982, 1983 y 1984, 

Ha acordado, en sesión celebrada el dla 17 de marzo 
del corriente año, la formulacidn del presente 

INFORME A LAS CORTES GENERALES 

y su publicación en el aBoletfn Oficial del Estado», rela- 
tivo a los resultados de la fiscalización al Banco, de Cré- 
dito Agrícola. 

1. ANTECEDENTES Y SU CONSIDERACION 

1.1. Marco legal y funciones 

El Decreto-Ley 3211962, de 20 de julio, creó el Banco de 
Crédito Agrícola como continuación del antiguo Servicio 
Nacional de Crédito Agrícola. Posteriormente, la Ley 
1U1971, de 19 de junio, sobre Organización y Régimen 
del Crédito Oficial, derogó de forma expresa aquella nor- 
ma, determinando que el Banco, junto con el resto de las 
Entidades Oficiales de Crédito, adoptase la forma jurídi- 
ca de Sociedad Anónima, ostentando el Estado la titula- 
ridad de la totalidad de las acciones. 

El artfculo 25 de la citada Ley 1311971 establece el ré- 
gimen normativo básico aplicable al Banco. Este se rige 
por las normas de la Ley de Régimen Jurídico de las So- 
ciedades Anónimas, por los Estatutos Sociales, aprobados 
por el Consejo de Ministros en reunión celebrada el 3 de 
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diciembre de 1971, y por las normas especiales conteni- 
das en la propia Ley 1311 97 1. 

Por otra parte, existen determinadas normas aplicables 
a aspectos concretos de la actividad del Banco, de modo 
que éste, en relación con sus estados financieros, ha de so- 
meterse a la inst~cci6n de Mecánica Operatoria, Conta- 
bilidad y Estadistica del Instituto de Crédito Oficial, en 
adelante ICO, así como, con carácter general, a las diver- 
sas Comunicaciones emandas de este Organismo, al que 
la Ley de 19 de junio de 1971 encomienda la función de 
coordinación, control e inspección de las Entidades Ofi- 
ciales de Crédito. La programación de la actuación del 
Banco está regulada en el artículo 87 de la Ley General 
Presupuestaria y, en cuanto a la recuperaci6n de los prés- 
tamos concedidos, puede utilizar el procedimiento admi- 
nistrativo de apremio, según establece el Decreto 
977/1971, de 7 de mayo. 

El Presidente del Consejo de Administración del Ban 
co, que ostenta las necesarias facultades representativas 
y de gestión de la Entidad, es nombrado por el Consejo 
de Ministros a propuesta del Ministro de Economía y 
Hacienda. 

La Entidad, según la mencionada Ley de Crédito Ofi- 
cial y sus propios Estatutos, tiene por objeto la realiza- 
ción de las funciones atribuidas por aquella disposición, 
en orden a la financiación de las actividades agrarias y,  
en especial, la concesión de préstamos a empresarios, per- 
sonas físicas o jurídicas, y a Entidades colectivas de ca- 
rácter agrario, destinados a inversiones que se dirijan a 
la creación, conservación y mejora de la riqueza agrlcola, 
forestal o ganadera y de sus medios de producción o a la 
instalación y perfeccionamiento de industrias agrícolas, 
forestales o pecuarias. Asimismo, la Entidad se hará car- 
go de aquellas líneas de crédito atribuidas o que puedan 
atribuirse por el Gobierno. 

Hasta el 21 de febrero de 1986, fecha en que ya se en- 
contraba avanzada la presente fiscalización, el Consejo de 
Ministros no acordó modificar los Estatutos del Banco, 
ampliando su objeto social. Sin embargo, el Banco habla 
realizado con anterioridad una serie de operaciones, de- 
rivadas del Acuerdo Marco por el que se constituye el Gru- 
po Asociado y del Plan de Saneamiento de las Cooperati- 
vas de Crédito, sin que tuvieran amparo estatutario. 
Por lo que respecta a su financiación, y según lo dis- 

puesto en la Ley sobre Organización y Régimen del Cré- 
dito Oficial, la Entidad dispondrá esencialmente de las 
dotaciones que, con carácter de préstamos con interés, le 
asigne el ICO, as1 como de sus recursos propios y de los 
que obtenga de la emisión de cédulas agrarias. 

1.2. Ambito, objetivos y limitaciones de la fiscalización 

La fiscalización selectiva a que se refiere este Informe 
abarca los ejercicios económicos 1981, 1982, 1983 y 1984, 
dedicando especial atención al análisis de los siguientes 
puntos: Actividad del Banco y Organización contable, In- 
versiones, Financiación, Gastos, Ingresos y Resultados. 

Las tareas de comprobación en la sede de la Entidad se 
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han visto limitadas por las deficiencias que presenta la or- 
ganización contable del Banco (descritas posteriormente 
y que representan una dificultad considerable para' los 
trabajos de revisión y auditorla), as1 como por el apoyo 
prestado por la Entidad y los medios puestos a disposi- 
ción del equipo del Tribunal, que no han sido los óptimos. 

La conjunción de las circunstancias citadas ha condi- 
cionado el hmbito de las comprobaciones, la profundidad 
del examen de áreas y hechos comprobados y el ritmo de 
los trabajos de verificación. 

1.3. Actividad del Banco 

Antes de realizar una descripción de la actividad gene- 
ral del Banco de Crédito Agrícola durante el pertodo que 
abarca esta fiscalización, es necesario hacer referencia a 
tres hechos que la han caracterizaáo y a las consecuen- 
cias que han provocado sobre la misma. Se trata de la des- 
centralización del Banco, la constitución del Grupo Aso- 
ciado entre e1 Banco y las Cajas Rurales y la incorpora- 
ción al Banco de los activos y pasivos, as1 como del per- 
sonal empleado proveniente de la Caja Rural Nacional y 
de la Central de Cajas Rurales. 

1.3.1, La descantralización 

La descentralización del Banco ha consistido en el es- 
tablecimiento y apertura de sucursales y agencias técni- 
cas. La autorización para la instalación de sucursales del 
Banco se produce por Orden Comunicada del Ministerio 
de Economla de 15 de febrero de 1980, que autorizaba la 
creación de las citadas sucursales en Sevilla, Las Palmas 
de Gran Canaria, Santa CNZ de Tenerife y Santiago de 
Compostela, a la vez que derogaba las Ordenes Ministe- 
riales de 22 de junio y de 27 de agosto de 1974, por las 
que se habían creado los Consejos Territoriales del Cré- 
dito Oficial en las mismas localidades. Por su parte, la au- 
torización para el establecimiento de agencias técnicas se 
inicia por Orden Ministerial del Ministerio de Economla 
y Hacienda de 30 de abril de 1982 en la que se autoriza 
la apertura de siete agencias técnicas en las localidades 
de Granada, Mérida, Valencia, Lérida, Zaragoza, Vallado- 
lid y Alcázar de San Juan. Posteriormente, se realiz6 una 
ampliaci6n consistente en la instalación de cuatro nuevas 
agencias ubicadas en Estella, Murcia, Palma de Mallorca 
y Llanes, habiendo sido esta iiltima clausurada en el 
año 1984. 

El proceso de descentralización pretendía potenciar la 
eficacia de la gestión y funcionamiento del Banco enca- 
minada al mejor logro de su objeto social, acercando sus 
estructuras a los centros agrícolas de mayor interés, en 
un intento de facilitar la promoción de la financiación de 
las inversiones a la vez de desempefiar una labor de asis- 
tencia, asesoramiento y consejo a los peticionarios de los 
créditos, junto a la inspección, seguimiento y control re- 
lativos a los mismos, según establecía la Orden Ministe- 
rial de 30 de abril de 1982 anteriormente citada. 
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La descentralización llevada a cabo por el Banco per- 
mite ser analizada desde una doble perspectiva, que 
atienda, en primer lugar, a la oportunidad en la elección 
de las localidades donde han sido instaladas las diversas 
sucursales y agencias técnicas y, en segundo lugar, a la 
constatación de la influencia real que ha tenido el proce- 
so descentralizador en la gestión y funcionamiento de la 
Entidad en relación con su objeto social, determinando el 
impulso que dicho proceso ha supuesto para la demanda 
de créditos del Banco y para las concesiones de los 
mismos. 

En relación con la primera de las cuestiones enuncia- 
das, la oportunidad en la elección de las sedes de sucur- 
sales y agencias técnicas, es necesario realizar una clara 
distinción entre unas y otras. Se ha comprobado que la 
decisión adoptada respecto a la ubicación de las sucursa- 
les no se adecua a la distribución territorial de los crédi- 
tos que presentaba el Banco. Asf, si se parte del ámbito 
de la respectiva competencia territorial (que es el territo- 
rio de las ocho provincias andaluzas para la sucursal de 
Sevilla, el de las cuatro provincias gallegas para la de 
Santiago de Compostela y el de su respectiva provincia 
para las de Santa CNZ de Tenerife y Las Palmas de Gran 
Canaria) se observa que en el aiio 1980, ejercicio en el que 
comienza el funcionamiento de las sucursales, el ámbito 
territorial abarcado por todas ellas se correspondía con 
el 37 por ciento del número total de créditos directos con- 
cedidos por el Banco, quedando por tanto el 63 por cien- 
to restante sin la cobertura prestada por los servicios de 
las sucursales. Además, estos datos son más significativos 
si se consideran individualizadamente, dado que, por 
ejemplo, el territorio competencia de Santiago de Com- 
postela participaba en el año 1980 tan sólo en un 1,3 por 
ciento del número total de créditos concedidos y, por su 
parte, los territorios abarcados por las dos sucursales de 
Canarias se correspondían únicamente con el 1 por cien- 
to de la totalidad de créditos concedidos, según se obser- 
va en el cuadro número 1. Estas cifras denotan que la elec- 
ción de las respectivas sedes no obedeció a las necesida- 
des de la gestión de la actividad social. Las sucursales son 
instaladas en los antiguos locales de los extinguidos Con- 
sejos Territoriales del Instituto de Crédito Oficial, lo que 
indica, de acuerdo con lo anteriormente expuesto, que la 
direccibn seguida por el proceso descentralizador del 
Banco, en esta primera fase, respondió a criterios no es- 
tric tamen te económicos. 

La segunda fase del proceso descentralizador consiste 
en el establecimiento de las agencias técnicas, ubicadas 
en las localidades antes citadas y que comienzan a fun- 
cionar durante el ano 1983. Si se parte, también en este 
caso, del ámbito de la competencia territorial de las agen- 
cias, se observa que entre éste y el de las sucursales se 
abarcan las cincuenta provincias españolas y, por tanto, 
la totalidad de los créditos concedidos por el Banco, lo 
que indica que, en esta segunda fase, ya existe una mayor 
generalización en el proceso descentralizador, respon- 
diendo máca criterios de racionalidad económica, a pe- 
sar de que la distribución del número de créditos entre 
los iwpectivos territorios abarcados por las sedes descen- 

tralizadas del Banco resulta bastante desigual, puesto que 
mientras existen sedes cuyos territorios abarcan el 25 por 
ciento de los créditos del Banco, existen otras en las que 
el territorio respectivo mantiene el 1,3 por ciento o el 0,6 
por ciento de la misma magnitud, caso de Asturias o Ba- 
leares, respectivamente, si bien en este último caso el he- 
cho insular juega un papel condicionante. 

Examinada la evolución seguida por la demanda de cré- 
ditos, por la concesión de los mismos y por la inversión 
crediticia, a efectos de comprobar, a nivel global, la in- 
fluencia real de la descentralización del Banco en la ges- 
tión de su actividad crediticia, durante el periodo que se 
analiza y con independencia de la influencia de múltiples 
variables sobre aquellas magnitudes, no puede afirmarse 
que la descentralización haya significado un impulso para 
la inversión crediticia de la Entidad; si bien, cabe objeti- 
vamente considerar que la existencia de las sedes se ha 
traducido en una mayor comodidad para los solicitantes 
de los créditos, así como en una ampliación de las posi- 
bilidades de control e inspección sobre los mismos. 

1.3.2. Constitución del Grupo Asociado 

El día 19 de julio de 1933 tuvo lugar la suscripción, por 
parte del Banco y sesenta y nueve Cajas Rurales (poste- 
riormente se adhirieron otras diez Cajas), del Acuerdo 
Marco por el que se constituye un G N ~ O  Asociado con las 
finalidades, según establece el preámbulo del citado 
Acuerdo Marco, de mejorar los canales financieros que 
atienden al agricultor, cooperativas e industrias agrarias, 
dotar de mayor solidez al conjunto de entidades crediti- 
cias al servicio del medio rural, garantizar la independen- 
cia de las Cajas Rurales y descentralizar el crédito oficial 
mediante la creciente canalizacibn de sus fondos a través 
de dichas Cajas. 

El Grupo Asociado constituido se caracteriza por tener 
carácter voluntario para sus integrantes, por prever la fir- 
ma de Convenios Individuales de Asociacibn, en el plazo 
de seis meses, entre el Banco y cada Caja asociada y por 
asumir el Banco el compromiso de implantar progresiva- 
mente los servicios financieros comunes al Grupo. Asimis- 
mo, se previó la existencia de unos Fondos que las Cajas 
Rurales han de constituir y depositar en el Banco. Estos 
Fondos son el de Iliquidez, el de Reserva para la Previ- 
sión de Riesgos de Insolvencia, así como un porcentaje de 
su Tesorería. 

La cláusula sexta del Acuerdo Marco determina que las 
Cajas constituirán y depositarán en el Banco un Fondo de 
Iliquidez por un importe del 2,50 por ciento de los pasi- 
vos computables a efectos del coeficiente de caja a que se 
refiere la Orden Ministerial de 4 de diciembre de 1980. 
Por su parte, en función de la cláusula séptima, las Cajas 
constituirán y liquidarán en el Banco el Fondo de Reser- 
va para la Previsión de Riesgos de Insolvencia a que alu- 
de el Decreto 2860í1978. Finalmente, y según la cláusula 
décima, las Cajas depositarán en el Banco un 25 por cien- 
to, como mínimo, de su Tesorería computada semanal- 
mente, de acuerdo con las normas contenidas en el apar- 
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tado segundo de la Circular 1011981 del Banco de España. 
En cumplimiento de estas cláusulas, las Cajas han ido 

depositando en el Banco los importes de los respectivos 
Fondos de modo que, el 31 de diciembre de 1984, los de- 
pósitos del Fondo de Iliquidez constituidos en el miimo 
ascendían a 1.699,2 millones de pesetas, los correspon- 
dientes al Fondo de Reserva para Riesgos de Insolvencia 
alcanzaban lacifra de 2.762,2 millones de pesetas y los de- 
pósitos correspondientes a la Tesorería de las Cajas repre- 
sentaban 65.624 millones de pesetas. En conjunto, por es- 
tos tres conceptos, se encontraban depositados en el Ban- 
co, al final del ejercicio 1984, 70.085,4 millones de pese- 
tas. Estos Fondos sirven para atender, por parte del Ban- 
co, determinadas necesidades financieras de las Cajas Ru- 
rales asociadas, en las condiciones establecidas en los 
Acuerdos Individuales de Asociacibn y en el Reglamento 
de los Fondos de Iliquidez y Reserva para la Previsibn de 
Riesgos de Insolvencia, previéndose la existencia, dentro 
del Grupo de un Comité Paritario de Tesorería y de una 
Comisión Asesora de los Fondos de Iliquidez y de Reser- 
va de insolvencia. Por otra parte, en la medida en que los 
depósitos afectos a dichos Fondos no sean utilizados para 
el cumplimiento de sus fines específicos, se emplearán por 
parte del Banco en cualquier otro destino que asegure la 
rentabilidad adecuada de los remanentes. Finalmente, 
está previsto para todos los Fondos que, una vez cuanti- 
ficados los rendimientos debidos a cada uno de ellos, se 
proceda a su reparto en proporción a la participación de 
cada Caja en cada uno de los Fondos. Este reparto será 
anual para los de Iliquidez y Reserva, y mensual para el 
de Tesorería. 

En definitiva, la existencia de estos Fondos representa 
un cambio cualitativo en la actividad del Banco, así como 
una modificación cuantitativa de su estructura económi- 
ca. Desde el punto de vista de la actividad de la Entidad, 
ésta pasa a desempeñar determinadas funciones, como es 
el qaso de la inversión de este volumen de depósitos, o la 
atención de las necesidades para las que se constituyen 
los mismos. Cabe destacar en este sentido, una vez más, 
que los Estatutos Sociales no se modificaron hasta el 21 
de febrero de 1986. Desde un prisma estrictamente cuan- 
titativo, la existencia de estos Fondos representa un pasi- 
vo para el Banco, a la vez que su materialización consti- 
tuye un activo para la Entidad y,  en ambos casos, por el 
importe anteriormente sehalado de 70.085,4 millones de 
pesetas a 31 de diciembre de 1984, lo que ha significado 
un aumento del volumen del activo total del Banco en un 
28 por ciento respecto al que poseía al final de 1983. 

Por otra parte, la Comisi6n Delegada del Gobierno para 
Asuntos Económicos, en su reunión del 25 de abril de 
1983, acordó que el Presidente de la Comisi6n Interminis- 
terial para el Estudio de la Problemática Financiera del 
Cooperativismo Agrario y del Crédito Rural, cargo que re- 
cayó en el Presidente del Banco, presentase las propues- 
tas más convenientes en orden al saneamiento de las Ca- 
jas Rurales en dificultad. En base a este Acuerdo, se ela- 
boró un Plan de Saneamiento que preveía la concesión de 
unas ayudas a las Cajas en crisis por importe de 51.533,3 
millones de pesetas, que se repartían del siguiente modo: 

7.370,4 millones de pesetas en activos a adquirir por el 
Fondo de Garantía de Depósitos en Cooperativas de Cré- 
dito y el resto;44.162,9 millones de pesetas, en préstamos 
a las Cajas, correspondiendo 34.972,l millones de pesetas 
a préstamos del Fondo sin devengo de interés y 9.190,8 
millones de pesetas a préstamos de los Consorcios de Ca- 
jas Rurales devengando un 8 por ciento de interés. A su 
vez, el Plan de Saneamiento autorizaba a la Presidencia 
del Banco de Crédito Agrícola, en sus apartados 1 : y 32, 
a modificar los importes de ayudas correspondientes a 
cada Caja sin que quedaran afectados los importes to- 
tales s 

El 5 de diciembre de 1985 el equipo fiscalizador solici- 
tó al Banco confirmación sobre la utilización de la auto- 
rización citada y, en caso positivo, comunicación de los 
importes modificados, las Cajas afectadas y las causas que 
motivaron las modificaciones. Dicha peticibn debió reite- 
rarse en dos ocasiones posteriores, hasta que fue cumpli- 
mentada en la forma debida el 24 de marzo de 1986. De 
la ipformación suministrada, se desprende la existencia 
de Cajas en las que se aumentb el importe del préstamo 
a recibir por encima del 400 por cien de la cifra inicial y 
otras en que se disminuyó hasta resultar inferior al 30 por 
ciento del importe por el que figuraban en el Plan de Sa- 
neamiento inicial. La Entidad en alegaciones manifiesta 
que el análisis de las diferentes situaciones, con el trans- 
curso del tiempo, origin6 las variaciones de las ayudas 
que se sedalan, asf como que éstas han favorecido los ob- 
jetivos de conjunto propuestos en el Plan de Saneamiento. 
Por otra parte, en el citado Plan se encomendaba al 

Banco de Crédito Agrícola la ejecución del mismo, así 
como la administración de los préstamos antes referidos. 
En consecuencia, el Plan de Saneamiento de las Cajas Ru- 
rales supone una ampliación de las funciones del Banco, 
que pasa a desempeñar nuevas tareas, sin que se entre en 
este Informe en el análisis de la adecuación del citado 
Acuerdo a las Eunciones atribuidas al Fondo de Garantía 
de Depósitos en Cooperativas de Crédito. Según los datos 
del Balance referido al 31 de diciembre de 1984, en esta 
Entidad existían Depdsitos vinculados a operaciones de 
saneamiento por importe de 37.307 millones de pesetas, 
lo que representaba un 15 por ciento del volumen total 
de activos del Banco al final del año anterior. 

. 

1.3.3. Incorporación de Activos, Pasivos y Personal em- 
pleado procedentes de la Caja Rural Nacional y de 
la Central de Cajas Rurales (en adelante la CRU- 
NA y la CECAR) 

El Consejo de Administración del Banco aprobó, en sus 
sesiones de 31 de mayo y de 26 de junio de 1984, la rea- 
lizaci6n de las operaciones por las cuales el Banco adqui- 
ría los activos y asumía los pasivos de la CRUNA y la CE- 
CAR, respectivamente, así como aceptar la incorporaci6n 
de los empleados provenientes de las citadas Entidades. 
Estos acuerdos del Consejo de Administración del Banco 
obtuvieron la autorización del Consejo General del ICO, 
que tuvo lugar el 6 de junio de 1984 con respecto a la CRU- 
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NA y el 4 de julio de dicho año en relación con la CECAR. 
El proceso que conduce a la realización de las citadas 

operaciones, ast como los términos concretos de los acuer- 
dos que las amparan, la forma en que dichos acuerdos se 
instrumentan por parte del Banco y el modo en que éste 
procede a contabilizar las actuaciones realizadas,'se des- 
criben y analizan en el capítulo 11 del Informe, por lo que 
el presente, y desde la perspectiva de la actividad del Ban- 
co, se dedican a analizar en qué medida las operaciones 
objeto de estudio han incidido en la configuración econó- 
mico-empresarial de la Entidad. 

En este sentido, cabe considerar que las operaciones 
realizadas con la CRUNA y la CECAR han supuesto un 
cambio cuantitativo importante en la dimensión empre- 
sarial del Banco, tanto si ésta se determina en relación 
con el volumen de sus activos como si se realiza con res- 
pecto al nllmero de empleados. 

En concreto, el 31 de diciembre de 1983, el Banco dis- 
ponía de activos por un importe de 246.849 millones de 
pesetas, cifra que, según la información económica y fi- 
nanciera que sirve de base a los acuerdos del Consejo de 
Administración del Banco y a las autorizaciones del ICO, 
aumentaría en 74.583,6 millones de pesetas por los acti- 
vos adquiridos a la CRUNA y en 7.772,3 millones de pe- 
setas por los comprados a la CECAR. En conjunto, los ac- 
tivos incorporados al Banco, procedentes de estas dos En- 
tidades, representarfan un 33 por ciento del volumen de 
los que previamente eran propiedad del mismo. Sin em- 
bargo, parte de estos activos se incorporaron al Banco 
como consecuencia del traspaso al mismo de los Fondos 
del Grupo Asociado, al ser el Banco la cabeza de éste. 

Por otra parte, al final del año 1983, el Banco tenía 339 
empleados y, posteriormente, como consecuencia de los 
acuerdos adoptados, durante el ejercicio de 1984 se incor- 
poraron 113 empleados de la CRUNA y 9 de la CECAR, 
lo que supuso un crecimiento de la plantilla de aquella 
Entidad del 36 por ciento, que con el resto de movimien- 
tos, altas y bajas, en dicho ejercicio, pasó a situarse, a 31 
de diciembre de 1984, en 455 empleados. 

En definitiva, con independencia de los aspectos cuali- 
tativos que pudieran derivarse, la dimensión empresarial 
del Banco ha crecido durante 1984 como consecuencia de 
las operaciones realizadas con la CRUNA y la CECAR, au- 
mentando el volumen de sus activos y de su plantilla. 

1.3.4. La actividad general 

La descripción genérica de los rasgos más sobresalien- 
tes de la actividad del Banco se contiene con carácter pre- 
visional en los Programas de Actuación, Inversiones y Fi- 
nanciación de la Entidad (PAIF) y, con carácter real, en 
la ejecución de dichos Programas. 

En la comprobación, realizada para todos los ejercicios 
del período fiscalizado, de la ejecución por parte del Ban- 
co de Crédito Agrícola de estos Programas (cuya elabora- 
ción anual se impone a las sociedades estatales por el ar- 
tfculo 87 de la Ley General Presupuestaria y cuya estruc- 
tura viene determinada anualmente por OM del Ministe- 

rio de Hacienda) se han puesto de manifiesto desviacio- 
nes que denotan la escasa aproximación entre el diseño 
de la actividad económico-financiera del Banco conteni- 
da en el PAIF y el posterior desarrollo de la misma; cir- 
cunstancia que ha venido observando, reiteradamente, 
este Tribunal en fiscalizaciones realizadas a otras En- 
tidades. 

Con independencia de las desviaciones observadas, el 
estudio de la ejecución de los PAIF permite analizar la 
evolucidn de la actividad del Banco y de sus fuentes de fi- 
nanciación a lo largo del período que abarca la fis- 
calización. 

Así, al estudiar la ejecución del estado de financiación 
de las inversiones del Banco, se observa que en la estruc- 
tura de la financiación anual se ha operado un desplaza- 
miento hacia una mayor iinportancia de los recursos aje- 
nos, que han pasado de representar el 85 por ciento del 
total de recursos en 1981 al 94 por ciento en 1984. A su 
vez, dentro de los recursos ajenos, existe una tendencia a 
una mayor participación de los obtenidos mediante la 
emisión en el mercado de títulos de renta fija, en detri- 
mento de los provenientes del Banco de España y del ICO, 
como se refleja en el cuadro número 2. 

Por su parte, del estudio de las inversiones anuales del 
Banco se desprende, en primer lugar, que las inversiones 
en inmovilizado material son generalmente irrelevantes, 
aunque en 1984 alcanzaron un 2,3 por ciento de la inver- 
sión total, debido, básicamente, a la adquisición de acti- 
vos de este tipo provenientes de la CRUNA y la CECAR. 
En segundo lugar, el capitulo dedicado a reembolsos de 
empréstitos, bonos y préstamos aumentó su participacibn 
relativa en el total de inversiones, pasando del 39 por 
ciento en 1981 al 52 por ciento en 1984. En tercer lugar, 
el capítulo dedicado a variaciones activas y pasivas del 
circulante h a  visto descender su participación en las in- 
versiones del Banco, a lo largo del período fiscalizado. 
Ahora bien, dentro de este capítulo se encuentran artícu- 
los que presentan una situaci6n claramente diferenciada. 
Así, la inversión del Banco en deudas por créditos ha dis- 
minuido su ritmo de crecimiento, tanto en su importe to- 
tal como en términos relativos. Por otra parte, se observa 
que las variaciones por operaciones financieras pasivas y 
por operaciones financieras activas, que incluye la inver- 
sión en Tesorerfa, han aumentado considerablemente, 
dado que mientras que en 1981 representaron 1 .O12 y 968 
millones de pesetas, respectivamente, en 1984 han su- 
puesto 127.194 y 130.077 millones de pesetas, debiéndo- 
se, en gran medida, esta circunstancia a las nuevas fun- 
ciones asumidas por el Banco, como cabeza del Grupo 
Asociado. 

Estas circunstancias determinan el interés de un estu- 
dio más profundo de las grandes líneas de la actividad 
del Banco durante el período de la fiscalización. 

En cuanto al análisis de la actividad crediticia del Ban- 
co, en el ámbito de su objeto social, las cifras expuestas 
reflejan la existencia de una cierta atonía en este área. Por 
otra parte, los créditos concedidos por el Banco respon- 
den básicamente a dos grandes tipos, los créditos norma- 
les, por un lado, y los excepcionales concedidos al ampa- 
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ro del artículo 37 de la Ley 13í1971, reguladora del Cré- 
dito Oficial, que responden a circunstancias extraordina- 
rias, por otro. A su vez, la inversión en créditos del Banco 
en el año 1984 incluye la adquisición que de éstos se rea- 
liza a la CRUNA y a la CECAR, por lo que, para observar 
con mayor precisión la evolución de la actividad crediti- 
cia, se ha procedido a aislar la parte de ésta que respon- 
de a la gestión normal del Banco de aquella que se debe 
a la concesión de créditos excepcionales o a la adquisi- 
ción de créditos previamente otorgados por otras en- 
tidades. 

En este sentido, cabe destacar que la inversión anual 
en créditos normales del Banco ha sufrido un descenso 
considerable puesto que en 1981 era de 17.683 millones 
de pesetas, ascendiendo a 22.310 millones en 1982, des- 
cendiendo a 5.512 millones en 1983, para alcanzar, en 
1984, la cifra de 10.899 millones de pesetas, lo que, aun 
representando un aumento respecto al año anterior, su- 
pone que la inversión anual en créditos del Banco ha des- 
cendido, en dos años, a menos de la mitad. En esta mis- 
ma línea, cabe poner de manifiesto que, mientras en 1981 
se destinaba a la actividad crediticia normal del Banco el 
60 por ciento de su inversión anual, en 1984 únicamente 
el 26 por ciento de dicha magnitud fue invertida en estos 
créditos. Todos estos datos revelan que la actividad de- 
sarrollada en el estricto ámbito del objeto social básico 
de la Entidad, definido en el artículo 2." de sus Estatutos 
Sociales, tiene una importancia progresivamente menor 
dentro de las actuaciones que aquélla realiza. (Cuadro nú- 
mero 3.) Este hecho puede también constatarse desde 
una perspectiva estática, puesto que mientras en el año 
1981 los créditos totales representaban el 97 por ciento 
del volumen total de activos del Balance del Banco, este 
porcentaje ha ido descendiendo en forma constante hasta 
que en el ejercicio 1984, en el Balance de la Entidad, los 
créditos representan, exclusivamente, el 55 por ciento del 
volumen total de activos. 

Estas cifras, junto con las nuevas funciones asumidas 
por el Banco como cabeza del Grupo Asociado, ponen de 
manifiesto la importancia del cambio surgido en la acti- 
vidad operativa de la Entidad durante el período de fis- 
calización, a pesar de no haberse modificado los Estatu- 
tos Sociales hasta el 21 de febrero de 1986. 

Desde el punto de vista de la financiación, se ha expues- 
to con anterioridad la existencia de un inicio de cambio 
en la estructura de sus fuentes, con una progresiva utili- 
zación de la emisi6n de cédulas agrarias para la capta- 
ción de recursos que, en su mayoría, provienen de la sus- 
cripción de los títulos por parte de las Cajas Rurales, mo- 
tivado fundamentalmente por la computabilidad de estas 
cédulas en la cobertura de coeficientes de dichas entida- 
des. En concreto, durante los cuatro ejercicios fiscaliza- 
dos, la Entidad ha obtenido 51.267 millones de pesetas 
por la colocación de sus cédulas. Aunque este procedi- 
miento de obtención de recursos financieros en el merca- 
do de títulos, al margen del cauce representado por la fi- 
nanciación suministrada a través de las dotaciones del 
ICO, cabe considerarle enmarcado dentro de las nuevas 
directrices de financiación del Crédito Oficial, no puede 

dejar de relacionarse con su utilización, es decir, con la 
inversión que de estos recursos ha realizado el Banco, ha- 
bida cuenta del descenso de su actividad crediticia. Así, 
el estudio de las grandes magnitudes de la actividad re- 
vela que, en gran parte, los recursos captados mediante 
la emisión de cédulas agrarias no eran necesarios para fi- 
nanciar la actividad crediticia del Banco, en contra de lo 
que en este sentido manifiesta la propia Entidad en los fo- 
lletos explicativos de las condiciones de los empréstitos. 
Así lo demuestra el análisis conjunto de la evolución de 
los medios financieros a disposición de la Entidad, mer- 
ced a las emisiones de cédulas, y el volumen de la Teso- 
rería de la misma. 

La evolución de la primera magnitud se ha estudiado 
en términos netos, es decir, observando cómo evoluciona 
el saldo de cada emisión (determinado por el total suscri- 
to menos las amortizaciones habidas hasta el momento 
considerado en cada caso) y cómo lo hace, a su vez, la 
suma de los saldos de todas las emisiones. Por su parte, 
el volumen de la Tesorería del Banco se ha analizado una 
vez deducida aquella parte que no es propia, sino que res- 
ponde a la inversión de los depósitos provenientes de los 
Fondos del Grupo Asociado y de los depósitos afectos al 
saneamiento de las Cajas Rurales. Si se observan ambas 
magnitudes y su evolución temporal, según los saldos se 
presenten a fin de cada mes, se comprueba que, en todos 
los casos, la Tesorería del Banco supera el saldo de los re- 
cursos financieros debidos a las cuatro últimas emisiones 
(la cuarta, quinta, sexta y séptima) realizadas en los años 
1982,1983 y 1984. Como se desprende del análisis del cua- 
dro número 4, aun no habiendo tenido lugar la séptima 
emisión, la Tesorería del Banco no habría descendido de 
39.000 millones de pesetas. A su vez, si tampoco se hubie- 
ra producido la sexta emisión, la Tesorería del Banco no 
habría sido inferior a 28.000 millones de pesetas. Si, ade- 
más, no hubieran tenido lugar la quinta y la cuarta emi- 
sión, la Tesorería siempre habría sido superior a 14.000 
y 3.000 millones de pesetas, respectivamente, y, desde 
agosto de 1983, no habría descendido de 12.000 millones 
de pesetas. 

Estos hechos manifiestan que las cuatro emisiones ci- 
tadas, que han supuesto la captación de unos recursos fi- 
nancieros por importe de 35.189 millones de pesetas, no 
eran necesarias para que el Banco pudiera financiar los 
créditos que ha concedido durante el período al que se re- 
fiere la fiscalización. En este sentido, cabe también con- 
siderar que en el año 1983 se generaron por las cédulas 
agrarias unos recursos netos de 27.680 millones de pese- 
tas, cuando la inversión neta en créditos del ejercicio fue 
de 5.512 millones de pesetas (14.534 millones si se inclu- 
yen los créditos excepcionales). Los recursos financieros 
captados mediante la emisión de estos títulos se han he- 
cho corresponder, fundamentalmente, con las inversiones 
en Tesorería del Banco, habiéndose logrado con ello un 
efecto positivo en la cuenta de Resultados debido a la di- 
ferencia entre el coste de captación de los recursos y la 
rentabilidad obtenida a su inversión. Nada se opone a que 
el Banco, antes de mantener recursos ociosos, proceda a 
invertir éstos del modo más rentable posible, pero no re- 
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sulta razonable que una entidad de crédito oficial realice 
este tipo de emisiones destinadas básicamente a la inver- 
sión de Tesorería, puesto que, si bien es cierto que las nue- 
vas directrices del Crédito Oficial marcan la senda de una 
mayor financiación ajena al cauce de las dotaciones ofi- 
ciales, es conveniente que este tipo de recursos se desti- 
nen a la financiación de la actividad crediticia que cons- 
tituye el objeto social del Banco y, en la medida en que 
ésta esté cubierta, sean destinados a la cancelación de la 
financiación del ICO a su vencimiento, procediendo a 
amortizar las dotaciones provenientes de este Organismo, 
de modo que se haga efectiva la tendencia a sustituir, en 
este tipo de entidades, la financiación pública por la pri- 
vada y no como ha ocurrido en el Banco, donde el impul- 
so de ésta coincide con el crecimiento de aquélla, gene- 
rándose unos recursos excedentes que se invierten, de for- 
ma no transitoria, en actividades ajenas al objeto social 
de la Entidad. 

1.4. Organización contable 

Como ya se ha señalado anteriormente, la forma en que 
el Banco tiene organizada su contabilidad ha sido una de 
las limitaciones importantes en la realización de las ta- 
reas de fiscalización. Se trata de una contabilidad que 
presenta deficiencias y que se ha caracterizado por suce- 
sivas modificaciones a lo largo del período al que se re- 
fiere la fiscalizaci6n, quebrándose la necesaria continui- 
dad y dificultando las tareas de comprobación y verifica- 
ción. La Entidad manifiesta que los cambios en la orga- 
nización contable han sido consecuencia inevitable de la 
adquisición de la CRUNA y la CECAR. 

Durante el período analizado han existido en el Banco 
cuatro sistemas de organización contable diferentes y, de 
ellos, los tres últimos han tenido lugar en el aAo 1984. 
Cada uno de estos sistemas se corresponde con una etapa 
diferenciada: La primera abarca los tres primeros ejerci- 
cios completos, es decir, desde el 1 de enero de 1981 has- 
ta el 31 de diciembre de 1983; la segunda desde esta ÚI- 
tima fecha al 6 de julio de 1984; la tercera desde el 6 de 
julio de 1984 hasta el 31 de octubre del mismo aiio y, fi- 
nalmente, la cuarta etapa, los meses de noviembre y di- 
ciembre de 1984. Las diferencias existentes entre los di- 
ferentes sistemas de organización contable vigentes en es- 
tas etapas y, sobre todo, la diversidad de sus defectos, ha- 
cen necesario que se proceda a describir las caractetísti- 
cas básicas de cada uno de ellos: 

Durante los tres primeros ejercicios del período fiscali- 
, zado, el Banco mantuvo un único sistema contable. Re- 
sulta indicativo, para conocer sus características, que ya 
en un informe sobre el ejercicio 1981 realizado por el ICO 
se pusiera de manifiesto: a) u. . .  que la contabilidad se 
realiza íntegramente a través de procesos manuales y de 
tal modo que el seguimiento de una operación, desde el 
documento inicial origen de la misma hasta su reflejo en 
el libro Mayor del Banco, se convierte habitualmente en 
una investigación, cuando menos, difícil*; b) u. . .  que no 
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existen procedimientos institucionalizados de revisión y 
control ni de los soportes contables, ni de sus correspon- 
dientes asientos*; c) e... que, en general, los listados pre- 
parados por el ordenador no son lo más conveniente ni 
en cuanto a la información suministrada, ni en cuanto a 
la forma de presentar la misma.; d) a,.. que los sopor- 
tes contables de las operaciones registradas diariamente 
son archivados en carpetas, de forma que, para localizar 
el justificante de un asiento en concreto, hay que revisar 
prácticamente uno por uno todos los documentos.. 

Con independencia de los aspectos puestos de relieve 
por el informe del ICO, se ha observado que la organiza- 
ción contable en esta primera etapa se caracteriza, ade- 
más, porque el nivel de desagregación en la información 
que proporciona es mínimo, puesto que en los libros ofi- 
ciales, tanto en el diario como en el mayor, se realiza un 
único apunte mensual por cada cuenta. Todas estas cir- 
cunstancias dificultan enormemente la realización de 
comprobaciones, y, así, dado que el libro mayor no reco- 
ge las operaciones individuales sino la agrupación men- 
sual de todas ellas, si se pretende conocer las operaciones 
producidas en un día, en una cuenta determinada, hay 
que acudir, en primer lugar, a los libros auxiliares que re- 
flejan las agrupaciones diarias de operaciones, pero como 
tampoco éstas están individualizadas en dicho registro 
auxiliar, es necesario utilizar las carpetas diarias donde, 
a partir de los justificantes, pueden reconstruirse los con- 
ceptos e importes de las operaciones de un día. Por otra 
parte, si lo que se pretende es el seguimiento de las ope- 
raciones de una cuenta a lo largo de un período, hay que 
repetir la operación citada tantas veces como días exis- 
ten en el mismo. El proceso descrito pone de manifiesto 
las dificultades que, para realizar una auditoría, presen- 
ta la organización contable del Banco durante los ejerci- 
cios 1981, 1982 y 1983. 

Por su parte, el período al que se refiere la segunda eta- 
pa dura algo más de medio año, concretamente desde 
principios hasta el 6 de julio de 1984, en que se efectúa 
la operación global de adquisición de activos y asunción 
de pasivos de la CRUNA. 

La organización contable que el Banco mantiene du- 
rante este período se caracteriza por el establecimiento 
de un sistema informatizado, solucionándose parte de los 
problemas apuntados anteriormente. Además, en esta eta- 
pa, el libro mayor recoge diariamente las operaciones in- 
dividualizadas, con indicación del concepto que las origi- 
na, facilitando una información más completa y desagre- 
gada que en el período anterior. 

Subsisten, no obstante, algunos de los defectos, como 
la dificultad en la búsqueda de los soportes documenta- 
les que sirven de justificación a los apuntes contables, 
puesto que se mantiene el anterior sistema de archivo. La 
principal nota negativa de este período es su corta dura- 
ción, permaneciendo escasamente' seis meses, y dando 
paso a la organización contable de la etapa siguiente. 

La tercera etapa comienza el 7 de julio de 1984, día si- 
guiente a aquel en que se realiza la operación global de 
adquisición de activos a la CRUNA, y se extiende hasta el 
31 de octubre del mismo año. 
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A partir de la adquisición de activos de la CRUNA, en- 
tre los que se encuentra el inmueble sito en Gran Vía nú- 
mero 19, donde estaba ubicada la sede de aquélla, tienen 
lugar dos hechos relacionados con la organización conta- 
ble del Banco: Por un lado, se va produciendo el traslado 
del mismo a la antigua sede social de la CRUNA (si bien, 
en la sede anterior de aquél permanecen parte de sus ser- 
vicios y empleados); por otro, comienza a utilizarse el 
equipo informático adquirido a la CRUNA, además del 
que anteriormente se venía usando. 

Con independencia de estos hechos que, como después 
se describe, influirían en la organización contable, tiene 
lugar en esta tercer etapa la incorporación al Banco de 
los activos y pasivos procedentes de la CRUNA y la 
CECAR y,  en este sentido, mientras la contabilización re- 
lativa a la operación con la CECAR ha resultado básica- 
mente correcta, no ha ocurrido así en la referente a las 
operaciones realizadas con la CRUNA. Así, con respecto 
a la CECAR, el Banco procedió a dar de alta, en sus cuen- 
tas de activo, los bienes y derechos adquiridos y a refle- 
jar, en sus cuentas de pasivo, las obligaciones asumidas 
procedentes de aquélla. Sin embargo, con respecto a los 
activos y pasivos de la CRUNA, no existe en la contabili- 
dad del Banco un asiento de recepción de los realmente 
incorporados, limitándose a reflejar la incorporación al 
Banco de títulos mobiliarios por un importe de 861 mi- 
llones de pesetas, diferencia entre el valor de los activos 
y pasivos, lo que resulta incorrecto ya que, ni el Banco ad- 
quirió valores mobiliarios por este importe, ni la conta- 
bilidad reflejó la multitud de bienes, derechos y obliga- 
ciones incorporados al Banco. Por otra parte, a partir del 
7 de julio, el Banco mantiene la contabilidad indepen- 
diente de la antigua CRUNA, llevada materialmente por 
el antiguo Departamento de Contabilidad de esta Enti- 
dad, e inicia un proceso de paulatina incorporación a di- 
cho subsistema de cuentas, de los saldos de las proceden- 
tes de la contabilidad del Banco, conformando un proce- 
so de integración contable en sentido inverso al seguido 
por la integración económica y patrimonial. 

Con independencia de esta contradicción, el procedi- 
miento contable seguido por el Banco presenta múltiples 
consecuencias negativas. Destaca, en primer lugar, que la 
información que suministra el equipo informático del 
Banco está parcialmente desvirtuada. Así, si se observa 
una cuenta determinada, el equipo da como propios del 
Banco todos los movimientos contables correspondientes 
a la CRUNA realizados antes del 7 de julio, mientras que 
los movimientos del Banco hasta esa fecha no aparecen 
hasta que, en un momento determinado, que varía según 
la cuenta de que se trate, se incorpora a la misma el sal- 
do real que corresponde al Banco. De este modo, la infor- 
mación suministrada por el equipo informático no reco- 
ge todas las operaciones realizadas por el Banco y, en 
cambio, refleja, como realizadas por éste, las que fueron 
efectuadas por la CRUNA antes del 7 de julio de 1984. 

Además, por el modo incorrecto en que se realiza el pro- 
ceso de integración contable, no existe, temporalmente y 
mientras dura esta etapa, una contabilidad y un Balance 
único del Banco, sino que la información económica y fi- 

nanciera de éste se recoge de forma parcelada en dos sub- 
sistemas contables independientes, uno de los cuales se 
corresponde con la contabilidad de la antigua CRUNA con 
las sucesivas incorporaciones de cuentas del Banco y,  el 
otro, con las cuentas procedentes del Ban'co en tanto no 
se han incorporado a la contabilidad de la antigua CRU- 
NA. Esta circunstancia determina, a su vez, que para co- 
nocer los movimientos de una cuenta durante el período 
analizado haya que acuair, simultáneamente, al mayor 
informático de la antigua CRUNA y al propio del Banco. 

Otra consecuencia negativa deriva de la deficiencia des- 
crita en el párrafo anterior: Dado que eq esta etapa exis- 
ten los dos subsistemas contables citados, el Balance men- 
sual rendido por el Banco al ICO se ha confeccionado me- 
diante la agregación de cuentas, cometiéndose errores de- 
bido a la existencia de cuentas que reflejan exclusivamen- 
te interrelaciones entre los dos subsistemas. Así, en algún 
caso, estas cuentas tenían el mismo saldo deudor en la 
CRUNA que acreedor en el Banco o viceversa. Al mante- 
ner, posteriormente, el Banco los dos subistemas conta- 
bles, aparecía una cuenta deudora en la que él era el deu- 
dor y una cuenta acreedora en la que él era el acreedor, 
hecho que no se ha considerado al realizar la agregación 
de cuentas de los dos subsistemas. Al no haber procedido 
a efectuar la debida eliminación, el Balance mensual ren- 
dido adolece del consiguiente defecto en la representación 
de la realidad económica y financiera de la Entidad. 

Por otra parte, y dado el funcionamiento paralelo de los 
subsistemas citados, la contabilidad de la antigua CRU- 
NA es una función que realizan empleados procedentes 
de la misma e incorporados al Banco, mientras que la con- 
tabilidad de las antiguas cuentas del Banco se lleva a cabo 
por los empleados que lo hacían con anterioridad; lo que 
ha provwado la utilización de distintos criterios conta- 
bles para operaciones similares, de modo que hechos se- 
mejantes han sido contabilizados de forma distinta según 
estuviesen recogidos en uno u otro de los subsistemas con- 
tables que en este período mantuvo el Banco, con la pér- 
dida de uniformidad que esta circunstancia lleva consigo. 

En relación con la cuarta etapa, se inicia el 31 de octu- 
bre de 1984 y se extiende, cuando menos, hasta el final 
del período fiscalizado. Comienza con la incorporación 
definitiva de los saldos de las cuentas del Banco a la con- 
tabilidad de la antigua CRUNA, con lo que vuelve a exis- 
tir un único sistema contable y un solo Balance, superán- 
dose la duplicidad que existía en el período anterior, aun- 
que la unificación no ha alcanzado plenamente en esta 
etapa a las cuentas de gastos. Ahora bien, como el proce- 
so de unificación ha consistido en la incorporación de las 
cuentas del Banco a la contabilidad de la CRUNA, el plan 
de cuentas por el que se ha optado y que, consecuente- 
mente, queda en vigencia es el de aquélla, ligeramente 
completado con determinadas cuentas específicas y muy 
características de la Banca Oficial, como es el caso, por 
ejemplo, de la cuenta que recoge las dotaciones recibidas 
del Instituto de Crédito Oficial. 

Esta forma de proceder a la unificación contable resul- 
ta en sí misma contradictoria, puesto que, con indepen- 
dencia de haberse realizado en un sentido inverso al eco- 

. 
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nómico de la operación, en lugar de haber seguido el pro- 
pio plan adecuándolo en la medida que resultara insufi- 
ciente, se ha aplicado a un banco oficial un plan de cuen- 
tas de una entidad diferente, con las consiguientes reper- 
cusiones negativas en diversos aspectos de su organiza- 
ción contable. Así, en primer lugar, cabe considerar que 
el plan de cuentas utilizado durante esta etapa, y actual- 
mente en vigor en el Banco, no s~ adapta a la realidad eco- 
nómica del mismo. En este sentido, se ha comprobado la 
inclusión en el plan de contabilidad de multitud de cuen- 
tas cuya existencia carece de sentido. Pueden citarse, 
como ejemplos ilustrativos de esta circunstancia, las 
cuentas que hacen referencia a los coeficientes legales que 
han de mantener las Cajas, como es el caso de la cuenta 
aDepósitos de valores de terceros en CRUNAB o de la que 
se denomina  materialización de la RRT en el Banco de 
Crédito Agrícola*. 

En segundo lugar, el plan de cuentas vigentes en el Ban- 
co no se adecua a los estados, instrucciones y normas es- 
tablecidas por el ICO para la banca oficial. Esta circuns- 
tancia ha determinado, por un lado, el incumplimiento 
de las disposiciones contenidas en la Instrucción de Me- 
cánica Operatoria, caso de la contabilización del Fondo 
de fluctuación de valores y, por otro, que a efectos de ren- 
dir cuentas al ICO, tengan que realizarse multitud de re- 
clasificaciones entre los balances. 

Por último, la adopción del plan de cuentas de la CRU- 
NA, completado con diversas cuentas del Banco, ha pro- 
vocado la aparición de una determinada duplicidad, que 
se mantenía al finalizar el perfodo fiscalizado, consisten- 
te en la permanencia de algunas de ellas con el mismo sig- 
nificado pero con distinta denominación, según su proce- 
dencia. Así ocurre con la relativa a #Quebrantos netos en 
inmueblesiP, proveniente de la CRUNA e incluida en el 
plan de cuentas de ésta, y con la de aDiferencias por ena- 
jenación de garantíasu que,*proveniente del Banco, fue in- 
corporada al plan de cuentas de la CRUNA; o con la que 
se refiere a aGarantías adjudicadas-inmueblesiP que era 
del plan de cuentas del Banco y se incorporó al antiguo 
de la CRUNA, donde existía ya la de aInmuebles adjudi- 
cados en pago de deudasiP. 

1.5. Información a rendir a Entidades Oficiales 

Con la finalidad de determinar en qué medida el Ban- 
co de Crédito Agrícola ha cumplido sus obligaciones de in- 
formación a diferentes entes y organismos públicos, se ha 
procedido a seleccionar parte de aquéllas. En concreto, la 
comprobación ha afectado a la remisión al Ministerio de 
Economía y Hacienda de los Programas de Actuación, In- 
versiones y Financiación previstos en la Ley General Pre- 
supuestaria, a la remisión a la Intervención General de la 
Administración del Estado de la información económico- 
financiera regulada en la Resolución de dicho Organismo 
de 14 de septiembre de 1983 y a la remisión, al Banco de 
España, de las declaraciones mensuales al Servicio Cen- 
tral de Información de Riesgos. El resultado de las com- 
probaciones indica que ha habido, por parte del Banco, 

un nivel diverso de cumplimiento para cada una de las en- 
tidades seleccionadas al efecto, como a continuación se 
describe. 

La Resolución, de 14 de septiembre de 1983, de la In- 
tervención General de la Administración del Estado, es- 
tableció que las empresas y entes públicos vendrían obli- 
gados a remitir a dicho Organismo determinada informa- 
ción económico-financiera (parte de la cual tiene periodi- 
cidad anual y cuya base fundamentalmente es contable) 
y otra serie de datos con periodicidad mensual (informa- 
ción menos exhaustiva y que se fundamentará, además, 
en registros de naturaleza estadística de los que, a efec- 
tos de seguimiento, disponga cada empresa o ente públi- 
co). Solicitada la información remitida a la Intervención 
General para el cumplimiento de esta Resoluci6n, el Ban- 
co contestó que la norma aludida estaba pensada para so- 
ciedades distintas de las entidades financieras, como el 
Banco de Crédito Agrícola, por lo que la información en 
ella establecida no se había remitido a la Intervenci6n Ge- 
neral, enviando, en cambio, la Memoria, el Balance, la 
Cuenta de Pérdidas y Ganancias y la Distribución de 
Beneficios. 

Por otra parte, las entidades oficiales de crédito vienen 
obligadas a presentar declaraciones mensuales al Servi- 
cio Central de Información de Riesgos del Banco de Es- 
paña en relación con los riesgos contraídos, según las su- 
cesivas normas dictadas al efecto, la última de las cuales 
es la Circular número 1811983, de 30 de diciembre, del 
Banco de España. En relación con esta obligación, se so- 
licitaron los oficios de remisión de las declaraciones men- 
suales efectuadas hasta el mes de diciembre de 1984, así 
como el listado de riesgos contraídos correspondientes a 
la declaracibn del mes de noviembre de 1984. Transcurri- 
dos cuarenta días, se adjuntaron los oficios de remisión 
correspondientes al mes de septiembre de 1982 y los su- 
cesivos, aunque no se adjuntó el oficio correspondiente al 
mes de octubre de 1984, que se ha acompañado posterior- 
mente. Por otra parte, el listado de riesgos contraídos que 
fue solicitado no se adjuntó, pues, según una nota apor- 
tada por el Banco, no se disponía de la citada informa- 
ción, dado que los datos son enviados mensualmente al 
Banco de España en cinta magnética y, una vez devuelta 
ésta al Banco, se conserva durante dos o tres meses, pro- 
cediendo posteriormente a utilizar las cintas para el en- 
vfo de nueva información, razón por la que ya no se man- 
tiene la correspondiente al mes de noviembre de 1984, lo 
que impidió comprobar si la declaración fue confecciona- 
da correctamente. 

Con respecto a la obligación de las sociedades estatales 
de elaborar anualmente un Programa de Actuación, in- 
versiones y Financiación, se ha realizado el análisis pro- 
cedimental del mecanismo de elaboración y aprobación 
del mismo, como se refleja en el cuadro número 5. La Ley 
General Presupuestaria establece que el Programa se ela- 
borará por la Sociedad, antes del 1 de junio de cada ano 
y se someterá a la aprobación del Consejo de Ministros an- 
tes del 15 de septiembre. Por otra parte, el Ministerio de 
Hacienda fija anualmente por OM el plazo en el que las 
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sociedades estatales deben remitir el correspondiente Pro- 
grama al citado Ministerio. 

Para el año 1981, la OM de 9 de mayo de 1980 fijaba 
el 15 de junio como fecha límite para la remisión de los 
Programas. En este caso, no ha sido factible comprobar 
el cumplimiento de dicho plazo, pues a pesar de haberse 
solicitado al Banco el oficio de remisión, éste no ha sido 
aportado. Para el año 1982, el Banco de Crédito Agrícola 
incumplió el plazo fijado, dado que el envío del Progra- 
ma se realizó el 23 de junio de 1981 y la OM de 26 de 
mayo de ese año señalaba el 20 de junio como fecha tope. 
También fue incumplido el requisito temporal para 1983. 
En este caso, la OM de 26 de mayo de 1982 fijó el 20 de 
junio como fecha límite para la remisión, efectuándola el 
Banco el 23 de septiembre. En 1984 se produjo incum- 
plimiento en el mismo sentido. La OM de 17 de junio de 
1983 seiialó que las sociedades estatales deberían remitir 
el respectivo Programa antes del 10 de julio. Sin embar- 
go, el Banco de Crédito Agrícola lo remite el 18 de julio. 

Es de destacar, además, que en todos los años del pe- 
ríodo abarcado por la fiscalización, la aprobación de los 
Programas del Banco por parte del Consejo de Ministros 
ha tenido lugar con posterioridad al plazo resefiado en la 
Ley General Presupuestaria. Así, el Programa correspon- 
diente a 1981 se aprobó el 30 de diciembre de 1980, el 
de 1982 ya iniciado el ejercicio, concretamente el 12 de 
febrero, el Programa para 1983 fue aprobado el 30 de 
mayo de 1983 y, finalmente, el correspondiente a 1984 se 
aprobó, también, una vez comenzado el ejercicio, el 1 1  
de abril de 1984. 

11. INVERSIONES 

11.1. Inversión en Inmovilizado 

11.1.1. Adquisición de los inmuebles correspondientes a 
las sucursales 

El Ministerio de Economía, por Orden Comunicada de 
15 de febrero de 1980, autorizó la instalación de sucursa- 
les del Banco de Crédito Agrícola en Sevilla, Las Palmas 
de Gran Canaria, Santa Cruz de Tenerife y Santiago de 
Compostela, a la vez que derogaba las Ordenes Ministe- 
riales de 22 de junio y de 27 agosto de 1974, por las que 
se habían creado los Consejos Territoriales del Crédito 
Oficial en las mismas localidades. 

Dada esta circunstancia, el Presidente del ICO solicitó 
al Ministerio de Hacienda, en su escrito de 26 de mayo de 
1980, autorización para la enajenación al Banco de Cré- 
dito Agrícola de los locales y mobiliarios de los suprimi- 
dos Consejos Territoriales. La autorización se concedió 
por la Subsecretaría de Presupuesto y Gasto Público del 
Ministerio de Hacienda en escrito de 30 de mayo de 1980 
y, en base a ella, el ICO y el Banco acordaron la compra- 
venta de los citados locales y su mobiliario. El acuerdo 
del ICO fue adoptado por su Consejo General el 13 de ju- 
nio de 1980 y el correspondiente al Banco, por su Consejo 
de Administración el 9 de junio de 1980. 
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Posteriormente, durante el año 1981, se produjo la for- 
malización en escritura pública de dichos acuerdos en lo 
que respecta a los locales de Sevilla, Santa Cruz de Tene- 
rife y Las Palmas de Gran Canaria, siendo el valor de ad- 
quisición el de 32,1, 25,2 y 14,6 millones de pesetas, res- 
pectivamente. A su vez, el coste del mobiliario representó 
14,3 millones. Sin embargo, la compraventa del local de 
Santiago de Compostela no tuvo lugar hasta el 10 de oc- 
tubre de 1984, fecha en que se firmó el documento priva- 
do. El proceso de adquisición de este local presentó de- 
terminadas incidencias que es preciso describir: 

En primer lugar, aunque la utilización del local por el 
Banco comienza en el aiio 1981, el contrato de compra- 
venta no se formaliza hasta 1984. 

En segundo lugar, el objeto de la compraventa, según 
consta en el contrato de adquisición, es una cuota indivi- 
sa del 25 por ciento del solar y la edificación situada en 
los números 12 moderno y 13 de orden de la calle Carre- 
ra del Conde de Santiago de Compostela. El Banco acep- 
ta la cesión de los derechos del ICO en base a un acuerdo 
de su Consejo de Administración de 9 de julio de 1980, 
que materializa la citada participación en la planta cuar- 
ta del edificio. La instrumentación no se ha ajustado, gra- 
maticalmente, a los estrictos términos del último acuer- 
do del Consejo de Administración del Banco, porque éste 
(de 8 de julio de 1981) concreta la participación transmi- 
tida en el 25 por ciento de los sótanos, planta baja y, ade- 
más, la planta cuarta. 

En tercer lugar, en el contrato de compraventa se esta- 
blece que el Banco asume el compromiso de pago de las 
certificaciones de obra números 19 y siguientes, hasta la 
total conclusi6n de las mismas. Según consta en la docu- 
mentación aportada, se tenía constancia de que las certi- 
ficaciones 19 a 22 representaban 7 millones de pesetas, y 
este hecho, que supone un pasivo exigible y cuantificado, 
no está reflejado en la contabilidad del Banco a 31 de di- 
ciembre de 1984. La Entidad manifiesta que, aun cono- 
ciendo el importe de dichas certificaciones, éstas no obra- 
ban en su poder, razón por la que no contabilizó su im- 
porte en cuentas patrimoniales hasta el ano 1985, cuando 
dispuso de ellas. 

11.1.2. Actualización del valor de dos inmuebles 

En el ejercicio 1983, el Banco de Crédito Agrícola ha 
procedido a actualizar el valor de dos de sus edificios, por 
acuerdo unánime de los miembros de su Consejo de Ad- 
ministración, de 7 de diciembre de 1983, en que se decide 
que la plusvalía resultante de 174.336.137 pesetas vaya a 
incrementar los fondos propios, como *Fondo de Reserva 
Actualización de Inmuebles-Ley de Presupuestos 9183, de 
13 de julio*, siendo registrada de este modo la operación 
en los libros de contabilidad de la Entidad. 

Las comprobaciones llevadas a cabo han puesto de ma- 
nifiesto que no se han cumplido varios de los requisitos 
exigidos por el artículo 32 de la Ley 9/1983 de Presupues- 
tos para dicho aao, como son que la actualización se re- 
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fiera a los activos que figuren en el Balance cerrado a 31 
de diciembre de 1983 y que recoja la depreciación mone- 
taria producida desde el 1 de enem de 1980 hasta el 31 
de diciembre de 1982. Asimismo, tampoco se han cumpli- 
do las condiciones que exigen los artículos l?, 2, 2P, se- 
gunda, 2.0, sexta, 5.0, b, 6: y 8.0 del ñ a l  Decreto 38211984, 
de 22 de febrero, que desarrolla el artículo 32 de la Ley 
9/1983. 

En concreto, mientras los artículos 1 .O, 2, y 2P, segun- 
da, exigen que la actualización se refiera necesariamente 
a todos los elementos del inmovilizado material y a los va- 
lores mobiliarios, el Banco la circunscribe únicamente a 
dos de sus edificios. Por su parte, el artículo 2:, sexta, del 
citado Real Decreto considera requisito inexcusable la 
presentación en plazo de la declaración del Impuesto so- 
bre Sociedades que comprenda el Balance de situación 
debidamente actualizado y apmbado por el órgano social 
competente. Sin embargo, la declaración presentada por 
el Banco contiene unas operaciones de actualización com- 
pletamente diferentes a las aprobadas por el Consejo de 
Administraci6n el 7 de diciembre de 1983 y, lógicamente, 
a las que figuran en los libros de contabilidad del Banco. 
No obstante, el Balance incluido en la declaración coin- 
cide con el contenido en la Memoria y en los libros 
oficiales. 

En tercer lugar, el artículo 5.0, b, establece que se to- 
mará como valor contable de partida, para cada elemen- 
to del inmovilizado material, el que se deduzca del Ba- 
lance del primer ejercicio cerrado en o a partir de 31 de 
diciembre de 1980. Sin embargo, según consta en los an- 
tecedentes de la actualización, el Banco toma como valor 
contable de partida el valor original de adquisición de 
cada elemento. 

En cuarto lugar, el artículo 6: del citado Real Decreto 
establece las normas de actualizaci6n de los valores mo- 
biliarios, normas que no han sido aplicadas por el Banco, 
dado que no ha procedido a actualizar dichos activos, a 
pesar de la obligación que en este sentido contenían los 
artículos 1: y 2: del Real Decreto 382/1984. 

Finalmente, el articulo 82 de la norma analizada fija 
los coeficientes máximos que pueden aplicarse para la ac- 
tualización de los elementos del inmovilizado material, 
coeficientes que han sido sobrepasados por el Banco de 
Cr&dito Agrfcola. 
Por todo ello, la actualización efectuada por la Entidad 

no está amparada por la Ley 9/1983, de 13 de julio, pese 
al acuerdo adoptado en este sentido por el Consejo de Ad- 
ministración, lo que provoca, además, dos consecuencias: 
una de carácter contable, consistente en la errónea deno- 
minación de la cuenta en que se recoge la plusvalía pro- 
veniente de la actualización, y otra de carácter tributa- 
rio, puesto que el Banco no puede acogerse a los benefi- 
cios fiscaks derivados de la Ley 9/1983, respecto al me- 
nor incremento de patrimonio como consecuencia de la 
enajenación de tos elementos afectados. La Entidad ma- 
nifiesta que el efecto material provocado por no poder 
acogerse a la existencia de un menor incremento de pa- 
trimonio se ve compensado por la posibilidad de acoger- 
se a los beneficios derivados de la exención por reinver- 

sión, toda vez que esta última se materializb en la com- 
pra del inmueble de Gran Vía procedente de la CRUNA. 

11.2. Inversión en Cartera de'Títulos 

El Banco mantiene en su Balance valores mobiliarios 
por importe de 833 millones de pesetas, la mayor parte 
de los cuales provienen de las adquisiciones realizadas a 
la CRUNA y a la CECAR, durante el año 1984. Dicho im- 
porte está formado por 3 millones de pesetas en Fondos 
Públicos, 173 millones en Participaciones en Empresas, 
474 millones en Otros Fondos Públicos, 113 millones en 
Bonos de Caja y 70 en Otros Títulos Privados de Renta 
Fija. 

La contabilización que realiza el Banco de las opera- 
ciones relativas a su cartera de títulos presenta varios de- 
fectos que inciden en la representación que sobre esta ma- 
teria ofrece el Balance, así como en la información sumi- 
nistrada por la cuenta de Resultados. Estos defectos se 
producen al contabilizar la adquisición de los títulos, en 
la regularización del iialor de la cartera a fin de ejercicio, 
así como en las enajenaciones que de la misma tienen 
lugar. 

En la adquisición de valores efectuada a la CRUNA se 
ha producido un hecho atípico consistente en la incorpo- 
ración al Balance del Banco de las Provisiones por depre- 
ciaci6n de valores correspondientes a títulos representa- 
tivos de participaciones en el capital social de vanas en- 
tidades, sin que se haya procedido a la adquisición de di- 
chos tí tulos. 

En relaci6n con la regularización a fin de cada ejerci- 
cio del valor contable de la cartera, la Instrucción de Me- 
cánica Operatoria (IMO) dispone que, si el valor del in- 
ventario superase al que se deduce de la cotización me- 
dia, se regularizará la cartera de valores, abonándose con 
cargo a Resultados. Como se puede observar, no está pre- 
vista la existencia de una cuenta de carácter compensa- 
dor que recoja las minusvalías de la cartera, sino que lo 
dispuesto por la Instrucci6n es que aquéllas minoren el 
valor de ésta de modo directo. El 7 de julio de 1984 apa- 
rece en la contabilidad del Banco una cuenta representa- 
tiva del Fondo de fluctuación de valores, incorporada 
como consecuencia de los activos adquiridos a la CRU- 
NA, debido a la forma jurídica en que se ha instnimenta- 
do la operaci6n con esta entidad, consistente en la adqui- 
sición, en principio, de todos los activos junto con la asun- 
ción de todos los pasivos. Sin embargo, a partir de este 
momento, el Banco no procede a eliminar de su contabi- 
lidad el Fondo de fluctuación de valores, sino que este 
queda ya incorporado con carácter definitivo. A su vez, 
en la regularización de la cartera efectuada al final del 
ejercicio 1984, este Fondo es ajustado de manera incorrec- 
ta, tanto desde un punto de vista formal como desde un 
punto de vista material. Desde la perspectiva formal, por- 
que el Banco en la regularización del valor de su cartera 
a fin de ejercicio, utiliza el Fondo de fluctuación de valo- 
res, aunque la IMO, como se ha expuesto anteriormente, 
prevé un sistema de regularización directa. Y desde la 
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perspectiva material, porque el valor contable neto resul- 
tante de la regularización efectuada por el Banco, no es 
el que resulta de la aplicación de las normas de la citada 
Instrucción. 

En concreto, las normas del ICO establecen que la car- 
tera se regularice por la diferencia que presente la coti- 
zación media del último trimestre respecto al coste de ad- 
quisición, cuantificada para cada grupo de títulos. Sin 
embargo, el Banco regulariza su cartera por la diferencia 
existente entre el coste de adquisición y el valor nominal 
cuando aquél es mayor o, en caso contrario, por la dife- 
rencia entre el valor nominal y la última cotización del 
ejercicio. Debido al criterio aplicado por el Banco, exis- 
ten errores en la cuantificación del Fondo de fluctuación 
de valores por importe de 17 millones de pesetas, que al 
ser de signo.contrario, tienen un efecto global en la valo- 
ración de la cartera en el Balance del Banco, a fin de ejer- 
cicio, de 1 millón de pesetas. Por otra parte, debe hacerse 
constar que el procedimiento seguido por el Banco no se 
encuentra amparado ni en los criterios contenidos en el 
Plan General de Contabilidad, ni en la Circular 16/1982 
del Banco de España. La anterior diferencia aparece de- 
tallada en el cuadro número 6. 

Finalmente, también se producen errores al contabili- 
zar las desinversiones habidas en la cartera de títulos del 
Banco. Para estas operaciones, la Instrucción de Mecáni- 
ca Operatoria determina, en su epígrafe 2.2.24, que la di- 
ferencia entre el valor contable de los tftulos vendidos y 
el precio de venta de los mismos se recoja en el concepto 
«Diferencia en cartera de valores, que figurará como sub- 
cuenta de la cuenta «Otros gastos,, si la venta tuvo lugar 
con pérdidas, o como subcuenta de la cuenta «Otros in- 
gresos* si existió beneficio al vender los títulos. Sin em- 
bargo, no es éste el comportamiento seguido por el Ban- 
co, que lleva la diferencia entre el valor contable activo 
de los títulos y el precio de la venta a la cuenta aFondo 
de fluctuación de valores,, de modo que ésta se abona en 
el caso de existir un resultado positivo y, por el contra- 
rio, se carga si hay un resultado negativo. En definitiva, 
la citada cuenta recoge el resultado habido en la venta. 

Debe tenerse en cuenta que el procedimiento seguido 
por el Banco resulta deficiente en cuanto a la informa- 
ción suministrada, porque no existe una cuenta que pon- 
ga de manifiesto el modo en que se han ido desinvirtien- 
do los diversos títulos del Banco. Así, las cuentas utiliza- 
das por éste no reflejan debidamente que durante el se- 
gundo semestre del año 1984 se ha producido, en la amor- 
tización de determinados bonos y obligaciones adquiri- 
dos a la CRUNA, un beneficio de 870.000 pesetas, como 
tampoco ponen de manifiesto que, durante el mismo pe- 
ríodo, ha existido un resultado positivo de 92.000 pesetas 
en la amortización de determinados títulos provenientes 
de la CECAR, ni que existió una pérdida de 7,8 millones 
de pesetas al amortizarse unos títulos de Deuda Pública 
adquiridos a la misma entidad. En definitiva, la contabi- 
lización de las bajas de la cartera que realiza el Banco es 
incorrecta pues, además de incumplir las normas del ICO, 
desfigura el resultado económico producido en las mis- 
mas, sin que tengan, sin embargo, trascendencia en la ci- 

fra global de beneficios, puesto que el efecto debido a este 
error se compensa al regularizar el valor de la cartera a 
fin de ejercicio. 

11.3. Inversión en Operaciones Financieras Activas 

La inversión del Banco en operaciones financieras ac- 
tivas ha aumentado, durante el período fiscalizado, de for- 
ma sensible, pasando de tener escasa importancia en los 
años 1981 y 1982, a alcanzar los importes de 31.456 mi- 
llones de pesetas en 1983 y de 130.077 millones de pese- 
tas en 1984. 

Este crecimiento se debe fundamentalmente a dos he- 
chos, en primer lugar, a la constitución en el Banco de los 
Fondos del Grupo Asociado por parte de las Cajas Rura- 
les asociadas, así como a los Depósitos afectos al sanea- 
miento de las mismas y,  en segundo lugar, al exceso de 
recursos financieros captados a través de la emisión de cé- 
dulas agrarias, en relación con los que la Entidad necesi- 
taba para satisfacer su actividad crediticia. 

Dentro de este tipo de inversiones se encuentra la in- 
corporación al Banco de los depósitos interbancarios pro- 
venientes de la CRUNA y la CECAR, circunstancia que, 
por el proceso peculiar a través del que se realiza, ha sido 
objeto de una especial comprobación. Asimismo, se han 
realizado comprobaciones en relación con los saldos de 
Caja mantenidos por la Entidad. Finalmente, en este ca- 
pítulo se aborda la inversión que realiza el Banco de los 
Fondos del Grupo Asociado y de los Depósitos afectos al 
saneamiento de las Cajas Rurales, habiéndose verificado 
que en dicha inversión existe una incidencia tributaria. 

En relación con los saldos de Caja que figuran en la con- 
tabilidad del Banco, y a efectos de comprobar su adecua- 
ción a la realidad, se solicitaron a la Entidad las Actas de 
Arqueo de Caja incluyendo las de la sede central y, en su 
caso, las de las sucursales, correspondientes a los últimos 
días hábiles de los meses de enero y agosto de 1981, ene- 
ro y junio de 1982, febrero y agosto de 1983, y septiembre 
y noviembre de 1984. 

La Entidad dio cumplimiento a dicha solicitud expli- 
cando que no se adjuntaban Actas de Arqueo de las su- 
cursales, toda vez que las cantidades en poder de éstas es- 
tán prácticamente depositadas en cuentas bancarias y, 
únicamente en casos excepcionales, se efectúan de fondos 
de pequeñas cuantías para gastos menores, razón por la 
que no se les exigía la realización de arqueos. Por su par- 
te, respecto a las Actas correspondientes a la central, úni- 
camente se adjuntaron cuatro de las ocho que fueron so- 
licitadas, si bien la Entidad manifiesta que, con indepen- 
dencia de la existencia o no de Actas, diariamente tiene 
lugar el recuento de los efectivos de Caja. 

En relación con las Actas que fueron aportadas, el tra- 
bajo de verificación llevado a cabo ha puesto de manifies- 
to que no existen diferencias apreciables, sino meros erro- 
res, de carácter mechico, en las anotaciones contables. 
Así, en la del 30 de junio de 1982 no se había asentado con- 
tablemente una partida que, sin embargo, fue incorpora- 
da el día siguiente. 
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Parecida situación se desprendió del arqueo relativo al 
28 de febrero de 1983, en el que apareció una diferencia 
positiva de 50.000 pesetas anotadas en asiento contable y 
procedente de un ingreso en Caja por personal técnico de 
la Entidad y con motivo de las inundaciones ocurridas en 
ese año. Su contabilización posterior fue realizada con 
cargo a la cuenta «Partidas en suspenso» y regularización 
a través de la cuenta «Otros productos)). 

Entre los activos que figuraban en los Balances respec- 
tivos de la CRUNA y la CECAR, que sirven de base al 
acuerdo de Consejo de Administración del Banco y a la au- 
torización del ICO, se encontraban unos depósitos inter- 
bancarios, cuyo vencimiento era posterior a la fecha en 
que se incorporaron al Banco los activos y pasivos de 
aquellas Entidades. En el caso de estos depósitos inter- 
bancarios, el procedimiento por el que se han incorpora- 
do al Balance del Banco es peculiar, pues difiere del se- 
guido en otros casos, dado que no se ha producido la ad- 
quisici6n de los mismos, sino que lo que ha tenido lugar 
es una cancelación anticipada del depósito y una poste- 
rior reapertura con distinto cedente, en este caso el Banco. 

Los depósitos interbancarios afectados por este proce- 
dimiento han sido 35, perteneciendo 3 de ellos a la CE- 
CAR por un importe total de 530 millones de pesetas, y 
siendo todos ellos depósitos activos de la misma. Por su 
parte, los depósitos cancelados anticipadamente por la 
CRUNA y reaperturados por el Banco han sido 32, todos, 
excepto uno, de carácter activo, por un importe de 12.041 
millones de pesetas, y existiendo un sólo depósito pasivo 
en la cuantía de 313 millones de pesetas. 

La comprobación del modo en que se ha instrumenta- 
do la cancelación y posterior apertura de estos depósitos 
indica la existencia de un procedimiento seguido con ca- 
rácter general y de otro especial que se ha utilizado en 
seis operaciones, existiendo, en ambos casos, aspectos de 
interés que han de ser descritos. 

Los depósitos constituidos en su día por la CRUNA y la 
CECAR constaban de un nominal inicial, un plazo y un 
tipo de interés determinados, estableciéndose un montan- 
te final que era el resultado de añadir, al nominal inicial, 
los intereses devengados en función del tipo pactado y del 
plazo transcurrido. Sobre este esquema, el procedimien- 
to generalmente utilizado ha consistido en que, a la can- 
celación del depósito, la CRUNA ha percibido la suma del 
nominal inicial más los intereses correspondientes hasta 
la fecha de cancelación. Por su parte, la reapertura del de- 
pósito a nombre del Banco, y con el mismo prestatario, 
se hacía por un nuevo importe nominal igual a lo perci- 
bido por la CRUNA, redondeado por exceso o por defec- 
to, dado que el Banco de España no permite formalizar 
este tipo de operaciones con importes nominales con frac- 
ciones de millón de pesetas, por un plazo igual al que res- 
taba hasta el vencimiento del depósito anterior, y con 
unos intereses iguales a la diferencia entre los que corres- 
pondían al depósito inicial y los percibidos anticipada- 
mente por la CRUNA por el efecto de la cancelación, sin 
que se pacte expresamente cl tipo de interés. Sin embar- 
go, se ha procedido a calcular el tipo de interés efectivo 
para el Banco en estas operaciones, en función de las con- 
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diciones pactadas, habiéndose comprobado que, en todos 
los casos, éste es inferior al tipo de interés vigente en el 
depósito inicial, lo que es consecuencia de que el Banco 
percibe el mismo montante de intereses que iba a perci- 
bir la CRUNA, pero con un nominal mayor, lo que deter- 
mina que el tipo de interés efectivo para el Banco sea me- 
nor que el que resultaba para aquella entidad. 

Por otra parte, se ha procedido a verificar la importan- 
cia cuantitativa que ha tenido para el Banco esta reduc- 
ción del tipo de interés efectivo aplicado a los depbsitos 
interbancarios, cuantificándola por la diferencia entre los 
ingresos percibidos y los que hubiera obtenido de haber 
mantenido el tipo de interés inicial del depósito, resultan- 
do esta diferencia por un importe de 2,8 millones de 
pesetas. 

La Entidad manifiesta que su actuación fue eficaz, dado 
que por el descenso habido en los tipos de interés del mer- 
cado, la citada diferencia es menor que la que se hubiera 
producido si, al reaperturar los depósitos, éstos se hubie- 
ran constituido con los tipos vigentes. 

En seis ocasiones, en tres depbsitos que eran de la CE- 
CAR y en otros tres de la CRUNA, se ha seguido un me- 
canismo diferente al descrito anteriormente, dado que en 
estos casos, al cancelarse anticipadamente el depósito, no 
se ha producido el pago de los intereses devengados has- 
ta la fecha. Sin embargo, hay que distinguir, a su vez, en- 
tre dos variantes utilizadas. Así, en el caso de los depósi- 
tos procedentes de la CECAR, ésta no percibe en el mo- 
mento de la cancelación los intereses devengados, la rea- 
pertura a nombre del Banco se produce por el mismo no- 
minal inicial, percibiendo al vencimiento del depósito la 
totalidad de los intereses, tanto los correspondientes al 
período en que 61 fue el titular, como los debidos al pe- 
ríodo en que lo fue la CECAR, procediendo entonces el 
Banco a compensar a aquélla por los intereses correspon- 
dientes a dicho período. 

Sin embargo, en los casos correspondientes a los tres 
depósitos de la CRUNA, no ha existido esta compensación 
al final del período del depósito. En dos casos, se trataba 
de depósitos activos, por lo que todos los intereses, tanto 
los que correspondían a la CRUNA como los que corres- 
pondían al Banco, los ha percibido éste, sin que compen- 
sara a aquélla. En el tercer caso, se trataba de un depó- 
sito pasivo, por lo tanto, los intereses que eran por cuen- 
ta de la CRUNA como los que eran por cuenta del Banco, 
los pagó éste, sin que fuera compensado por dicha enti- 
dad. Al existir dos compensaciones de signo contrario, se 
ha procedido a calcular la diferencia entre ambas, resul- 
tando de seis millones de pesetas, cifra por la que el Ban- 
co no compensó a la CRUNA, pese a que el devengo de es- 
tos intereses se produjo en el período en que esta entidad 
era titular de los créditos. Esta forma de proceder es con- 
traria a la seguida por el Banco en el caso de la CECAR. 

Al comprobar la utilización por parte del Banco de los 
Fondos provenientes del Grupo Asociado, se ha observa- 
do la existencia de una incidencia de carácter tributario 
derivada de aquélla. Concretamente, en las liquidaciones 
de intereses practicadas por el Banco de España por los 
fondos prestados por el Banco en el mercado interbanca- 
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rio, se ha practicado la repercusión del Impuesto General 
sobre el Tráfico de Empresas, por un importe global que 
asciende a 267 millones de pesetas, habiendo soportado 
la repercusión de estas cuotas los diferentes Bancos y Ca- 
jas de Ahorro prestatarios. 

La citada repercusión del Impuesto conduce a analizar 
su procedencia, a la luz de la exención que concede a las 
entidades oficiales de crédito el artículo 29 de la 
Ley 13/1971 siempre que ostenten la condición de contri- 
buyentes. Con independencia del carácter que a esta figu- 
ra confiere la Ley General Tributaria, el Real Decre- 
to 260911981 por el que se aprueba el Reglamento del 
IGTE determina, en su artículo 9, que son sujetos pasivos 
contribuyentes del Impuesto las empresas que presten los 
servicios. Por tanto, de la conjunción de los preceptos ci- 
tados se desprende que las operaciones financieras acti- 
vas del Banco, y por tanto los depósitos constituidos en 
el mercado interbancario, están exentos del Impuesto ci- 
tado, a pesar de que en la práctica se haya realizado la 
repercusión del mismo a las entidades presupuestarias, 
por parte del Banco de España. 

En relación con este hecho, el Banco ha realizado una 
consulta vinculante a la Dirección General de Tributos, 
planteada en términos confusos. Pero, con independencia 
de esta circunstancia, resulta destacable que las cantida- 
des que fueron repercutidas a los diversos Bancos y Cajas 
de Ahorro en concepto de ITE, no fueron ingresadas di- 
rectamente en el Tesoro Público, limitándose el Banco a 
depositarlas en la Caja General de Depósitos del Ministe- 
rio de Hacienda, a disposición del Director General de Tri- 
butos. Esta actuación es improcedente, porque, con inde- 
pendencia de que los intereses obtenidos por el Banco de- 
ban o no tributar, una vez que se ha repercutido el Im- 
puesto a los prestatarios, las cantidades recaudadas de- 
bieron ser ingresadas, dentro del plazo correspondiente, 
en el concepto citado. 

En el mes de junio de 1986, estando ya muy avanzados 
los trabajos de fiscalización y a instancia del Banco, se ha 
procedido, por parte de la Caja General de Depósitos, al 
ingreso de los importes repercutidos a los prestatarios por 
aplicación de los depósitos constituidos previamente. 

11.4. Adquisición de la CRUNA y la CECAR 

El Acuerdo Marco entre el Banco de Crédito Agrícola y 
las Cajas Rurales, suscrito el 19 de julio de 1983, estable- 
cía en la cláusula decirnosegunda la asunción por parte 
del Banco del compromiso de implantar progresivamen- 
te los servicios financieros comunes al Grupo Asociado 
que no fueron contemplados en las cláusulas anteriores, 
y el compromiso por parte de las Cajas Rurales de acep- 
tar que el Banco establezca los controles que estime con- 
venientes sobre los servicios financieros a que se refiere 
la citada cláusula y que, hasta entonces, venían siendo de- 
sempeñados por la Caja Rural Nacional y/o la Central de 
Cajas Rurales. 

Posteriormente, el Acuerdo de la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos sobre Saneamiento 

de Cajas Rurales, del 5 de marzo de 1984, en su apartado 
duodécimo, autoriza al Banco de Crédito Agrícola para 
que, si lo considera necesario, pueda llegar a un Acuerdo 
con la Caja Rural Nacional en orden a la disolución de la 
misma. En base a esta autorización, se iniciaron gestio- 
nes por parte del Banco que culminaron con la disolu- 
ción, no sólo de la Caja Rural Nacional, sino también de 
la Central de Cajas Rurales, y la adquisición de los acti- 
vos junto con la asunción de los pasivos de ambas enti- 
dades por parte del Banco. 

Con respecto a la CRUNA, el proceso que culmina con 
su disolución y el traspaso de sus activos y pasivos al Ban- 
co se inicia el 31 de mayo de 1984, en que el Presidente 
del mismo informa al Consejo de Administración que, a 
partir de la firma del Acuerdo Marco, del ano 1983, de- 
terminados miembros del Consejo Rector de la CRUNA 
formularon por escrito al Banco una propuesta para que 
se estudiase la transmisión, absorción o asunción del pa- 
trimonio, activo y pasivo, de la CRUNA por el Banco. De 
esta propuesta se informó a las autoridades financieras, 
lo que dio lugar a la autorización contenida en el Acuer- 
do de 5 de marzo de 1984 ya citado, en virtud de la cual 
el Banco inici6, con los representantes de la mayoría del 
Consejo Rector de la CRUNA, gestiones a efectos de cono- 
cer su situación patrimonial, facilitándose al Banco infor- 
mación sobre la situación económico-financiera de la en- 
tidad y practicándose una auditoría de la misma por par- 
te de los servicios del Banco. A su vez, el Presidente ex- 
puso que, a efectos de adquirir los activos y pasivos de la 
CRUNA, dado que legalmente el Banco no podía absor- 
berla con ampliación de capital ni podía tampoco adqui- 
rir participaciones de la citada entidad, cabían dos opcio- 
nes, consistentes, respectivamente, en realizar la opera- 
ción como una aportación de negocio a una sociedad anó- 
nima distinta del Banco, o como la venta directa de acti- 
vos y la asunción de pasivos de la CRUNA por parte del 
Banco, procediendo, previamente, aquélla a su disolución 
y liquidación. Esta última fue la solución propuesta por 
el Presidente del Banco, que preveía que la cantidad a pa- 
gar, por la diferencia entre activos y pasivos, fuese la de 
las aportaciones a capital social de la CRUNA, equivalen- 
te a 861 millones de pesetas. El Consejo de Administra- 
ción aprobó por unanimidad esta propuesta. 

Posteriormente, el dta 6 de junio de 1984, el Consejo Ge- 
neral del ICO autoriza la adquisición de los activos y pa- 
sivos de la CRUNA por el Banco en los términos expues- 
tos en la documentación presentada, que es la auditoría 
realizada a la CRUNA por el personal del Banco junto con 
el Acta del Consejo de Administración del día 3 1 de mayo, 
indicando la cantidad a pagar. La autorización del ICO 
es comunicada el día 14 de junio al Banco y ,  finalmente, 
el día 6 de julio tiene lugar la Asamblea General de la 
CRUNA en la que se acuerda su disolución, la venta de ac- 
tivos al Banco y el nombramiento de liquidadores. Ese 
.mismo día se firma la escritura pública en la que se rea- 
liza la operación. 

Por su parte, la secuencia de hechos conducentes a la 
adquisición de los activos de la CECAR se inicia el día 26 
de junio de 1984, cuando el Presidente del Banco informa 
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de modo análogo a como lo hizo con ocasión de la opera- 
ción realizada con la CRUNA, si bien en este caso no exis- 
tía la autorización expresa por parte de la Comisión De- 
legada del Gobierno para Asuntos Económicos, trámite 
que, según la Entidad, no era en este caso preceptivo por 
no estar la CECAR incluida en el Plan de Saneamiento de 
las Cajas Rurales. El Consejo de Administración del Ban- 
co aprueba unánimemente la adquisición de los activos y 
pasivos de la CECAR pagando una cantidad igual a la de 
las aportaciones a capital social y reservas de la entidad, 
equivalente a 275,8 millones de pesetas. 

Posteriormente, el dia 4 de julio de 1984, el Consejo Ge- 
neral del ICO autoriza la operación en los términos y pre- 
cios que figuran en el Acuerdo del Consejo de Adminis- 
tración del Banco, y que aparece incorporado al informe 
que sobre la CECAR ha elaborado el mismo, Esta autori- 
zación es comunicada al Banco el día 6 de julio, y final- 
mente, el día 13 tiene lugar la Asamblea General de la CE- 
CAR que acuerda la disolución de la entidad, la venta de 
sus activos y pasivos al Banco, así como el nombramien- 
to de liquidadores. Ese mismo día se firma la escritura pú- 
blica en la que se realiza la operación. 

Las comprobaciones realizadas en relación a estas ope- 
raciones son básicamente dos: por un lado, la verificación 
relativa a si dichas operaciones se han instrumentado en 
la forma en que habfan sido aprobadas y autorizadas por 
el Consejo de Administración del Banco y por el Consejo 
General del ICO, respectivamente, y, por otro lado, la ve- 
rificación referida a si la cantidad pagada en cada caso 
por el Banco responde a la realidad económico-financie- 
ra de los activos y pasivos incorporados a su patrimonio. 

La comprobación realizada con el objetivo de determi- 
nar la adecuación del importe pagado por el Banco a la 
CRUNA y a la CECAR, respectivamente, ha puesto de ma- 
nifiesto dos circunstancias: la primera, que no se ha po- 
dido llegar a establecer si aquél corresponde o no al va- 
lor real de lo adquirido, aunque razonablemente puede 
considerarse que no ha sido superior a éste; la segunda, 
que la determinación del valor de lo adquirido no se ha 
realizado con el rigor suficiente para que el precio resul- 
tante fuese la contraprestación equitativa de los activos 
y pasivos incorporados al patrimonio del Banco. 

Efectivamente, en la fiscalización no se ha podido de- 
terminar si el importe pagado a la CRUNA está ajustado 
al valor real de las adquisiciones realizadas, pues, aparte 
de las dificultades intrfnsecas a toda valoración de este 
tipo, no se ha dispuesto de documentación suficiente para 
ello. En este sentido, cabe destacar que la negociación ten- 
dente a determinar el importe a pagar, tomó como base 
una serie de ajustes que, en la auditorfa realizada por los 
servicios del Banco a la CRUNA, se hacfan en el Balance 
de ésta. 

No obstante, de las comprobaciones que han podido Ile- 
varse a cabo a efectos de analizar la procedencia de di- 
chos ajustes, se desprende que la determinación del valor 
de lo adquirido a la CRUNA y a la CECAR no se ha rea- 
lizado con el rigor suficiente, como ponen de manifiesto 
los hechos que a continuación se describen. 

El Balance de la CRUNA inclufa diversos créditos, en- 

tre los que se encontraban cinco cuyos importes nomina- 
les ascendían globalmente a 235 millones de pesetas, so- 
bre los que la citada entidad tenia dotada una Provisión 
para fallidos por 148 millones, lo que suponía que el va- 
lor neto contable por el que esos cinco créditos figuraban 
en el Balance de la CRUNA era de 87 millones de pesetas. 
En la auditoría realizada por el Banco se considera que 
son incobrables en su totalidad, por lo que se realiza un 
ajuste de cuantfa igual a su valor neto contable. Como 
consecuencia del ajuste, el Banco los adquirió el 6 de ju- 
lio de 1984 con un valor contable neto nulo. Sin embar- 
go, poco tiempo después, el Banco recuperó, en relación 
con estos créditos, la cantidad de 118 millones de pese- 
tas, teniendo lugar la recuperación el 29 de septiembre de 
1984 por importe de 75 millones de pesetas, y el 19 de ju- 
lio de 1985 por el resto, es decir, por 43 millones de pe- 
setas. La circunstancia de que se produjeran estas recu- 
peraciones indica que el ajuste practicado en su día su- 
puso una infravaloración excesiva de los créditos citados. 

Otro de los ajustes realizados por los servicios del Ban- 
co al Balance de la CRUNA consiste en una minusvalía 
efectuada a su patrimonio neto por importe de 200 millo- 
nes de pesetas en concepto de «Otras contingencias gene- 
ralesu. Solicitada la causa de este ajuste, se adjuntó un in- 
forme de la sociedad que asesora fiscalmente al Banco, en 
el que, sin entrar en la consideración de partidas concre- 
tas y en base a la utilización de hipotéticos márgenes de 
beneficios superiores al que resulta de la contabilidad de 
la CRUNA, se llega a una cuantía de posible contingencia 
fiscal próxima a la cifra por la que se practica el ajuste. 
Por otra parte, el citado informe tiene fecha de mayo 
de 1984, mientras que la auditoría de la CRUNA en la que 
se propone el ajuste citado se había realizado en el mes 
de abril. Como consecuencia de este ajuste, el patrimonio 
neto de la CRUNA y, por tanto, el valor que sirvió de base 
para determinar el importe a pagar por el Banco, dismi- 
nuyó en 200 millones de pesetas. Poco después, y según 
pone de manifiesto el informe de auditoría que el ICO rea- 
liza al Banco en relación con el ejercicio 1984, la Inspec- 
ción de Hacienda ha levantado actas a la CRUNA por el 
Impuesto de Sociedades para todos los ejercicios no pres- 
critos, por un importe global compensado de 5 millones 
de pesetas. De ello se desprende que el citado ajuste re- 
sultó excesivo en su importe. 

El tercer ajuste que es necesario destacar se refiere a 
una actualizaci6n del valor de los inmuebles de la CRU- 
NA, que ésta había realizado según las previsiones de la 
Ley 4411983, y en función de la cual había generado una 
Reserva por la plusvalfa derivada de la actualización de 
263 millones de pesetas. La auditorfa del Banco determi- 
na que la actualización se deshaga, desaparezca la Reser- 
va y, por tanto, disminuya el patrimonio neto contable de 
la CRUNA en los citados 263 millones de pesetas, sin que 
los motivos alegados para dicha determinación sean su- 
ficientes. 

Los ajustes realizados, considerados globalmente, pre- 
sentan los importes estrictamente necesarios para que el 
patrimonio neto contable de la CRUNA sea igual al de las 
aportaciones en capital social, y para que el patrimonio 
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neto contable de la CECAR sea igual al de las aportacio- 
nes en capital social y reservas. 

La segunda de las comprobaciones realizadas, antes 
aludidas, pretendía determinar si la instrumentación de 
las operaciones llevadas a cabo con la CRUNA y la CE- 
CAR ha respetado los términos en que fueron aprobadas. 
Así como en el caso de la CECAR-las diferencias son de 
carácter formal y,  presumiblemente, no tienen trascen- 
dencia material, en el caso de la CRUNA, junto con los as- 
pectos formales, se encuentran también diferencias de ca- 
rácter material que han podido tener influencia sobre-el 
equilibrio económico de la operación, aunque, razonable- 
mente, se puede considerar que los posibles efectos no han 
sido negativos para el Banco. 

En efecto, la adquisición de activos y asunción de pa- 
sivos a la CECAR difiere de lo aprobado por el Consejo de 
Administración del Banco que fue, a su vez, lo autorizado 
por el ICO. Esta autorización se hace en base a los esta- 
dos financieios,de la CECAR cerrados el 31 de mayo 
de 1984, mientras que la adquisición tuvo lugar el 13 de 
julio siguiente, habiéndose producido entre ambas fechas 
importantes modificaciones en el Balance de la CECAR, 
que no corresponden exclusivamente a las derivadas de 
las necesidades de la gestión diaria. Por un lado, el Ban- 
co procede a adquirir independientemente la mayor par- 
te de la cartera de valores de la CECAR, concretamente 
títulos por importe de 809,7 millones de pesetas, que se 
correspondían con los recursos que tenía el Consorcio de 
Cajas Rurales Locales y Comarcales, con anterioridad a 
la fecha de la operación global, pagando el importe cita- 
do. Esta forma de proceder determina, con independen- 
cia del aspecto formal, que el Banco no ha pagado 275,8 
millones de pesetas por el conjunto de activos y pasivos, 
tal como fue aprobado por el ICO, sino que ha satisfecho 
1.085,5 millones de pesetas por un conjunto de activos y 
pasivos diferentes, según cuál haya sido la utilización 
dtida por la CECAR a los 809,7 millones de pesetas reci- 
bidos por la venta individualizada de la cartera de valo- 
res. Por otra parte, en el Balance de la CECAR a 31 de 
mayo existía un saldo en Tesorería de 6.650 millones de 
pesetas, integrado, en su mayor parte, por depósitos efec- 
tuados en el mercado interbancario. De este saldo, en la 
operación global, sólo se transmite al Banco un importe 
de 119 millones de pesetas. La diferencia se explica por- 
que entre las dos fechas analizadas vencieron gran núme- 
ro de estos depósitos y se procedió a aperturarlos ya a 
nombre del Banco y porque, en los casos en que no ven- 
cían antes del 13 de julio, se procedió a cancelarlos anti- 
cipadamente y a abrirlos también a nombre del Banco. 
Estas circunstancias provocan, a su vez, que el conjunto 
de activos y pasivos incorporados al Banco el 13 de julio 
de 1984 no coincidiera con lo que fue aprobado y autori- 
zado, si bien no ha tenido efectos materiales, dado que, 
en este caso, la consecuencia final coincide con la pre- 
vista. 

La comprobaci6n efectuada respecto a la CRUNA reve- 
la, asimismo, que la autorización del ICO se hace en base 
a los estados financieros de la entidad cerrados a 29 de fe- 
brero de 1984, realizándose la operación el 6 de julio si- 
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guiente y habiendo tenido lugar, entre tanto, modificacio- 
nes importantes en el Balance de la CRUNA que no res- 
ponden, exclusivamente, a las derivadas de las necesida- 
des de la gestión diaria. 

Entre los activos que figuraban en el Balance de 29 de 
febrero y que no han sido finalmente adquiridos, se pue- 
den citar varios a título de ejemplo. Así, la CRUNA po- 
seía dos inmuebles que figuraban en aquel Balance; sin 
embargo, el Banco sólo adquirió uno de ellos, siendo 40 
millones el valor neto contable del edificio que, figuran- 
do en el Balance, no fue posteriormente adquirido. Por 
otra parte, la CRUNA tenía en el Balance de 29 de febre- 
ro una cartera de títulos por importe de 949 millones de 
pesetas, pero el Banco sólo adquirió 546 millones de 
pesetas. 

Otra de las partidas que se modifica es la de «Cuentas 
diversas acreedores, que, figurando en el Balance de 29 
de febrero por 5.087 millones de pesetas, se incorpora al 
pasivo del Balance del Banco el 6 de julio por 731 millo- 
nes de pesetas. En definitiva, existe un cambio sustancial 
entre los activos y pasivos que aparecían en la documen- 
tación que sirve de base a la autorización ¿el ICO y los 
que, efectivamente, se incorporan al Banco; a pesar de lo 
cual, el patrimonio neto contable resultante a una y otra 
fecha no varía, fundamentalmente porque se utiliza para 
ello la cuenta uOtras contingencias generales* que, figu- 
rando en la auditoría del Banco por 200 millones de pe- 
setas, se incorpora definitivamente a éste el 6 de julio, en 
la cuantía de 340 millones de pesetas, compensando, así, 
las variaciones habidas en el patrimonio neto como con- 
secuencia de los cambios existentes en la estructura de ac- 
tivos y pasivos. 

Desde otro punto de vista, una vez realizadas las ope- 
raciones de adquisición de los activos y pasivos de la 
CRUNA y la CECAR, surgen para el Banco determinadas 
tareas que derivan de las citadas adquisiciones, en con- 
creto, contabilizar las operaciones, por un lado, y,  por 
otro, cumplir las obligaciones tributarias inherentes a la 
adquisición. A efectos de comprobar el modo en que el 
Banco ha realizado estas tareas, se han efectuado diver- 
sas pruebas. 

La contabilización de las operaciones debería haberse 
realizado mediante la incorporación, a las cuentas de ac- 
tivo del Balance del Banco, de los diversos bienes mue- 
bles, inmuebles y créditos adquiridos y la incorporación,- 
a las cuentas de pasivo del Balance del Banco, de las di- 
ferentes obligaciones asumidas. Sin embargo, las compro- 
baciones realizadas indican que la Entidad no ha proce- 
dido de esta manera, cuando menos respecto a la adqui- 
sición más importante, que es la de la CRUNA. En este 
caso, el mismo día en que se realiza la compra de activos 
por 4.561 millones de pesetas y la asunción de pasivos por 
3.700 millones de pesetas, pagando a la CRUNA la dife- 
rencia de 861 millones de pesetas, en la contabilidad del 
Banco se efectúa un asiento en el que la contrapartida al 
abono es un Unico cargo en la cuenta representativa de la 
cartera de títulos por 861 millones de pesetas, con lo que 
la contabilidad no refleja la realidad de la operación. Esta 
situación se mantiene hasta el 3 1 de agosto, en que se tras- 
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pasa el citado importe de la cuenta representativa de la 
cartera de títulos a una cuenta de enlace, iniciándose un 
proceso de contabilización que, tal como se describe en 
el capitulo correspondiente a la organización contable, 
concluye con un sistema de incorporación contable que 
ha seguido un camino en sentido inverso al de la incor- 
poración económica, dado que, mientras desde esta pers- 
pectiva el Banco ha adquirido activos y ha asumido pa- 
sivos de la CRUNA, desde el punto de vista contable lo 
que se ha reflejado es la incorporación de las cuentas del 
Banco a la contabilidad de la antigua CRUNA. 

En la contabilización de las adquisiciones realizadas a 
la CRUNA y a la CECAR se ha comprobado la existencia 
de otro error complementario. Al efectuar dichas opera- 
ciones, el Banco ha incurrido en determinados gastos de 
adquisición por importe de 19,s millones de pesetas en la 
CRUNA y de 5,8 millones de pesetas en la CECAR, cons- 
tituyendo, la mayor parte de estos gastos, los pagos efec- 
tuados por el Impuesto sobre Transmisiones Patrimonia- 
les y Actos Jurídicos Documentados. Estos gastos surgi- 
dos en la adquisición de activos se llevan inicialmente a 
la cuenta de «Gastos amortidables)) pero, el 31 de diciem- 
bre de 1984, el Banco procede a regularizar la suma de 
los dos importes citados, cargándolos íntegramente a los 
Resultados del ejercicio. Esta forma de proceder, con in- 
dependencia de que no es correcta desde el punto de vis- 
ta fiscal, no resulta procedente desde el punto de vista 
contable, puesto que estos conceptos no son íntegramen- 
te gastos del ejercicio, sino que, en su mayor parte, de- 
bieron considerarse mayor valor de la inversión. 

Por otra parte, la adquisición de bienes y derechos efec- 
tuada por el Banco es un hecho imponible del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Do- 
cumentados, según establece el artículo 3:, 1, a), de la Ley 
32/1980, de 21 de junio, reguladora del citado tributo. 
Dada esta circunstancia, se procedió a comprobar en qué 
medida el Banco había cumplido con las obligaciones de 
presentar la declaración y practicar la autoliquidación, 
exigidas por las normas del citado Impuesto. 

Se ha comprobado que el contenido de las declaracio- 
nes presentadas por e1 Banco no se corresponde con la 
descripción de las operaciones realizada en las escrituras 

. públicas cuyas fotocopias fueron aportadas en la autoli- 
quidación, habiendo tributado como si se tratara de una 
absorción, en contra del principio consagrado en Derecho 
((nadie puede ir válidamente contra sus propios actos». 

Parece claro que la forma en que se describe, las ope- 
raciones en las declaraciones tributarias no refleja fiel- 
mente la verdadera naturaleza jurídica de las mismas, 
puesto que, en caso contrario, se estaría incumpliendo el 
artículo 44 de la Ley de Cooperativas de 1974 que no con- 
siente que se lleve a cabo la absorción de una Cooperati- 
va por una Entidad de distinta naturaleza jurfdica. 

Cabe destacar, finalmente, que el contenido de las de. 
claraciones presentadas por el Banco es contrario al se. 
tialado, comoxorrecto en varios informes emitidos por la 
sociedad que le asesora fiscalmente. 

11.5. Inversión en créditos 

Esta inversión merece especial análisis por constituir 
la actividad en la que se concreta el objeto social básico 
de la Entidad. Desde una perspectiva global, ya se ha des- 
crito el descenso que la inversión crediticia anual del Ban- 
co sufrió en el aíio 1983, descenso referido tanto a cifras 
absolutas, como a la importancia relativa que aquélla re- 
presentaba sobre la inversión total anual del Banco. A su 
vez, esta disminución tenía lugar con independencia de 
que las cifras de inversibn en créditos englobasen exclu- 
sivamente los créditos normales o incluyesen, a su vez, 
los excepcionales. 

Por otra parte, partiendo del saldo de las cuentas de 
Crédito del Banco al final del ejercicio 1984, excluyendo 
los no oficiales, puede observarse que su importe global, 
219.430 millones de pesetas, se divide entre los créditos 
directos, cuyo saldo es de 118.805 millones de pesetas, y 
los indirectos, con un importe de 100.625 millones de pe- 
setas, siendo estos últimos los que se conceden a través 
de las entidades financieras colaboradoras. A su vez, den- 
tro de los directos, el importe de los créditos normales, 
siempre a 31 de diciembre de 1984, es de 101.946 millo- 
nes de pesetas, repartidos en 46.430 créditos, mientras 
que el importe da!os excepcionales, concedidos de acuer- 
do con el artículo 37 de la Ley de Régimen del Crédito Ofi- 
cial, asciende a 16.859 millones de pesetas, repartidos en- 
tre 28.819 créditos. De estos datos, se desprende que la 
cuantía media de los créditos excepcionales es sensible- 
mente inferior a la de los normales, lo que resulta lógico 
teniendo en cuenta los motivos que conducen a la conce- 
sión de los primeros. 

Las comprobaciones realizadas en esta materia, se han 
parcelado en función de diversas facetas relacionadas con 
el proceso que sigue la inversión crediticia de la entidad. 
Así ,  se procede, en primer lugar, a estudiar las condicio- 
nes generales para la concesión de créditos, según la in- 
formación suministrada por la Guía de Préstamos de la 
Entidad; se describe, posteriormente, el proceso de tra- 
mitación de un crédito en base a las pruebas realizadas, 
con el fin de verificar el modo en que aquél se desarrolla 
hasta la concesión del mismo; después, se describen las 
comprobaciones efectuadas en relación con el proceso de 
administración, que incluye la gestión tendente al cobro 
de los intereses y amortizaciones vencidas, a la reclama- 
ción de los vencimientos impagados, las actuaciones prac- 
ticadas en caso de morosidad reiterada, asf como la con- 
tabilización de todas las circunstancias que concurren du- 
rante la vida de un préstamo; a su vez, se ha procedido a 
comprobar la evolución seguida durante el período fisca- 
lizado de determinados indicadores del grado de concen- 
tración de riesgos existente en la Entidad; y, finalmente, 
se ha comprobado la información suministrada' sobre la 
concesión de los créditos excepcionales, asf como las li- 
quidaciones presentadas al ICO por las pérdidas en que 
aquéllos han hecho incurrir a la Entidad. 
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11.5.1. Condiciones generales 

Las condiciones generales de los créditos de la Entidad, 
relativa a los prestatarios, a los importes, a los tipos de 
interés acordados por el Consejo de Ministros, garantías, 
etc., están contenidas en las propias normas del Banco, 
aunque, en determinados casos, estos criterios le vienen 
marcados por disposiciones de otros Organismos, básica- 
mente el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, 
en las dictadas para la regulación, fomento o reducción 
de determinadas producciones, así como para la reforma 
de estructuras industriales y comerciales. 

Los destinatarios de los créditos son personas físicas o 
jurídicas titulares de explotaciones agrarias y de pesca, 
así como las industrias derivadas de ambos sectores, in- 
cluyendo las sociedades agrarias de transformación, las 
comunidades de regantes, las agrupaciones de producto- 
res agrarios ... y, en general, todas las entidades asociati- 
vas agrarias. 

Los tipos de interés de los créditos son variables, de- 
pendiendo de la naturaleza del prestatario, de la cuantía 
del préstamo, del plazo de amortización, así como de su 
finalidad. Según la Guía de Préstamos aportada por la En- 
tidad, los tipos de interés aplicables a las nuevas conce- 
siones de créditos oscilan entre el 1 1  por ciento y el 15 
por ciento, al final del período analizado. 

Los importes de los créditos no están sometidos, en 
principio, a ningún límite, si bien las características pro- 
pias de cada uno de ellos condicionan el importe máximo 
que puedan alcanzar. Así, el importe máximo de los cré- 
ditos afectos a la realización de una inversión, está supe- 
ditado a la cuantía de la misma, de modo que, en el caso 
de empresarios particulares, el importe del crédito no 
puede superar el 70 por ciento del presupuesto aceptado 
de la inversión, porcentaje que se eleva hasta el 80 por 
ciento si el peticionario es una entidad agraria. Por su par- 
te; el importe máximo de los créditos que se conceden a 
industrias agrarias está condicionado por el volumen de 
recursos propios de la entidad peticionaria. 

Las garantfas admitidas son las aceptadas en Derecho. 
Así, pueden aportarse garantías hipotecarias sobre toda 
clase de fincas, avales solidarios de Bancos, Cajas de 
Ahorro, Cajas Rurales y de la Asociación de Caución Agra- 
ria, garantla personal solidaria de los socios en el caso de 
entidades agrarias y, asimismo, garantía pignoraticia de 
valores cotizados en Bolsa. 

Por último, las finalidades de los créditos, agrupados 
por conceptos similares, y las condiciones concretas, re- 
feridas a cada grupo, son las siguientes: 

- Mejoras: Contempla las de secano y las de regadío. 
Su finalidad es financiar inversiones de preparación y 
acondicionamiento del terreno, del regadío, así como im. 
plantanción de los mismos. Su límite cuantitativo oscila 
entre el 70 por ciento y el 80 por ciento del presupuesto 
aceptado de la inversión y el tipo de interés varía del 1 1  
al 13,s por ciento, con un plazo de reintegro de ocho aaos. 
- Implantanción de cultivos y aprovechamiento: Se 

destinan fundamentalmente para plantaciones forestales, 

pastos y frutales. Su cuantía oscila entre el 70 por ciento 
y el 80 por ciento del presupuesto aceptado, salvo el afec- 
to a la reconversión de comarcas olivareras, cuya finan- 
ciación alcanza al 90 por ciento. El tipo de interés oscila 
entre el 1 1  y el 14 por ciento y el plazo de reintegro varía 
de seis a veinte aaos, con 17 de carencia para plantacio- 
nes forestales de coníferas. 
- Explotaciones ganaderas e industrias agrarias y ali- 

mentarias: Financian la construcción y mejora de insta- 
laciones de carácter ganadero y las industrias agrarias y 
alimentarias, como las derivadas de alcoholes, aceites, 
lácteas, cárnicas, pecuarias y forestales. La cuantía de los 
créditos oscila entre el 70 por ciento y el 80 por ciento del 
presupuesto. El tipo de interés varía del 1 1  al 15,s por 
ciento, con plazo de reintegro de nueve aiíos y carencia 
de un aAo. 
- Adquisición de maquinaria: Su finalidad es la finan- 

ciación de maquinaria agrícola y los destinatarios pueden 
ser, además de las entidades y empresarios agrfcolas, las 
empresas de servicios en maquinaria de fibras textiles. Su 
cuantía varía entre el 70 por ciento y el 80 por ciento del 
presupuesto y su tipo de interés del 1 1  al 13,s por ciento. 
El plazo de reintegro es de seis aaos sin carencia. 
- Construcciones, otras mejoras rurales y comercio in- 

terior: Se destinan a financiar la obra civil e instalación 
de dependencias agrfcolas, así como la creación de cen- 
tros de contratación de productos agrícolas, pudiendo ser 
destinatarios los que se indiquen en las condiciones gene- 
rales, las entidades colaboradoras del SENPA y las con- 
cesionarias del Servicio Nacional del Cultivo y Fermen- 
tación del Tabaco. Su cuantta máxima varía del 70 por 
ciento al 80 por ciento del presupueto, los tipos de inte- 
rés del 12 al 15,s por ciento y el plazo de reintegro es de 
nueve anos, con uno de carencia. 
- De campatia: Se destinan a las entidades agrarias 

con el fin de que las mismas puedan anticipar a sus so- 
cios parte del valor de las cosechas entregadas para su al- 
macenamiento, transformación o comercialización y para 
financiar otros servicios cooperativos de campaña. El por- 
centaje máximo del crédito es del 70 por ciento del valor 
base estimado y su cuantía máxima 500.000 pesetas por 
socio, siendo su tipo de interés el 12 por ciento y el plazo 
de reintegro hasta de once meses sin carencia. 

Además, existe otro tipo de créditos, destinados a faci- 
litar el acceso a la propiedad de las tierras cultivadas di- 
recta y personalmente por los socios, asf como los conce- 
didos para instalación de agricultores jóvenes (menores 
de treinta y cinco años) y créditos de carácter excepcio- 
nal, como los otorgados con ocasión de grandes catástro- 
fes naturales (inundaciones, lluvias, pedrisco y similares). 

La distribución de la cifra de inversión crediticia man- 
tenida por el Banco, a 31 de diciembre de 1984, entre los 
grupos citados, denota que el 51 por ciento de aquélla está 
concentrada en los créditos de explotaciones agrarias e in- 
dustrias agrarias y alimentarias. Le siguen, en orden de 
importancia, los créditos para mejoras en secano y rega- 
dío, con un 13 por ciento de la inversión en créditos del 
Banco, y los créditos para construcciones, otras mejoras 
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rurales y comercio interior, con el 9 por ciento. Por otro 
lado, si se parte de la evolución seguida en el año 1984 res- 
pecto al anterior, se puede observar que la tendencia de 
crecimiento más rápido se produjo en los créditos para 
adquisición de maquinaria, seguido de los créditos para 
mejoras en secano y regadlo. 

11.5.2. Tramitación de los créditos 

El procedimiento que sigue un crédito desde que tiene 
lugar su solicitud hasta que se produce, en su caso, la con- 
cesión, puede resumirse del siguiente modo: 

Una vez presentada la solicitud, ésta se estudia por el 
Departamento de Gestión de Préstamos, que la traslada 
a la Subdirección de Concesiones y, una vez informada, 
si procede, por las Asesorías Jurídica, Financiera y Téc- 
nico-Agraria, la envía a la Dirección General de Présta- 
mos. La mencionada Dirección, una vez realizado el es- 
tudio correspondiente del expediente, decide según pro- 
ceda, y lo remite a la Secretaría del Consejo, que lo hace 
llegar al Consejo de Administración del Banco, para que 
éste tome el acuerdo que corresponda, en orden a la con- 
cesión, modificación o denegación de la operación. 

Con independencia de que el Consejo de Administración 
es el órgano que dispone de la facultad de conceder: los 
créditos, sin que haya límite respecto a la cuantía de los 
mismos, existen otros órganos con facultades de conce- 
sión. Así, por acuerdo del propio Consejo de Administra- 
ción de 18 de abril de 1972, se constituyó la Comisión Per- 
manente del mismo, con facultades para conceder prés- 
tamos en aquellas modalidades en que efectúe la propues- 
ta algún Organismo Oficial, por cuantías de hasta cinco 
millones de pesetas en los casos de acción concertada de 
ganado vacuno y en los tramitados a través de la Agencia 
de Desarrollo Ganadero, y hasta un millón quinientas mil 
pesetas en los forestales. Por acuerdo del Consejo de 28 
de junio de 1979, se ampliaron las facultades de dicha Co- 
misión en orden a la concesión de préstamos para la in- 
corporación de jóvenes agricultores, hasta un millón de 
pesetas. A su vez, el Presidente y los Directores Generales 
tienen autorización, por Acuerdo del Consejo de 7 de j i i -  

nio de 1983, para conceder créditos hasta el importe de 
cinco millones de pesetas. 

En relación con los informes preceptivos en la tramita- 
ción de los expedientes, la Entidad en diversas circulares 
tiene establecidos los siguientes criterios: 

El informe de la Asesoría Financiera se emitía, en un 
principio, únicamente en los casos de créditos con desti- 
no a inversiones en industrias agrarias en que, por su im- 
.porte y el carácter de persona jurídica del peticionario, 
se consideraba necesario por la Dirección el Banco. En ju- 
nio de 198 1 se elaboró una norma provisional que amplió 
la necesidad de emisión de dicho informe a las solicitu- 
des de peticionarios personas físicas. 

Además, según la clase de garantía que acompaña a 
cada préstamo, corresponde emitir informe a las distin- 
tas Asesorfas. Así, a la Asesoría Jurídica, para determina- 
das garantías, tanto reales como personales; a la Asesoría 
Financiera si se trata de garantías pignoraticias de valo- 
res cotizados en Bolsa y a la Asesoría Técnico-Agraria si 
se trata de garantía hipotecaria. Esta Asesoría realiza 
también, generalmente, estimación de las garantías per- 
sonales. 

Con el fin de conocer el grado en que estos trámites se 
cumplían, se procedió a seleccionar una muestra de cré- 
ditos concedidos por el Banco durante el período abarca- 
do por la fiscalización, solicitándose los expedientes com- 
pletos de los mismos. De las comprobaciones realizadas 
surgen determinados aspectos que han de ser descritos. 

Cada expediente consta de una ficha-registro del pro- 
cedimiento de tramitación, donde se relacionan todos los 
documentos que configuran dicho proceso. Sin embargo, 
la comparación entre los documentos incluidos en dicha 
relación y los que efectivamente se encuentran en el ex- 
pediente denota que, en determinados casos de los anali- 
zados, parte de aquéllos no figuran en el expediente 
correspondiente, habiéndolos aportado la Entidad con 
posterioridad. 

Respecto a los plazos transcurridos en el proceso ana- 
lizado, se ha observado que, para los créditos normales 
del Banco, el período medio de tiempo transcurrido entre 
la solicitud y el acuerdo de concesión es ligeramente su- 
perior a los tres meses, período que se reduce tratándose 
de créditos excepcionales, aproximándose, en este caso, a 
un mes de duración. Una vez concedido el préstamo, han 
de cumplimentarse los trámites tendentes a la formaliza- 
ción del mismo y a la recepción del importe correspon- 
diente por parte del prestatario, habiéndose comprobado 
que el período de tiempo transcurrido entre esta última 
circunstancia y el acuerdo de concesión supera, en algún 
caso, los dos meses. Con relación a estos plazos, se ha ob- 
servado que en el último ejercicio se ha producido una 
cierta agilización en los términos que ha reducido la du- 
ración de los mismos. 

En relación a las modificaciones que se producen sobre 
alguna condición del crédito, como cambios en las garan- 
tías de los mismos o reducción de su importe, se ha com- 
probado que en los expedientes no consta la suficiente jus- 
tificación documental acreditativa de los motivos que ori- 
ginan las citadas modificaciones, 

Finalmente, el examen de los expedientes de crédito in- 
cluidos en la muestra seleccionada demuestra que, en nin- 
gún caso, existe el informe del Servicio Central de Infor- 
mación de Riesgos del Banco de España, lo que indica 
que la Entidad, pese a poder utilizar los servicios de di- 
cho Organismo, no lo ha hecho, renunciando a un meca- 
nismo de garantfa sobre la solvencia de sus solicitantes 
y, en definitiva, de la buena recuperaci6n de los mismos. 
La Entidad manifiesta que, dadas las garantías exigidas 
a los peticionarios de los créditos y la escasa morosidad 
existente en la cartera del Banco, no era necesario utili- 
zar las posibilidades del citado Servicio, sin que descarte 
su futura utilización. 
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11.5.3. Administración de créditos 

Para comprobar todas las circunstancias que se produ- 
cen en relación con los créditos una vez que han sido con- 
cedidos, se procedió a seleccionar un grupo solicitando a 
la Entidad la respectiva ficha de facturación, referida a 
los ejercicios fiscalizados. Esta ha facilitado exclusiva- 
mente las fichas relativas al año 1984, aludiendo a que ya 
no disponía de las anteriores por haber sido borrada la in- 
formación del equipo informático, motivo que origina que 
la prueba realizada se encuentre con la citada limitación. 

Independientemente de esta circunstancia, las compro- 
baciones efectuadas han puesto de manifiesto varios he- 
chos que merecen ser analizados. 

En primer lugar, la Entidad, en lo que se refiere a co- 
misiones de demora, establece un procedimiento de con- 
trol'de'escaso rigor, ya que en los listados contables ana- 
lizados, aquéllas aparecen cuando el prestatario realiza 
el correspondiente pago del principal adeudado, pero no 
en caso contrario. Con este sistema, el Banco desconoce 
al final de cada ejercicio el importe exacto de las comi- 
siones devengadas, lo que no ocurriría si se contabiliza- 
sen periódicamente. 

En segundo lugar, se ha comprobado el mecanismo de 
las actuaciones seguidas por el Banco cuando se produ- 
cen casos de impagados. En este sentido, la Entidad, an- 
tes de presentar la demanda judicial contra el prestata- 
rio moroso que ha incumplido sus obligaciones, realiza 
una serie de requerimientos de carácter administrativo, 
a través del siguiente proceso: si, al vencimiento de los 
plazos, los importes respectivos no se satisfacen, se reali- 
zan en un período de ciento cinco días hasta tres reque- 
rimientos, recordando al prestatario que no ha satisfecho 
las cantidades vencidas del préstamo y,  a su vez, un es- 
crito en el que se hace constar la posible resolución del 
contrato por parte del Banco a tenor de lo dispuesto en 
las condiciones del mismo, declarando que, al estar ven- 
cida la operación, se exigirá el pago de la totalidad del ca- 
pital pendiente de amortizar, así como los intereses, co- 
misiones y recargos establecidos, si el prestatario no abo- 
na los importes de los plazos vencidos. Una vez trans- 
curridos los referidos ciento cinco días sin recibir noticias 
del prestatario, se remite el expediente al Departamento 
Jurídico, con el fin de iniciar los trámites judiciales 
correspondientes. N o  obstante, este Departamento aún 
agota un plazo de setenta y cinco días más, en los que re- 
mite al deudor unos escritos, requirihdole para que haga 
efectiva la deuda, antes de proceder judicialmente contra 
él. En el supuesto de que las anteriores medidas no die- 
sen resultado, la última acción realizada por el Banco 
consistente en promover la adjudicación de las garantías 
aportadas inicialmente por el peticionario del crédito, ga- 
rantías que, una vez propiedad del Banco, tienen como 
destino su realización con la finalidad de recuperar el im- 
porte de los préstamos. 

Se ha comprobado que, durante el período de la fisca- 
lización, han existido seis créditos respecto a los que se 
ha procedido a la adjudicación de garantías. Estos crédi- 
tos tenían un importe global de 94 millones de pesetas. y 

la adjudicación + sus respectivas garantías ha tenido lu- 
gar en todos los casos entre los ejercicios 1983 y 1984. Por 
otra parte, en los cuatro ejercicios fiscalizados no se ha 
producido la realización de ninguna de las fincas adjudi- 
cadas en ese período ni de las que poseía con anteriori- 
dad por el mismo motivo, lo que sí ha ocurrido durante 
1985 y 1986. 

En relación con esta materia, se ha procedido a com- 
probar si la contabilización seguida por el Banco respon- 
de a las normas de la Instrucción de Mecánica Operato- 
ria del ICO, por un lado, así como a comprobar determi- 
nados aspectos de su gestión que inciden en la actividad 
del Banco. 

En relación con la primera de las cuestiones, el Banco 
ha contabilizado incorrectamente la adyidicación de las 
garantías en cuatro de los seis casos que se han produci- 
do, dado que en ellos no ha incorporado a la cuenta uGa- 
rantías adjudicadas* la suma del valor del bien y todos 
los gastos incurridos por la Entidad como consecuencia 
de la adjudicación, según establece el epígrafe 2.2.25 de 
la IMO. En concreto, la diferencia entre el importe con- 
tabilizado por el Banco y el que debió contabilizar es de 
30 millones de pesetas, que se corresponde con los crédi- 
tos que a 31 de diciembre aún no se han dado de baja, 
manteniéndose indebidamente contabilizados a esa fecha. 

Por otra parte, se ha comprobado que, una vez adjudi- 
cadas las fincas, transcurre un largo período de tiempo 
hasta que el Banco procede a su venta, según se despren- 
de del cuadro número 7.  Así, si bien durante el período fis- 
calizado no se ha realizado ninguna enajenación, al ha- 
berse producido 8 ventas durante el alio 1985 y parte de 
1986, se ha comprobado que el plazo medio transcurrido 
entre la adjudicación al Banco y la realización de la ga- 
rantía adjudicada es superior a los siete años y medio, 
existiendo incluso el caso de una finca cuya venta se re- 
trasó más de diecinueve años. No obstante, en este aspec- 
to se aprecia una clara mejoría, habiéndose acortado los 
plazos sensiblemente en los casos de las fincas adjudica- 
das durante 1983 y 1984. 

Finalmente, en la comprobación de la realización de las 
garantías, se ha observado que existe una clara ausencia 
de conexión entre el importe recuperado por el Banco en 
la venta y la valoraci6n de la garantía realizada por los 
servicios técnicos de la Entidad a la solicitud del présta- 
mo. Así, en las ventas habidas, el precio de las mismas ha 
sido inferior a la valoración dada previamente por los ser- 
vicios técnicos del Banco, a pesar del tiempo transcurri- 
do y de su efecto sobre el valor de la moneda. Concreta- 
mente, la diferencia global entre la valoración de las ga- 
rantías y el importe recuperado ha superado los 51 millo- 
nes de pesetas, existiendo algún caso significativo, como 
es el de una finca en Paterna, provincia de Valencia, cuya 
valoración previa a la concesión del crédito, en 1979, fue 
superior a 43 millones, habiéndose vendido en 1985 en 
tan sdo 12,s millones de pesetas. Asimismo, cabe citar el 
caso de una finca en Peñafiel, Valladolid, que fue valora- 
da al solicitarse el crédito en 1975 en más de 15 millones 
de pesetas, habiéndose vendido en 1985 en sólo 6. Estos 
hechos revelan qxe, c) bien las enajenaciones de estas fin- 
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cas no se realizan en las condiciones de mercado, o las va- 
loraciones efectuadas en su día por los servicios técnicos 
del Banco no respondfan a la realidad, lo que redundarfa 
en la existencia de un riesgo latente para la Entidad por 
la sobrevaloración de las mismas. Debe tenerse en cuen- 
ta, no obstante, la escasa entidad que tienen los créditos 
cuyas garantias han tenido que adjudicarse en relación 
con el volumen de la cartera de créditos del Banco. (Cua- 
dro número 8.) 

En tercer lugar, la prueba realizada sobre la adminis- 
tracibn de los créditos, ha permitido comprobar la exis- 
tencia de un caso en que se ha seguido un proceso excep- 
cional, que es necesario describir: 

El Banco era titular de cuatro créditos por importes di- 
versos frente a 13 Sociedad Agraria de Transformación nú- 
mero 1.434, en situación de mora el 1 1  de julio de 1982. 
En esa fecha, el Consejo de Administración del Banco 
acordó la refundición de los cuatro préstamos en uno solo 
por el importe total de 453,7 millones de pesetas, y ga- 
rantfa mixta, estando garantizados 275 millones de pese- 
tas con aval del Banco de Andalucia y, el resto, con la ga- 
rantía hipotecaria de las instalaciones de Sevilla y Huel- 
va propiedad del deudor, valorándose en 122,7 millones 
de pesetas las de Sevilla y en 56 millones de pesetas las 
de Huelva, sin que de esta última valoración consten 
anteceden tes. 

Posteriormente, el Consejo de Administración del Ban- 
co, en su sesión de 25 de noviembre de 1982, accede a que 
se reduzcan las garantías que poseía en relación con el ci- 
tado crédito, desapareciendo la garantía hipotecaria so- 
bre las instalaciones de Huelva. 

Más tarde, y según los términos de la deliberación del 
Consejo, ante las dificultades arrastradas por la empresa 
que hacían inviable su funcionamiento con la estructura 
financiera que tenía, el Consejo de Administración acor- 
dó el 1 de febrero de 1984 requerir el pago a la entidad 
avalista, ingresando, poco después, el Banco de Andalu- 
cía la cantidad de 331 millones de pesetas, correspondien- 
te al principal y a los intereses por él avalados. A su vez, 
el 3 de abril del mismo año, el Consejo de Administración 
decide dejar en suspenso la ejecución de la parte del cré- 
dito garantizada con hipoteca hasta el final del año 1984. 

El 30 de octubre de ese año, el Consejo de Administra- 
ción acuerda, tras las negociaciones habidas con la enti- 
dad deudora y la Junta de Andalucia, que el préstamo 
analizado, cuyo saldo a 31 de agosto se dice que es 224,7 
millones de pesetas, no devengue intereses desde la fecha 
de dicho saldo hasta el 1-12-1984, a condición de que, an- 
tes de este último día, se formalice un nuevo préstamo 
que sustituya al anterior, y cuyo deudor fuese la nueva so- 
fiedad Producción Láctea de Andalucía uPROLANn. Debe 
Considerarse que este acuerdo del Consejo suponía que, 
en caso de producirse la nueva formalización, existiese 
upa condonación de intereses por importe de 6,5 millo- 
nes de pesetas. Sin embargo, la condición no se cumplió, 
por l o  que el Consejo, en su reunión del 26 de mayo de 
1985, acordó mantener la condonación de los citados in- 
tereses si la formalización del nuevo préstamos tuviese lu- 
gar antes de1.31 de mayo, lo que tampoco sucedió. Final- 
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mente, el 26 de enero de 1986, el Consejo de Administra- 
ción autorizó la subrogación en el préstamo, siendo el 
nuevo deudor la sociedad uPROLANP y fijándose el saldo 
del crédito en 254,4 millones de pesetas, que es el resul- 
tado de sumar el saldo existente al 31 de agosto de 1984 
y los intereses devengados desde el 1 de diciembre de 1984 
hasta el 21 de enero de 1986, fecha del acuerdo; por lo 
que, definitivamente, han sido condonados los intereses 
devengados en los meses de septiembre, octubre y no- 
viembre de 1984 por un importe de 6,5 millones de 
pesetas. 

En alegaciones, la Entidad ha manifestado que estimó 
que, condonando el importe citado, se consegufa que, 
ucon la menor pérdida para el Banco, quedara garantiza- 
da la devolución del capital,. 

' 

11.5.4. Concentración de los créditos directos 

Con el fin de comprobar la evolución seguida por el gra- 
do de concentración de la inversión crediticia de la Enti- 
dad durante los cuatro ejercicios fiscalizados, se ha pra- 
cedido a calcular los valores que adquirían, para estos 
años, los siguientes índices: El porcentaje que represen- 
tan las concesiones de créditos por importe superior a 50 
millones de pesetas en relación con el total de créditos 
concedidos, y el porcentaje que suponen los saldos de las 
cuentas de créditos de los cincuenta prestatarios de ma- 
yores cuantías sobre el saldo total de dichas cuentas. 

En el primer caso, los cálculos realizados indican que, 
hasta 1983, la importancia relativa de los créditos supe- 
riores a 50 millones de pesetas fue en aumento, dado que 
su número pasó de ser el 3,4 por ciento del total de cré- 
ditos concedidos por el Banco, en 1981, al 4,4 por ciento 
en 1983, mientras que, medido en importes, el peso rela- 
tivo de estos créditos pasó del 27 por ciento en 1981 al 
40,4 por ciento en 1983. Sin embargo, esta tendencia se 
quiebra en 1984, ejercicio en el que la importancia rela- 
tiva de este tipo de créditos descendió al 1,4 por ciento 
en número de concesiones y al 24,7 por ciento en importe 
de las mismas. En el cálculo de estos índices, no se han 
tenido en cuenta los créditos excepcionales, pues habrían 
desvirtuado el sentido de aquéllos por el carácter irregu- 
lar y la falta de periodicidad con que se producen en el 
tiempo. 

En el segundo caso, el peso relativo que representan 
para el Banco los cincuenta prestatarios de mayores cuan- 
tias se ha mantenido muy estable a lo largo del período 
analizado, dado que, en el año 1981, significaban el 11,3 
por ciento del total de las cuentas de crédito de la Enti- 
dad y, en 1984, el 10,l por ciento, como puede verse en el 
cuadro número 9. 

11.5.5. Concesión de créditos excepcionales 

El artículo 37 de la Ley 13/1971 de Régimen del Crédi- 
to Oficial prevé la posibilidad de que el Consejo de Mi- 
nistros acuerde la concesión de créditos excepcionales por 
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importantes motivos de .orden econ6mico o social. Estos 
créditos serán otorgados por la entidad oficial que deter- 
mipe’ el ICO en cada caso, se contabilizarán de modo se- 
parado y’las pérdidas que ocasionen serán objeto de una 
especial provisión presupuestaria. 

En el período abarcado por la fiscalizaci6nI el ICO ha 
designado al Banco de Crédito Agrícola como Entidad que 
habría de otorgar parte de los crCditos excepcionales de- 
rivados de las inundaciones que se produjeron en e1 Le- 
vante en 1982 y en el Norte en 1983 en base, respectiva- 
mente, a lo dispuesto en el Real Decreto-ley 2011982 y en 
el Real Decreto-ley 511983, ambos de medidas urgentes 
para reparar los daiios causados. 

Durante el aiio 1982, le fueron asignadas al Banco, para 
este fin, autorizaciones de crédito por importe de 8.400 
millones de pesetas, concediéndose 6.500 millones de pe- 
setas .y habiéndose formalizado, a fin de aiio, exclusiva- 
mente 3.358 millones de pesetas. Por su parte, durante el 
ejercicio 1983, le fueron asignadas autorizaciones de cré- 
dito por importe de 9.550 millones de pesetas, concedién- 
dose créditos por 7.933 millones de pesetas. De ellos, es- 
taban formalizados, a 31 de diciembre, 6.919 millones de 
pesetas. 

Respecto al número de créditos excepcionales concedi- 
dos por el Banco, existen cifras diferentes en diversos do. 
cumentos de la Entidad. Así, para el aiio 1962, mientras 
en la Memoria y en el apéndice estadístico de ésta se s e  
iiala que se concedieron 14.734 crCditos excepcionales, en 
el listado de concesiones que obra en poder del Tribunal 
suministrado por lb Subdirecci6n General de Concesio. 
nes, aparece que los créditos excepcionales concedidos 
fueron 7.586, a pesar de que el importe global concedidc 
coincide en ambos casos. Se ha verificado que la diferm 
cia se debía a la existencia, en el listado de concesiones 
de nueve créditos ficticios, con los números 401.999 
409.999, 419.999, 429.999, 439.999, 449.999, 469.999 
479.999 y 489.999, y cuyos importes totales alcanzan la ci 
ha de 3.142 millones de pesetas, que coincide con el im 
porte de créditos pendientes de formalizar a 31 de di 
ciembre de 1982. Por tanto, la cifra correcta del númen 
de créditos concedidos es la qcie aparece en la Memoria 1 
en su aptndice estadístico, mientras que en el listado dc 
concesiones de cdditos figura un número menor del quc 
realmente se ha otorgado, al estar repartido el importe dc 
los 7.157 crkditos, concedidos y no formalizados en el aiio 
entre los nueve créditos ficticios citados. 

Con respecto al ejercicio 1983, tanto en la Memoria de 
Banco como en su apéndice estadístico, se adopta el cri 
terio utilizado el aiio anterior en el listado de concesio 
nes de créditos, con lo que, para este ejercicio, son err6 
ncas las cifras de concesiones de créditos excepcionale! 
contenidas en todos los documentos del Banco. En con 
creto, mientras que el número de estos créditos fue dc 
15.702, en la Memoria y en el listado de concesiones apa 
rece la cifra de 13.41 1. De nuevo se reparte el importe dc 
los créditos no incluidos en la cifra dada, entre una seric 
de créditos ficticios, concretamente los senalados con 102 
números 381.999, 383.999, 385.999, 387.999, 389.999 
391.999 y 393.999. 

Con independencia del defecto formal que supone la 
~parici6n en los listados de unos cdditos inexistentes cu- 
los importes engloban los de otros muchos, el Banco ohu- 
:e una informaci6n endnea sobre su actividad crediticia 
:n esta parcela concreta, a nivel global y en aspectos ta- 
,es como distribución por provincias, por importes, et- 
:&era. 

La Entidad, en alegaciones, ha seiialado que, por la ur- 
gencia en la tramitación de estos &ditos excepcionales, 
EU tramitación, concesi6n, formalizaci6n y pago se llevb 
B cabo directamente por agentes desplazados a los luga- 
res en que ocurrieron las inundaciones, procesándose des- 
pués, globalmente, los expedientes por términos munici- 
pales al cierre de cada ejercicio, ocasionándose los erro- 
res citados. 

Por su parte, en relaci6n con la especial provisión pre- 
supuestaria prevista para estos créditos, la Instrucci6n de 
Mecánica Operatoria establece que las cuentas de gastos 
y productos correspondientes a estas operaciones se regu- 
larizarán directamente entre sí, cargándose o abonándo- 
se su resultante a una cuenta denominada *Resultado cré- 
ditos excepcionales del ejercicio* que, en caso de presen- 
tar saldo favorable a la Entidad, dará lugar a la compen- 
saci6n correspondiente del 1CO por las pérdidas en que 
se haya incurrido, a cuyos efectos se enviará al Instituto 
la documentaci6n relativa a la liquidaci6n de los resulta- 
dos de dichas operaciones. 

Respecto a estas liquidaciones, se ha comprobado que 
su realizaci6n se adecuaba a las normas aplicables en 
cada caso en los ejercicios 1981, 1982 y 1983, presentan- 
do, sin embargo, el ejercicio 1984 ciertas peculiaridades: 
Durante 1981 y 1982 la liquidaci6n de las pérdidas en que 
incumó el Banco, como consecuencia de los créditos ex- 
cepcionales. se hizo en base a la diferencia entre los inte- 
reses activos y pasivos para el mismo, aplicando los coe- 
ficientes de gastos de gesti6n en la forma prevista en la 
Instrucci6n de Mecánica Operatoria. Por su parte, la li- 
quidaci6n correspondiente al aiio 1983 se realiz6 aplican- 
do las normas y coeficientes previstos a tal fin en la Co- 
municación A-28 del ICO de 31 de mayo de 1984. Final- 
mente, el Real Decreto 243411985, de 4 de diciembre, re- 
gula el pmedimiento de liquidación de las pérdidas pro- 
ducidas a las entidades oficiales de crédito por las opera- 
ciones excepcionales previstas en los Reales Decretos-Le- 
yes 20/82,21/82,5183 y 7183, debiéndose aplicar en las li- 
quidaciones correspondientes a los ejercicios 1984 y si- 
guientes, según establece su disposición final quinta. La 
misma norma determina, en su disposición final cuarta, 
que los gastos atribuibles a estas operaciones de cddito 
se liquidarán en la forma y cuantías que se setialen por 
el Ministerio de Economla y Hacienda. En la liquidaci6n 
presentada por el Banco al equipo fiscalizador referente 
a 1984 se comprob6 que la Entidad utilizaba, en la impu- 
taci6n de gastos, los mismos criterios que en el atio ante- 
rior, es decir, los contenidos en la Comunicación A-28 del 
ICO. Solicitada aclaracih de esta circunstancia, el Ban- 
co manifestó que se debía B que el Ministerio de Econo- 
mía y Hacienda no había desarrollado el modo y cuan- 
tías de imputaci6n de los gastos de gesti6n, por lo que la 
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practicada para 1984 siguió los antiguos criterios, man- 
teniendo todavla un carácter provisional y considerando 
la Entidad que no estaban derogados hasta tanto no se 
dictasen los nuevos. 

111. FINANCIACION 

111.1, Ampliación de capital 

El Banco de Crédito Agrfcola procedió a aumentar su 
cifra de Capital Social, en el mes de julio de 1983, en el 
importe de 5.000 millones de pesetas. Este aumento se 
trató en la reunión del Consejo de Administración del 23 
de junio de 1982. 

Posteriormente, un informe del ICO consideraba que el 
saldo que, objetivamente, debfa mantener el Fondo de 
provisión de fallidos, a 31 de diciembre de 1982, era de 
5.700 millones de pesetas, señalando, a su vez, que el sal- 
do no debería ser inferior a 3.500 millones de pesetas, por 
lo que se contempló que la diferencia entre la ampliación 
de capital que se realizara y la que pudiera realizarse 
manteniendo el Fondo de provisión de fallidos en los ci- 
tados 3.500 millones de pesetas, fuese cubierta con sus 
propias Reservas. 

El 26 de enero de 1983, el Consejo de Administración 
del Banco acordó cifrar en 3.500 millones de pesetas la 
cuantía del Fondo de provisión de fallidos, así como «que 
se amplíe el capital del Banco en 5.000 millones de pese- 
tas con cargo a la cuenta de Reservas, una vez dotada ésta 
en cuantfa suficiente con cargo al Fondo de provisión para 
fallidosu, modificando, consecuentemente, el artículo 5.0 
de los Estatutos Sociales. 

El 25 de marzo de 1983, la Junta General Universal Ex- 
traordinaria de Accionistas del Banco, constituida confor- 
me, al artículo 55 de la Ley de Sociedades An6nimas, 
adoptó los acuerdos que en el mismo sentido había toma- 
do anteriormente el Consejo de Administración el 26 de 
enero de 1983. 

En base a estos acuerdos, el Banco procede, en el mes 
de julio de 1983, a realizar un doble traspaso contable. 
Primero, efectúa un traspaso por impqrte de 5.323,2 mi- 
llones de pesetas desde el Fondo de provisión para falli- 
dos a la cuenta de Reservas. En segundo lugar, realiza el 
traspaso, por importe de 5.000 millones de pesetas, desde 
la cuenta de Reservas a la de Capital, donde se refleja el 
aumento de éste. 

En el primero de los traspasos descritos se producen 
dos errores contables. En efecto, por un lado se realiza un 
cargo en el Fondo de provisión para fallidos que contra- 
viene lo dispuesto en la IMO, que en su epígrafe 2.2.12 es- 
tablece que «será motivo de cargo en esta cuenta su apli- 
cación a compensar los referidos fallidos...)), motivo que 
ha estado ausente en la operación descrita. Por otra par- 
te, se ha realizado un abono en la cuenta de Reservas que 
también está en contradicción con la IMO, puesto que, en 
su epígrafe 2.3.14, prevé que «la cuenta Fondo de reserva 
recogerá la parte de los beneficios que le fueran aplica- 
bles en cumplimiento de los acuerdos de la Junta Gene- 

I) 

ral de Accionistas)), motivo que también ha estado ausen- 
te en la operación analizada. 

En definitiva, el traspaso de 5.323,2 millones de pese- 
tas del Fondo de provisión para fallidos a Reservas in- 
cumple doblemente las directrices contenidas en la IMO, 
norma contable que ha de seguir el Banco. El traspaso ci- 
tado tampoco se adecua a las normas contenidas en 'el 
Plan General de Contabilidad, ni a la Circular 16/1982 del 
Banco de España. En el supuesto de que la situación del 
riesgo de la cartera de créditos del Banco hubiera descen- 
dido notablemente, el importe considerado excesivo del 
Fondo de provisión para fallidos hubiera debido anularse 
con abono a la cuenta de Resultados del ejercicio y no a 
la de Reservas, cuenta que ha de incrementarse como con- 
secuencia del reparto de un beneficio del ejercicio, pero 
en ningún caso del modo que lo hizo el Banco. 

111.2. Fondo de reserva 

Durante el periodo abarcado por la fiscalización el Fon- 
do de reserva del Banco ha aumentado considerablemen- 
te, dado que el 1 de enero de 1981 era de 1.182 millones 
de pesetas y el 31 de diciembre de 1984 de 7.885 millo- 
nes de pesetas. Este aumento es fruto de una serie de tras- 
pasos contables, dándose la circunstancia de que la ma- 
yor parte de ellos son incorrectos, si bien resultan de la 
aplicación de decisiones del Consejo de Administración 
del Banco que, en ocasiones, incluso han sido autorizados 
por el ICO. 

El aumento del Fondo de reserva del Banco es conse- 
cuencia de un conjunto de abonos en esta cuenta por im- 
porte global de 11.702 millones de pesetas y de un cargo 
en la misma por 5.000 millones. Este último deriva de la 
ampliación de capital con cargo a Reservas que tuvo lu- 
gar en el Banco en el ejercicio 1983. 

Las dotaciones al Fondo de reserva del Banco produci- 
das en el período fiscalizado, se pueden desglosar según 
el siguiente detalle: 2.646 millones de pesetas han sido do- 
taciones con'cargo a los Resultados no distribuidos de los 
respectivos ejercicios; 174 millones de pesetas se han do- 
tado provenientes de la actualización de activos que rea- 
liza el Banco en el ejercicio 1983: 109 millones de pesetas 
se corresponden con una dotación de la cuenta «Pagos 
pendientes» y, finalmente, 8.773 millones de pesetas con 
el resultado de los traspasos al Fondo de reserva de las 
cuentas de Provisiones para fallidos. 

Las dotaciones con cargo a los beneficios no distribui- 
dos es el único de los movimientos que se encuentra pre- 
visto de modo expreso en la IMO. En este caso, el Banco 
ha actuado correctamente y las dotaciones son el resulta- 
do de aplicar los acuerdos que en materia de distribución 
de beneficios ha adoptado la Junta de Accionistas, de 
acuerdo a lo preceptuado en el artículo 35 de los Estatu- 
tos de la Entidad. 

El aumento de las Reservas del Banco por la actualiza- 
ción de sus activos, utilizando el mecanismo previsto en 
la Ley de Presupuestos Generales del Estado de 1983, pre- 
senta la característica de que, al no haber cumplido los 
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requisitos exigidos en la citada norma y sus disposiciones 
reglamentarias, no puede acogerse a los beneficios deri- 
vados de la Ley presupuestaria. En consecuencia, si bien 
la actualización de sus activos es algo que el Banco pue- 
de efectuar voluntariamente en cada momento, la deno- 
minación de la subcuenta ~Actualización-Ley de Presu- 
puestos 1983s es incorrecta. 

Las dotaciones a la Reserva que, por importe de 8.773 
millones de pesetas, se realizan provenientes de las cuen- 
tas de Provisiones son totalmente erróneas, dado que este 
traspaso directo iricumple lo previsto en la IMO, así como 
las normas básicas de la contabilidad. Por otra parte, esta 
forma de proceder del Banco desvirtúa la información que 
sobre la realidad económica del mismo presentan sus es- 
tados financieros, dado que está disminuyendo el benefi- 
cio obtenido por la Entidad. No obstante, ésta manifiesta 
que el citado movimiento contable se realizó con la auto- 
rización del ICO. 

Finalmente, en la dotación de 109-millones de pesetas 
provenientes de la cuenta aPagos pendienteso, se observa 
el siguiente proceso: En base a un acuerdo del Consejo de 
Administración, en la contabilidad del Banco se realiza, 
el 3 1 de diciembre de 1980, una periodificación de gastos 
por importe de 160 millones de pesetas, de los que 100 mi- 
llones se corresponden a la Previsión del pago de impues- 
tos y gastos derivados de la segunda emisión de cédulas 
agrarias, efectuada durante el ejercicio, y 60 millones a 
la Previsi6n del pago de impuestos y gastos derivados de 
la ampliación de capital realizada también durante el 
mismo aiio. 

Posteriormente, con cargo a la cuenta .Pagos pendien- 
tes», donde se recogen estas Provisiones, se efectúan du- 
rante el año 1981 unos pagos por 51 millones de pesetas, 
de los que 49 millones corresponden al pago del Impues- 
to sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurfdicos 
Documentados debido a la ampliación de capital. Por tan-' 
to, el saldo de la cuenta «Pagos pendientes)) era de 109 mi- 
llones de pesetas. En relación con éste, en la sesión del 
Consejo de Administración del dfa 31 de marzo de 1982, 
se indica que, con motivo de la última ampliación de ca- 
pital del Banco, efectuada en 1980, se retuvo una canti- 
dad para pagar impuestos y ,  una vez satisfecha la totali- 
dad de las obligaciones derivadas de aquel acto, se pro- 
pone al Consejo que el saldo no utilizado, los citados 109 
millones de pesetas, se traspase a la cuenta de Fondo de 
reserva, a la vista de lo dispuesto en la Comunicación A-15 
del ICO, de 13 de marzo de 1980, propuesta que fue apro- 
bada por el Consejo. 

En relación con este proceso deben señalarse varios as- 
pectos: En primer lugar, a pesar de la información sumi- 
nistrada al Consejo, no estaban satisfechas la totalidad de 
las obligaciones objeto de periodificación, puesto que no 
se habla procedido a ingresar el Impuesto de Transmisio- 
nes Patrimoniales que gravaba la emisión de cédulas 
agrarias y cuya cuota a pagar ascendía a 90 millones de 
pesetas. En segundo lugar, la Comunicación A-15 del ICO 
prevé el traspaso a Reservas del remanente de las Previ- 
siones de gastos relacionados con la ampliación de capi- 
tal, pero nada dice respecto a las Previsiones de gastos re- 

. 

lacionados con la emisión de cédulas. Por tanto, en base 
a la citada Comunicación, el Banco debió hacer un tras- 
paso al Fondo de reserva por 9 millones de pesetas en lu- 
gar de por 109 millones, sin perjuicio de que lo dispuesto 
por el ICO en este caso no se ajusta a las normas conta- 
bles de uso habitual. 

Las dotaciones a la Reserva realizadas por el Banco que 
resultan incorrectas ascienden a 8.873 millones de pese- 
tas, el 76 por ciento del total de las dotaciones efectuadas 
en el período de fiscalización. 

111.3. Amortización del inmovilizado 

En el cálculo de las dotaciones a la amortización del in- 
movilizado material, el Banco aplica los coeficientes que 
le vienen seíialados por el ICO en el epígrafe 2.2.26 de la 
instrucción de Mecánica Operatoria. Dado que los cita- 
dos coeficientes están ajustados a los previstos en la OM 
de 23 de febrero de 1965 del Ministerio de Hacienda, las 
dotaciones efectuadas por el Banco se encuentran, por 
este concept'o, dentro de los limites fiscales. 

Las incidencias detectadas en el examen de las dotacio- 
nes anuales a la amortización del inmovilizado material 
efectuadas por el Banco son de cuatro tipos: 

En primer lugar, durante los ejercicios 1981, 1982 y 
1983; las respectivas dotaciones han sido contabilizadas 
en la cuenta ((Gastos de material y servicios)), contravi- 
niendo lo dispuesto en el epígrafe 2.4.10 de la IMO que 
establece que dicho concepto ha de reflejarse en la cuen- 
ta uOtros gastos)). 

En segundo lugar, el análisis de la diversa documenta- 
ción legal del Banco pone de manifiesto la existencia de 
contradicciones entre las cifras contenidas en ella. Asf, la 
dotación a la amortización del inmovilizado material 
correspondiente a 1984 sería de 99,4 millones de pesetas, 
según la cuenta de Resultados incluida en la Memoria de 
dicho año. Sin embargo, según consta en la declaración 
tributaria presentada por el Banco el 20 de mayo de 1985, 
correspondiente al Impuesto sobre Sociedades-1984, la 
dotación de dicho ejercicio es de 96,9 millones de pese- 
tas. Analizada la diferencia se observa que la cifra erró- 
nea es la incluida en la Memoria, que no coincide con la 
documentación contable al haberse agregado indebida- 
mente una partida de 2,s millones de pesetas correspon- 
diente a gastos de emisión de las cédulas agrarias. 

En tercer lugar, en la cuantificación de la dotación del 
ejercicio 1984 ha existido un error en el cálculo de la 
correspondiente a un inmueble adquirido a la Caja Rural 
Nacional. En efecto, dicho inmueble fue adquirido en el 
mes de julio. Posteriormente, en el mes de octubre, el Ban- 
co satisfizo 1 I,7 millones de pesetas como pago del Arbi- 
trio Municipal sobre Incremento del Valor de los Terre- 
nos, tributo que era a su cargo como consecuencia de lo 
pactado en la escritura pública de adquisición. Dicho im- 
porte es incorporado como mayor coste de adquisición, 
tal como prevé el epfgrafe 2.2.23 de la IMO. El error an- 
tes aludido consiste en que la dotación a la amortizaci6n 
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por este mayor coste se efectuó por todo el año, sin tener 
en cuenta el verdadero perfodo de permanencia del mis- 
mo, como señala la Instrucción en su epígrafe 2.2.26. La 
consecuencia de este error es un exceso en la dotación de 
175,500 pesetas. 

En cuarto lugar, durante el período abarcado por la fis- 
calización, el Banco no ha procedido a desglosar el valor 
de sus inmuebles entre los conceptos de terrenos y edifi- 
caciones a efectos de practicar las amortizaciones, sino 
que ha aplicado los coeficientes correspondientes al valor 
global, lo que conduce, durante los cuatro ejercicios ana- 
lizados, a una indebida amortización de los terrenos. To- 
mando como base el valor imputado a los mismos por el 
Banco a partir de 1985, el exceso de amortizaciones que 
se ha producido durante los ejercicios 1981, 1982, 1983 y 
1984 supera los tres millones de pesetas, de los cuales la 
mayor parte se concentra en el último ejercicio, provo- 
cando, a su vez, que exista un gasto indebidamente dedu- 
cido en la ‘declaración del Impuesto sobre Sociedades 
correspondiente a dicho año. A partir de 1985, el Banco 
deja de practicar la amortización sobre los terrenos, sub- 
sanándose el defecto citado. 

111.4. Provisión para regularización de créditos 

Los criterios que debe seguir el Banco en la dotación 
de esta Provisión le vienen marcados por las Comunica- 
ciones del ICO, en concreto, en el período abarcado por 
la fiscalización existen dos Comunicaciones aplicables, la 
A-74, de 3 1 de diciembre de 1979, para los ejercicios 198 1 ,  
1982 y 1983, y la Comunicación A-69, de 21 de diciembre 
de 1984, para este último ejercicio. 

En la primera de las Comunicaciones citadas se prevé 
la constitución de un Fondo de provisión en base a la apli- 
cación, sobre el saldo de las cuentas de crédito, de diver- 
sos coeficientes que varfan según la clase de riesgo. Pero, 
además, en dicha Comunicación se señala que «es indu- 
dable que no es factible alcanzar en su totalidad la cuan- 
tia del Fondo que resulte de aplicar la normativa anterior 
en este ejercicio, por lo que cada Entidad deberá destinar 
al Fondo una cifra adecuada en función de su cuenta de 
Resultadosu, sin tener en cuenta la incorrección técnica 
que supone el condicionar la constitución del Fondo de 
provisión a la obtención de Resultados. Por otra parte, 
con respecto a esta Provisión para regularización de cré- 
ditos, la Instrucción de Mecánica Operatoria establece en 
su epígrafe 2.13.12 que aserá motivo de cargo en esta 
cuenta su aplicación a compensar los referidos fallidos, 
hasta el limite máximo del saldo de la misma». 

En el ejercicio de 1981, la dotación al Fondo de provi- 
sión acordada por el Consejo de Administración fue de 
3.500 millones de pesetas, lo que supuso un 75,2 por cien- 
to del beneficio anterior a la dotación. Con el importe ci- 
tado, el saldo de la cuenta de Provisión.alcanzó la cifra 
de 8.099,4 millones de pesetas. 

En el ejercicio de 1982, la dotación al Fondo de provi- 
sión, efectuada según el acuerdo de los Administradores, 
fue de 723,9 millones de pesetas, lo que representó el 50 

por ciento del beneficio antes de la dotación. A fin de ejer- 
cicio, el saldo de la cuenta de Provisión era de 8.823,3 mi- 
llones de pesetas. 

En el ejercicio de 1983, el Consejo de Administración, 
en reunión del 7 de diciembre, consideró que «con objeto 
de fijar la cuantía del Fondo de provisión de fallidos de 
acuardo con la normativa vigente del Banco de España, 
se han llevado a cabo los estudios financieros pertinen- 
tes ..., en razón de lo cual, y a tenor de la normativa del 
Banco de España, resulta suficiente destinar la cantidad 
de 850 millones de pesetas a tales fines». Ahora bien, para 
alcanzar dicho importe en el saldo de la cuenta de Provi- 
sión, se efectúa una dotación de 800 millones de pesetas, 
debido a que durante el ejercicio se aplicaron 8.773,2 mi- 
llones de pesetas, importe éste que fue traspasado al Fon- 
do de reserva del Banco. 

El traspaso citado, por lo que se refiere a la cuenta de 
Provisiones (respecto a Reservas se analiza en otro mo- 
mento), contradicejo establecido en el epígrafe 2.13.12 
de la IMO, que es la norma que ha de seguir el Banco, sin 
que, por otra parte, el traspaso contable efec’tuado resul- 
te amparado por la Circular 1611982 del Banco de h p a -  
ña, ni por el Plan General de Contabilidad. Debe tenerse 
en cuenta que los riesgos del Banco de Crédito Agrícola 
no han disminuido y que no existe Justificación para que 
el saldo de la cuenta de Provisión disminuya en un 90 por 
ciento con travinieiido, además, el procedimiento conta- 
ble aplicablc al Banco. Cabe recordar, además, que el 26 
de enero de 1983 el Consejo de Administración del Banco 
había cifrado en 3.500 millones de pcsetas la cuantia ne- 
cesaria para el Fondo de provisión para fallidos. 

En el ejercicio 1984, es aplicable la Comunicación del 
ICO A-69, de 21 de diciernbre de dicho año. Esta norma 
establece una serie dc coeficientes y criterios para cuan- 
tificar el saldo que debe presentar la cuenta de Provisión 
para regularización de créditos, considerando que «en 
cualquier caso, el saldo ... no podrá ser inferior al 1,s por 
ciento de las inversiones crediticias y riesgos de firma, ex- 
cluidas las que presenten garantía real,, quedando fuera 
de la aplicación de la citada Comunicación los créditos 
en gestión, los créditos excepcionales amparados en el ar- 
tfculo 37 de la Lcy 13í1971 y los concedidos con ariterio- 
ridad a la fecha de constitución del Banco en Sociedad 
Anónima. 

’Según cálculos efectuados cn el Banco, el saldo de la 
cuenta de Provisión, cuantificada conforme al criterio an- 
terior, sería de 2.464 millones de pesetas, para lo cual, y 
dado el saldo que ya tenla dicha cuenta (en razón, en par- 
te, dc las Provisiones procedentes dc la CRUNA y la CE- 
CAR), el importe neto de la dotacióii en 1984 fue 1.093,8 
millones de pesetas. 

La actuación del Banco reduciendo considerablemente 
la cuantía de la Provisión en 1983 para, en el mismo ejer- 
cicio y en el siguiente, aumentarla de forma significativa, 
no resulta consistente. dado que, sin entrar a cuestionar 
cuál debiera ser el importe final de la citada Provisión, la 
reducción y la inmediata dotación de la misma ponen de 
manifiesto que aquélla fue excesiva o &Sta innecesaria. 

Además, ha de tcnerse en cuenta que el ejercicio 1983 
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fue el último en que el Banco estuvo exento del Impuesto 
sobre Sociedades, dado que en 1984 la Entidad comenzó 
a tributar por el mismo, razón por la que los hechos co- 
mentados pudieran haber tenido trascendencia tribu- 
taria. 

111.5. Dotaciones del ICO 

La obtención por el Banco de recursos financieros a tra- 
vés de dotaciones del ICO está prevista en la Ley 1311971 
con una doble opción, puesto que se contemplan dotacio- 
nes normales y excepcionales. Las primeras tienen por ob- 
jeto servir para la atención de la actividad crediticia tí- 
pica del Banco, en tanto que con las segundas se preten- 
de hacer posible la acción extraordinaria del Banco, pre- 
vista en el artículo 37 de la citada Ley 13/1971, al indicar 
que cuando razones de orden económico o social lo acon- 
sejen, el Consejo de Ministros, a través de la entidad ofi- 
cial de crédito designada al efecto por el ICO, podrá con- 
ceder créditos excepcionales. Por otra parte, el Banco 
también obtiene recursos del ICO en relación con los Pro- 
gramas de Desarrollo Ganadero, encontrándose contabi- 
lizados estos fondos en el epígrafe independiente aOtros 
recursos» dentro de las dotaciones del Instituto. 

Al 31 de diciembre de 1984 existen contabilizadas en el 
Balance del Banco dotaciones normales del 1CO por im- 
porte de 155.551 millones de pesetas, dotaciones excep- 
cionales por 16.691 millones, y aOtros recursos» en la 
cuantía de 1.182 millones de pesetas. 

A partir de la comprobación de la forma en que se con- 
tabiliza la obtención de estos recursos, su amortizaci6n, 
los intereses que devengan, etc., se ha observado el me- 
canismo básico de funcionamiento de las dotaciones del 
ICO durante el período de la fiscalización. Este mecanis- 
mo, en síntesis, se basa en la existencia de tres normas de 
actuación de carácter general, fijadas según los acuerdos 
del Instituto: 

La primera consiste en que, al producirse el vencimien- 
to de una dotación, ésta no se devuelve, sino que se pro- 
cede a formalizar como nueva dotación la amortización 
de la antigua. Esta norma ha tenido alguna excepción, 
como posteriormente se describe. 

Una segunda norma general de actuación consiste en 
que, al .producirse el devengo de los intereses correspon- 
dientes a las dotaciones vivas, aquéllos no se pagan a su 
vencimiento, sino que se procede, también, a su formali- 
zación como nueva dotación. Existe una excepción a esta 
norma durante los cuatro años comprobados. 

La tercera norma de actuación se refiere a la inexisten- 
cia de dotaciones nuevas que impliquen movimientos rea- 
les de fondos, dado que las habidas en el período son ex- 
clusivamente el resultado de la formalización como nue- 
vas dotaciones de los intereses devengados y de las amor- 
tizaciones de las preexistentes. De nuevo en este caso se 
ha podido comprobar que hay una excepción. 

El resultado de la aplicación de estos criterios de ac- 
tuación, junto con sus correspondientes excepciones, con- 

duce a la evolución de las dotaciones del ICO, en el pe- 
riodo fiscalizado, que refleja el cuadro número 10. Cabe 
destacar cómo el volumen de las dotaciones va en aumen- 
to, a pesar de no existir más que una dotación nueva, en 
efectivo, en sentido estricto, debido precisamente a las 
normas de no reembolsar en efectivo las dotaciones, a su 
vencimiento, y de no hacer frente al pago de los intere- 
ses. Por otra parte, este crecimiento de las dotaciones 
mantiene un ritmo bastante constante, si se exceptúa el 
ejercicio 1982 en que fue mayor. 

Se ha procedido a comprobar el motivo de las excep- 
ciones señaladas respecto de los criterios de actuación en 
esta materia. Así, la única vez que el Banco procedió a 
abonar los intereses devengados por las dotaciones fue en 
el año 1984 y por el importe parcial de 3.000 millones de 
pesetas, habiéndose devengado intereses en ese período 
en la cuantía de 15.088 millones de pesetas. El pago de es- 
tos intereses respondió al exceso de Tesorería del Banco 
y a la aplicación del Plan Estratégico de Financiación del 
Crédito Oficial, realizándose a petición del ICO. 

Asimismo, se ha comprobado que, de las dotaciones 
vencidas en el período, que ascendieron a 42.791 millo- 
nes de pesetas, se han reembolsado exclusivamente por 
importe de 5.919 millones de pesetas, respondiendo estos 
reembolsos a dos motivaciones distintas. En primer lu- 
gar, existen reembolsos por 919 millones de pesetas que 
se corresponden con dotaciones excepcionales, de las efec- 
tuadas en aplicación del artículo 37 de la Ley 13/1971. En 
segundo lugar, la mayor parte de estos reembolsos, es de- 
cir, 5.000 millones de pesetas (efectuadas en un 80 por 
ciento en el año 1983 y en un 20 por ciento en 1984), 
corresponden a dotaciones normales y se realizan en 1983, 
a instancias del ICO, como respuesta a la solicitud del 
Banco para poder invertir 7.000 millones de pesetas en 
Certificados de Regulación Monetaria, por el exceso de 
Tesorería originado de la emisión de cédulas agrarias y, 
en el año 1984, de nuevo en aplicación del Plan Estraté- 
gico Conjunto de Financiación del Crédito Oficial. 

Se ha realizado también la comprobación referida al 
grado en que se ajusta la cuantía de los intereses conta- 
bilizados al tipo de interés correspondiente a cada dota- 
ción, teniendo en cuenta que, a este respecto, existen dos 
etapas diferenciadas, la primera, hasta el 31 de diciem- 
bre de 1982, en que cada dotación, en función de su año 
de origen, devengaba un tipo de interés distinto, oscilan- 
do los tipos aplicados entre el 4,90 por ciento y el 8,75 por 
ciento; la segunda etapa, a partir de la fecha citada, en la 
que se refunden las dotaciones de todos los ejercicios an- 
teriores, pasando a devengar globalmente un tipo de in- 
terés del 9,1332 por ciento y quedando, las del ejercicio 
1982, a un tipo del 9,95 por ciento, que se mantuvo para 
las dotaciones del ICO correspondientes a los ejercicios 
1983 y 1984. En todos los casos en que se comprobó la 
cuantificación de los intereses, ésta era correcta. 

Por otra parte, también se ha comprobado que la con- 
tabilización de todas las operaciones relacionadas con las 
dotaciones del ICO se ajustaba a las directrices recibidas 
de éste, existiendo plena coincidencia entre la informa- 
ción contenida en los Balances mensuales de compraba- 
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ción, la documentación contable y el Balance Oficial del 
Banco, durante los cuatro ejercicios a los que se, refiere la 
fiscalización. 

Además, una vez reconstruidos todos los movimientos 
de la citada cuenta, se ha efectuado una prueba a fin de 
verificar el grado en que los apuntos contables existentes 
en la misma se ajustaban a los respectivos soportes docu- 
mentales, teniendo en cuenta que la documentación que 
sirve de base a estos movimientos contables son las res- 
pectivas Comunicaciones del ICO, en las que se dictan al 
Banco las instrucciones que debe seguir en relación con 
las dotaciones. Para los ejercicios 1981,1982 y 1984, la ve- 
rificación ha sido selectiva; en cambio, en el ejercicio 1983 
se ha procedido a comprobar de forma exhaustiva todos 
los apuntes contables de la cuenta. En todos los casos los 
moviqientos contables comprobados se ajustaban respec- 
tivamente a los términos de las instrucciones recibidas 
del ICO. 

111.6. Emisión de cédulas agrarias 

La Entidad, durante el.período de fiscalización, realizó 
cinco emisiones de cédulas agrarias, dos de ellas en el 
ejercicio 1982, otras dos en 1983 y una en 1984. Estas emi- 
siones se corresponden con la tercera y sucesivas de la 
Entidad. 

Los recursos obtenidos por esta vfa suponen 45.1893 
millones de pesetas, correspondiendo 10.000 millones a la 
tercera emisión, 5.000 a la cuarta, 10.000 millones de pe- 
setas a la quinta, 5.000 a la sexta y 15.189 a la séptima 
emisión y siendo, básicamente, los suscriptores de estas 
cédulas las Cajas Rurales. No obstante, se ha comproba- 
do que también suscriben estos títulos las Cajas de 
Ahorro, en una proporción variable en cada emisión, cuyo 
promedio para las cinco últimas es el 34 por ciento. 

Debido a las amortizaciones de títulos habidas en el pe- 
ríodo, el saldo vivo a finales de 1984 correspondiente a es- 
tas emisiones es de 36.129 millones de pesetas, como se 
desprende del cuadro número 1 1 .  

Se ha realizado la verificación documental de la amor- 
tización de cédulas agrarias, para comprobar si ésta era 
correcta, así como el pago de intereses, solicitando a tal 
efecto la documentaci6n correspondiente, referida a las 
movimientos habidos en julio de 1983 y junio de 1984. 

Dicha prueba se llevó a cabo para la primera emisión, 
de la que se amortizaron 350.000.000 pesetas nominales 
cada año, no habiendo reparos que formular a las opera- 
ciones realizadas por la Entidad en los ejercicios 1983 y 
1984. No se efectuaron comprobaciones respecto a la ter- 
cera y quinta emisión, dado que el Banco no tiene res- 
guardos de depósitos, en razón de que se amortizan por 
reducci6n del nominal, con lo que los depósitos sólo tie- 
nen su cancelación definitiva el día del vencimiento del 
último término amortizativo. 

IV. GASTOS, INGRESOS Y RESULTADOS 

IV.1. Estructura de gastos 

Los gastos en que incurre el Banco en el desarrollo de 

su actividad han mantenido, durante el perfodo fiscaliza- 
do, una evolución que, desde una consideración global, se 
caracteriza por un crecimiento sostenido durante los tres 
primeros ejercicios y por un aumento considerable duran- 
te el año 1984. 

En efecto, la totalidad de los gastos en 1981 alcanzaba 
un importe de 14.571 millones de pesetas, que se eleva- 
ron a 17.364 en el año 1982, lo que supuso un aumento 
del 19 por ciento. Por su parte, los gastos totales del Ban- 
co en el ejercicio 1983 fueron de 20.264 millones de pese- 
tas, lo que representa un crecimiento del 16 por ciento res- 
pecto a la cifra del año anterior y, finalmente, en el año 
1984, los gastos totales ascendieron a 30.1 17 millones de 
pesetas, creciendo un 49 por ciento en relación con los 
correspondientes a 1983, por lo que, en un período de tres 
aíios, los que van del primero al último ejercicio fiscali- 
zado, los gastos totales del Banco se han duplicado, re- 
presentando los producidos en 1984 un 207 por ciento de 
los correspondientes al ejercicio 1981, y ello debido, en 
parte, al efecto provocado por el aumento de los gastos fi- 
nancieros ocasionados por la depósitos del Grupo Aso- 
ciado. 

Del análisis de la estructura vertical que presentan los 
gastos del Banco, reflejada en el cuadro número 12, se 
desprende la relativa estabilidad que aquélla mantiene a 
lo largo del tiempo. En dicho análisis se observa la im- 
portancia de los Gastos financieros del Banco, que repre- 
sentaban un 65 por ciento en 1981 y se han situado en los 
años posteriores en niveles próximos al 85 por ciento, en- 
contrándose su mayor importancia relativa relacionada 
con la evolución seguida en la estructura financiera de la 
Entidad, ya descrita al abordar el análisis de su actividad. 

Destaca, asimismo, la variabilidad existente en el con- 
cepto de «Gastos variosu, que incluye entre otros la dota- 
ción a la Provisión para fallidos, variabilidad que se ex- 
plica precisamente por el comportamiento diverso segui- 
do por el Banco en las dotaciones efectuadas a dicha Pro- 
visión, según se puso de manifiesto en el correspondiente 
apartado de este Informe. 

Por su parte, la evolución del peso relativo de los Gas- 
tos de personal presenta como peculiaridad destacable el 
hecho de que venían representando alrededor del 6 por 
ciento del montante total de gastos del Banco, hasta que 
en 1984, año en el que se produce la incorporación a la 
Entidad de los empleados provenientes de la CRUNA y la 
CECAR, descienden al nivel relativo más bajo de todo el 
período. Esta circunstancia se explica porque, aunque su 
evoluci6n propia ha sido creciente, concretamente un 10 
por ciento de 1983 a 1984, ha tenido lugar un considera- 
ble aumento de los conceptos de gastos en general, debi- 
do a la ampliación de las actividades del Banco. 

Respecto al resto de los conceptos, cabe señalar que, 
tanto los que se recogen en «Gastos de material y servi- 
ciosu como en «Otros gastosu mantienen, durante los cua- 
tro ejercicios analizados, una escasa importancia dentro 
de la actividad del Banco y las variaciones que en ellos 
se producen se encuentran, por lo general, explicadas. Así, 
el aumento en las dotaciones para las amortizaciones se 
debe, en parte, al nuevo inmovilizado del Banco como 
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consecuencia de la operación de incorporación de los ac- 
tivos procedentes de la CRUNA y la CECAR. 

Dado que los Gastos financieros constituyen la partida 
cuantitativamente más importante, se ha observado su 
distribución entre los diversos subconceptos que la com- 
ponen. En este sentido, cabe destacar, fundamentalmen- 
te, dos hechos en relación con la evolución seguida por di- 
chos gastos, que quedan reflejados en el cuadro nú- 
mero 13: 

En primer lugar, hay que señalar que los intereses de 
cuentas corrientes, que han tenido dentro de los Gastos fi- 
nancieros una importancia marginal hasta 1983, han pa- 
sado en el ejercicio 1984 a representar el 25 por ciento de 
aquéllos, alcanzando un importe de 6.577 millones de pe- 
setas. Esta circunstancia no se debe a que haya aumen- 
tado en esa medida el número de las cuentas corrientes 
abiertas en el Banco, sino a que éste ha procedido a con- 
tabilizar en ese epígrafe las retribuciones que satisface a 
los depósitos que mantienen las Cajas Rurales para cons- 
tituir los Fondos del Grupo Asociado previstos en el 
Acuerdo-Marco y en los respectivos Acuerdos Individua- 
les. 

En segundo lugar, se observa la creciente importancia 
relativa de los intereses de cédulas agrarias, junto con la 
progresiva disminución del peso que representan, por su 
parte, los intereses de las dotaciones del ICO. Así, mien- 
tras éstas han pasado del 87 por ciento de los Gastos fi- 
nancieros del Banco, en 1981, al 55 por ciento en 1984, el 
peso de los intereses pagados por las cédulas agrarias, en 
relación con la totalidad de los Gastos financieros, au- 
mentaba desde el 8 por ciento hasta el 16 por ciento du- 
rante el período fiscalizado. Este parcial desplazamiento 
desde un concepto de gasto a otro, se encuentra, lógica-. 
mente, en íntima relación con el cambio experimentado 
en la estructura financiera del Banco, en la que se apre- 
cia, an términos relativos, un menor recurso a las dota- 
ciones del ICO y una progresiva captación de recursos en 
el mercado a través de la emisión de títulos de renta fija. 

lV.2. Justificación de gastos 

Con la finalidad de verificar el. grado de justificación 
documental que presentan las partidas de gastos del Ban- 
co, se procedió a seleccionar una serie de ellas de las di- 
ferentes cuentas, exceptuando las referidas a Gastos de 
personal y a Gastos financieros. Debido a la existencia de 
los diferentes subsistemas de organización contable, ya 
descritos en el Informe, en esta prueba se ha diferenciado 
entre los tres primeros ejercicios, por un lado, y el aiio 
1984, por otro. 

Para los tres primeros ejercicios se seleccionaron 
239 partidas de gastos, de las cuales 87 correspondían al 
ejercicio 1981, 84 al ejercicio 1982 y 68 a 1983. Las par- 
tidas seleccionadas representaban un importe global de 
67,3 millones de pesetas, de las que correspondían, res- 
pectivamente, 17,4, 18,l y 31,8 millones a los ejercicios 
citados. 

La realización de las comprobaciones se llevó a cabo 
con lentitud, debido a las dificultades que intrínsecamen- 
te presenta la organización de los archivw del Banco, po- 
niéndose de manifiesto que las partidas de gastos selec- 
cionadas estaban bien soportadas documentalmente, con 
alguna excepción de cuantía mínima. Por otra parte, al 
examinar la documentación referente a las citadas parti- 
das de gastos, se ha comprobado que en su contabiliza- 
ción el Banco ha utilizado el criterio del pago en lugar del 
criterio del devengo, lo que supone una indebida imputa- 
ción en el tiempo de las mismas, si bien la importancia 
cuantitativa de este hecho es pequeña, toda vez que los 
gastos e ingresos financierw, que son los de más entidad 
en el Banco, son objeto de periodificación, salvo la comi- 
sión de demora. También se ha comprobado que, en oca- 
siones, los gastos en que incurre el Banco están incorrec- 
tamente clasificados, aunque de nuevo hay que resaltar 
que las partidas afectadas son cuantitativamente mar- 
ginales. 

La prueba de justificación de los gastos correspondien- 
te al ejercicio 1984 ha estado condicionada por las pecu- 
liaridades propias de la organización contable del Banco 
durante dicho aho. Como consecuencia de la operación 
con la CRUNA, el Banco mantuvo dos subsistemas con- 
tables, cuyas cuentas patrimoniales se unifican el 31 de 
octubre, lo que no ocurre en todos los casos con las cuen- 
tas de gastos, Por ello, en la selección de las partidas de 
gastos cuya justificación se ha comprobado ha tenido que 
utilizarse los dos subsistemas de contabilidad. En base a 
éstos, se seleccionaron 27 apuntes contables, de los que 
resultaron una parte plenamente justificados, mientras 
que el resto constituían periodificaciones, que responden 
a la peculiar forma de contabilizar los gastos que se se- 
guía en la CRUNA y que subsistió en el Banco, por lo me- 
nos hasta fin de ejercicio, en el subsistema de cuentas del 
que están encargados materialmente los antiguos emplea- 
dos de aquella Entidad. 

En estas cuentas de gastos se realizan mensualmente 
una serie de periodificaciones y, además, dichas cuentas 
se abonan por 14s ajustes que se realizan sobre las cita- 
das periodificaciones, por la repercusión de determinados 
gastos, como los de teléfono o télex, al usuario del servi- 
cio, o por la imputación de gastos a las Cajas integrantes 
del Grupo Asociado. Todo este tipo de movimientos con- 
tables no se corresponde con una factura o documento si- 
milar, razón por la que se desechó la realización de la 
prueba de su justificación documental, dada la iaboriosi- 
dad de la misma y el resultado positivo obtenido en los 
otros casos. 

En las cuentas del subsistema dirigido por los antiguos 
empleados del Banco, al mantener criterio de contabili- 
zación utilizado en los ejercicios anteriores, ha sido posi- 
ble realizar la prueba pretendida, comprobándose que to- 
dos los gastos examinados estaban soportados documen- 
talmente. 

Finalmente, en el examen de los justificantes aportados 
relativos al aiio 1984, se ha observado que el Banco ha 
contabilizado como gastos varias partidas que no lo son, 
por corresponderse con adquisición de mobiliario, insta- 
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laciones, etcétera. El importe de las partidas incorrecta- 
mente contabilizadas como gastos asciende a 6,3 millo- 
nes de pesetas. 

IV.3. Gastos de personal 

Los gastos de personal de la Entidad han pasado de 779 
millones de pesetas en 1981 a 1.509 millones de pesetas 
en 1984. La plantilla media en los ejercicios fiscalizados 
fue de 235,282,348 y 399 personas (340 sin incluir el per- 
sonal incorporado de la CRUNA y la CECAR), resultando 
la retribución media por empleado, en el mismo período, 
con unos importes de 2.477, 2.772, 2.964 y 2.838 miles de 
pesetas (para el ejercicio 1984 fue de 2.959 sin incluir el 
personal de la CRUNA y la CECAR). 

Por otra parte, el Convenio Colectivo de 1982 señalaba 
que, para las entidades de crédito oficial, se establecería 
un tramo de igualación por categorías profesionales y, 
una vez incorporado este tramo al sueldo base, se incre- 
mentaría para el citado ejercicio en un 10 por ciento. El 
Banco aumentó el importe de los conceptos incluidos en 
la tabla salarial en un 11,s por ciento, manifestando al 
respecto que fue debido a que el tramo de igualación re- 
sultó favorable, al contar con unos salarios más bajos que 
el resto de la banca oficial. 

Además, el volumen de los gastos de personal y las ci- 
fras de plantilla media indican que el gasto por emplea- 
do en el Banco supera el importe que dicho concepto re- 
presenta en el sector de la banca privada. Así, durante 
1983, mientras el gasto medio para este sector era de 2,3 
millones de pesetas, para el Banco ascendía a 3,7 millo- 
nes de pesetas, lo que representa el 160 por ciento de 
aquél. 

Se han comprobado las retenciones practicadas a cuen- 
ta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, ve- 
rificándose, a nivel global, la coincidencia casi exacta en- 
tre las cantidades contabilizadas y las incluidas en las de- 
clarciones tributarias en lo referente a las retribuciones 
ordinarias y existiendo diferencias en lo relativo a dietas 
y gastos por desplazamiento, como posteriormente se des- 
cribirá. A nivel desagregado, se ha comprobado la coin- 
cidencia entre la retención practicada en las nóminas se- 
leccionadas al efecto y lo declarado por el empleado 
afectado. 

Comprobados los importes contenidos en las declara- 
ciones presentadas e ingresadas a la Seguridad Social con 
los datos contables, no se han encontrado diferencias. La 
Entidad, en el ejercicio 198 1 ,  según lo dispuesto en el Con- 
venio, asumió e ingresó el importe de la Seguridad Social 
a cargo de los empleados, que ascendía a 8,5 millones de 
pesetas, provocando así que las bases imponibles decla- 
radas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi- 
cas hayan sido inferiores en ese importe al que se des- 
prende de las normas contenidas en el Real Decreto 
238411981 por el que se aprobó el Reglamento del Im- 
puesto. 

En la verificación sobre el cumplimiento del límite 
máximo de horas extraordinarias trabajadas, fijado en el 

Estatuto de los Trabajadores, aprobado por la Ley 811980 
de 10 de marzo, se ha comprobado que en los ejercicios 
1981, 1982 y 1983, ningún empleado superó dicho límite. 
En el ejercicio 1984, ocho trabajadores sobrepasaron un 
total de 64 horas extraordinarias, ascendiendo el importe 
de las mismas a 146.447 pesetas. Se ha comprobado tam- 
bién que el Banco ha respetado, en todos los casos, el Ií- 
mite establecido al importe de las horas extraordinarias 
por el Real Decreto 2001/1983, de 28 de julio. 

IV.3.1. Dietas por desplazamiento y gastos de 
locomoción 

Las comprobaciones efectuadas en el Banco, a partir de 
las fichas individuales de perceptores de dietas y gastos 
de locomoción indican que las cantidades percibidas por 
estos conceptos se ajustan a los importes vigentes en cada 
momento y que, en general, se han seguido los procedi- 
mientos y trámites previstos para su liquidación. Sin em- 
bargo, se ha obervado que los importes aplicados desde 
1982 para las dietas por desplazamiento y gastos de loco- 
moción superan los lfmites previstos en el artículo 42 del 
Real Decreto 2384/1981 por el que se aprueba el Regla- 
mento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi- 
cas. Los excesos percibidos sobre los límites contenidos 
en la norma tributaria se consideran por ésta rendimien- 
tos de trabajo y han de ser sometidos a retención a cuen- 
ta del Impuesto por parte del empleado. Se ha compro- 
bado que la base imponible no declarada por el Banco, y 
sobre la que no ha practicado la debida retención, ascien- 
de a 30 millones de pesetas, de los que nueve millones 
corresponden al ejercicio 1982, 11,8 millones a 1983 y 9,2 
millones a 1984. 

IV.3.2. Ventajas sociales 

La posibilidad de que los empleados del Banco obten- 
gan anticipos sobre sus pagas está regulada en las nor- 
mas que derivan del Convenio Colectivo 1970/1971, y en 
las modificaciones parciales posteriores. Esta normativa 
interna prevé la concesión de anticipos a los empleados 
por importe de hasta cuatro mensualidades, sin devengo 
de interés, y con un plazo máximo de amortización de 
tres años, previa justificación suficiente, a juicio de la Di- 
rección, de su destino en el plazo máximo de un mes des- 
de la entrega del mismo. 

Durante el período fiscalizado se han concedido 105 an- 
ticipos, por un importe total de 50,6 millones de pesetas, 
de los que, al 31 de diciembre de 1984, quedaban pendien- 
tes de reembolso 26,3 millones de pesetas. Seleccionada 
una muestra de 25 anticipos, que representaban concesio- 
nes por 12,6 millones de pesetas, se ha comprobado que 
resulta correcto el procedimiento de amortización me- 
diante la retención en nómina. 

La adecuación de los motivos de la petición a los esti- 
pulados en las normas del Banco, en algunos de los casos 
comprobados, no se ha dado estrictamente. Por otrg par- 
te, en cinco casos de los analizados, no figura en el expe- 
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diente la justificación de la aplicación dada al anticipo re- 
cibido, tal como establecen las normas del Banco. 

La concesión de préstamos por el Banco a sus emplea- 
dos para adquisición de vivienda es una medida contem- 
plada en el convenio colectivo. La concesibn de estos prés- 
tamos se atiende con las dotaciones que para cada ejerci- 
cio fija al efecto el Consejo de Administración, sin que ta- 
les dotaciones tengan carácter acumulativo. La dotación 
del año 1981 fue de 343 millones de pesetas, aumentan- 
do hasta 80,s millones de pesetas en el ejercicio 1984. las 
condiciones de los préstamos vigentes en el año 1984 con- 
templan como importe máximo a conceder el de seis mi- 
llones de pesetas, devengándose un tipo de interés varia- 
ble desde el 4,6 por ciento hasta el tipo medio ponderado 
en las dotaciones a las entidades de crédito oficial al 31 
de diciembre del año anterior. Para la amortización se 
prevé un plazo máximo de 20 años, con un período de ca- 
rencia de dos y, respecto a las garantias, constituci6n de 
primera hipoteca favorable a la Entidad (aunque excep- 
cionalmente podrá autorizarse la constitución de segun- 
da hipoteca cuando la vivienda a adquirir tenga alguna 
por razón del crédito oficial que disfrute). Es también pre- 
ceptivo que el prestatario cubra el riesgo de incendio y 
que, durante el período transitorio hasta la formalización 
de la garantía hipotecaria en escritura pública, se con- 
cierte un seguro de vida al prestatario a favor del Banco. 

Durante el período abarcado por la fiscalización, el 
Banco ha concedido a sus empleados préstamos para ad- 
quisición de vivienda por un principal de 234 millones de 
pesetas, existiendo, al 31 de diciembre de 1984, pendien- 
te de amortizar 286 millones de pesetas, distribuidos en- 
tre 122 préstamos. 

El resultado de la verificacián efectuada en 10 expe- 
dientes de préstamos seleccionados, indica que Únicamen- 
te existen defectos en relación con 1s garantías que han 
de ser constituidas a favor del Banco, tanto en las de ca- 
rácter real, como en las de carácter personal. Así, se han 
encontrado defectos en tres de los diez casos comproba- 
dos, al no tener constituida garantía hipotecaria a favor 
del Banco, manifestando la Entidad que se debe a causas 
ajenas a ella y al prestatario. Además, en dos de estos tres 
casos se ha comprobado que la póliza de seguro de vida 
prevista se ha formalizado cinco añOs después de conce- 
dido el préstamo. 
Los Convenios Colectivos preven otra ventaja para los 

empleados del Banco, consistente en la existencia de 
cuentas corrientes en las que se admiten descubiertos con 
el limite de cuatro mensualidades. El saldo deudor o 
acreedor de estas cuentas devenga el tipo medio poden- 
rado de las dotaciones a las entidades de crédito oficial 
al 31 de diciembre del año anterior; así, durante 1984, el 
tipo aplicable a estas cuentas fue el 8,72 por ciento. Tam- 
bién se contempla, para los empleados del Banco, la dis- 
posición de una ayuda escolar para hijos y de un premio 
especial, concedido por una sola vez, al cumplir veinti- 
cinco años de servicios, consistente en un mes de vacacio- 
nes con percepción de las retribuciones ordinarias, ven- 
taja que, por acuerdo reciente, ha desaparecido para los 
empleados de nueva incorporaci6n. 

IV.3.3. Empleados en comisión de servicio 

En el mes de enero de 1982 se incorporaron al Banco, 
en comisión de servicio, tres empleados del Banco de Cré- 
dito Industria, Entidad que les retribuye con normalidad, 
liquidando mensualmente al Banco de Crédito Agrícola 
el importe por ella satisfecho, que incluye también las 
cargas sociales. Por su parte, el Banco de Crédito Agrico- 
la en este caso ha actuado de dos modos distintos. Por un 
lado, con respecto a dos delos empleados, procede a pa- 
gar al Banco de Crédito Industrial la liquidación girada 
por éste y a retribuir directamente a aquéllos la diferen- 
cia hasta la retribución devengada en su nuevo destino. 
Sin embargo, en el caso del tercer empleado, el Banco no 
ha satisfecho al Banco de Crédito Industrial por la retri- 
bucidn pagada por éste a su directivo, y ha pagado, a su 
vez, íntegramente la retribución por él devengada. 

Ante tal situación, en la que una persona cobraba sus 
haberes de manera duplicada, percibiéndolos íntegra- 
mente de dos entidades de crédito oficial, el Tribunal so- 
licitó, el 9 de septiembre de 1985, le fuese presentada cer- 
tificación expedida por el Banco de Crédito Industrial 
acreditativa de los ingresos recibidos del empleado afec- 
tado, por los haberes cobrados de dicha Entidad durante 
el período de tiempo en que prestó sus servicios en el Ban- 
co de Crédito Agrícola. Dicha certificación fue eitregada 
el 4 de octubre y, al no ser completa ni plenamente satis- 
factoria, el Tribunal reiteró el 9 del mismo mes la peti- 
ción, solicitando que se ampliase la contestación, concre- 
tando las fechas en que se produjeron los sucesivos ingre- 
sos del empleado en devolución de las retribuciones du- 
plicadas. Finalmente, el 19 de diciembre de 1985, se reci- 
bió la certificación solicitada, en la que se observa que se 
han ido produciendo las devoluciones, si bien las fechas 
de los sucesivos ingresos ponen de manifiesto que éstos 
no han tenido lugar con regularidad, habiendo transcurri- 
do, en algunos casos, varios meses sin que se produjera 
ninguna devolución. 

En los primeros meses del aAo 1983 cesan de prestar 
sus servicios en el Banco dos de los tres empleados que 
se encontraban en comisión, incorporándose, en la mis- 
ma situación, un empleado procedente de la empresa BU- 
TANO, S, A., con respecto al cual el Banco adopta tam- 
bién la postura de satisfacer sus haberes a la empresa de 
origen y compensarle directamente la diferencia hasta su 
nuevo sueldo. En el mes de julio de 1984 el tercer emplea- 
do procedente del Banco de Crédito Industrial pas6 a de- 
sempeñar otro puesto de trabajo. A partir de esta fecha, 
el Banco de Crédito Industrial procede a liquidar men- 
sualmente al Banco de Credito Agrícola la retribución de 
dicho empleado, liquidación que ha sido satisfecha. 

IV.4. Mutualidad de previsión. Integración en la Seguri- 
dad Social 

El Banco, según los antecedentes examinados, tenía a 
sus empleados afiliados a la Mutualidad de la Previsión. 
Hasta el Real Decreto 1220184, de 20 de junio, por el que 
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se acuerda la integración, a efectos de cobertura de la ac- 
ción protectora obligatoria, en el Régimen General de la 
Seguridad Social del colectivo de activos y pasivos de Pre- 
visión -Entidad sustitutoria de la Seguridad Social-, 
durante los cuatro ejercicios objeto de la fiscalización, el 
Banco ha satisfecho, respectivamente, los importes de 
91.189.938, 119.453.132, 164.370.798 y 79.395.903 pesetas, 
correspondiendo este último a la aportación hasta el 30 
de junio de 1984, en que se produjo la integración en di- 
cho Régimen. 

De las citadas cuotas totales, el 75 por ciento corres- 
ponderfa a cargo de la Empresa y el 25 por ciento a cargo 
de los empleados. La cuota total que al Banco le corres- 
ponderfa como mutualista era el 22 por ciento. 

Independientemente de ello, las prestaciones comple- 
mentarias por jubilación y fallecimento, pagadas por la 
Empresa, en base a Convenio Colectivo, han sido 22, re- 
presentando un coste de 66 millones de pesetas. A su vez, 
el coste de las pensiones satisfechas ha sido de 17 millo- 
nes de pesetas, como se refleja en el cuadro número 14. 
Hay que señalar, al respecto, que la Entidad no cuenta 
con un Fondo de previsión social para la cobertura de sus 
compromisos futuros en materia de derechos pasivos de 
sus trabajadores, ni tiene informe actuarial con la valo- 
ración de estas obligaciones futuras. 

Com2ya he señalado, hasta 1983 el Banco estuvo man- 
teniendo el acuerdo con la Mutualidad de la Previsión, en 
régimen sustitutorio de la Seguridad Social, en orden a 
cubrir las prestaciones complementarias referidas. Dada 
la situación económico-financiera de la Mutualidad, el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, por Real De- 
creto 1220184, de 20 de junio, acordó la integración, a efec- 
tos de cobertura de la acción protectora obligatoria, en el 
Régimen General de la Seguridad Social del colectivo de 
activos y pasivos de la misma. 

Se citaba en la referida disposición, que la Mutualidad 
aportaría al INSS ulos fondos necesarios para dotar las re- 
servas matemáticas de cobertura del importe de las pen- 
siones asumidas por la Entidad Gestora y aquellas otras 
que actuarialmente se determinen por el Ministerio como 
consecuencia de la asunción de las obligaciones referen- 
tes a los mutualistas en activo». A tenor de lo establecido 
en la disposición final primera del citado Real Decreto, 
en el supuesto de que los recursos de la Mutualidad no 
sean suficientes para cubrir tales costes de integración, la 
diferencia será aportada por las Entidades a que pertene- 
ce el personal integrado. El 30 de agosto de 1984, el Se- 

. cretario General para la Seguridad Social remitió escrito 
a la Entidad notificando, como cifra estimada del coste 
de integración en la Seguridad Social, el importe de 
854.51 8.000 pesetas. 

El Consejo de Administración del Banco, en acuerdo 
adoptado el 21 de diciembre de 1984, aceptó con carácter 
provisional el citado importe y delegó en favor del Presi- 
dente la facultad de decidir sobre la contabilización del 
referido coste. Posteriormente, se dio cuenta al Consejo 
de la propuesta de imputar la totalidad del mismo al ejer- 
cicio de 1984. Por ello, la Entidad creó una Provisión con 
cargo a Resultados del ejercicio, por la totalidad del im- 
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porte notificado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. Se han utilizado las cuentas de «Otros pagos pen- 
dientes-Ministerio de Trabajo, coste de integración Mu- 
tualidad de Previsión», donde se hizo el abono del impor- 
te mencionado anteriormente, y de r Gastos amortizables- 
coste integración en la Seguridad Social. donde figuran 
contabilizados los correspondientes cargos y abonos de 
referencia. 

En relación con esta operación de imputación del coste 
de integración del personal en el Régimen General de la 
Seguridad Social, el Banco ha aceptado la cifra estimada 
por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, al no dis- 
poner de los correspondientes informes actuariales que 
sirvieran de base para el cálculo. 

La imputación del coste de integración del personal en 
el Régimen General de la Seguridad Social como gasto 
del ejercicio 1984, ha tenido la correspondiente inciden- 
cia en el Resultado del mismo. 

IV.5. Gastos de cédulas agrarias 

Los importes satjsfechos por el Banco como gastos de 
emisión de células agrarias han ascendido a 4,3 millones 
de pesetas en 1981, 162,7 millones de pesetas.en 1982, 
163,2 millones de pesetas en 1983 y 169,9 millones de pe- 
setas en 1984. Constituye la parte más significativa de es- 
tos importes el pago en concepto del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu- 
mentados. 

En cuanto a la contabilización de estos gastos, se apre- 
cian dos etapas diferenciadas, puesto que el Banco ha 
cambiado de criterio a partir de la quinta emisión, que 
tuvo lugar en 1983. Los gastos correspondientes a las emi- 
siones anteriores a la quinta eran recogidos en el epígrafe 
&astos financieros-intereses de cédulas agrarias y gas- 
tos» y cargados, fntegramente, a fin de ejercicio, a la cuen- 
ta de Resultados. Al utilizar la cuenta citada se incumple 
la Instrucción de Mecánica Operatoria del ICO que, en su 
epígrafe 2.4.10, determina que este tipo de gastos se in- 
cluya en la cuenta «Otros gastosip. A partir de la quinta 
emisión, el Banco optó por reflejar contablemente los gas- 
tos de emisión en la cuenta de «Gastos amortizables. y 
periodificar la imputación de éstos a la cuenta de Resul- 
tados en función del tiempo y en proporción a cómo se va- 
yan amortizando las cédulas. Esta forma de proceder, que 
es correcta desde el punto de vista de la técnica contable, 
no encuentra, sin embargo, amparo en las normas de la 
Instrucción de Mecánica Operatoria. 

Por otra parte, en el ejercicio 1984 se incluyeron unos 
gastos de emisión por importe de 2 3  millones de pesetas 
en la cuenta de Amortizaciones junto a las Dotaciones a 
la amortización del inmovilizado material, lo que resulta 
improcedente. 

IV.6. Gastos financieros. Retenciones practicadas 

El Banco, al satisfacer los intereses de las cédulas agra- 
rias y estar estos rendimientos sometidos a retención a 
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cuenta de los respectivos Impuestos sobre la Renta de las 
Personas Físicas y sobre Sociedades, se ve inmerso en las 
obligaciones tributarias inherentes a 1s figura del retene- 
dor. Con el objeto de comprobar la medida en que la En- 
tidad cumplfa con estas obligaciones, se solicitaron las 
cartas de pago acreditativas de los ingresos realizados en 
el Tesoro en concepto de retenciones. El resultado de la 
comprobación pone de manifiesto que, en general, el Ban- 
co realiza puntualmente las retenciones y su posterior in- 
greso. Cabe mencionar, como excepción, que en el ingre- 
so efectuado correspondiente al primer trimestre del año 
1984, la cantidad ingresada en el Tesoro por el Banco es 
inferior en 12,7 millones de pesetas a las cantidades rete- 
nidas por él, en dicho período, a los perceptores de los ren- 
dimientos del capital mobiliario. Solicitada la explica- 
ción, la Entidad manifiesta que con esta actuación com- 
pensó un ingreso excesivo que, por el mismo concepto, 
realizó en el año anterior. Debe señalarse que tal actua- 
ción no ha sido correcta, puesto que, al tratarse de años 
distintos y,  por tanto, de distintos períodos impositivos, 
no cabe la opción de compensar un ingreso excesivo con 
la realización posterior de otro por defecto. La actuación 
procedente debió ser ingresar en el aao 1984 las cantida- 
des efectivamente retenidas a los tenedores de las cédu- 
las agrarias y solicitar las cantidades ingresadas por ex- 
ceso en el año anterior, a través del procedimiento de de- 
volución de ingresos indebidos previsto en la Ley Gene- 
ral Tributaria. 

IV.7. Estructura de los ingresos 

Los ingresos del Banco han experimentado en el perío- 
do abarcado por la fiscalización una evolución que se ca- 
racteriza por el crecimiento sostenido hasta el año 1984, 
ejercicio en el que éste es mayor. Así, mientras en 1982 
los ingresos del banco crecieron un 15 por ciento y en 1983 
un 21 por ciento, el aumento en 1984 se sitúa en el 47 por 
ciento, explicándose esta circunstancia por los ingresos 
que, a partir del citado año, obtiene la Entidad provenien- 
tes de los depósitos que constituyen las Cajas Rurales, 
como consecuencia de la creación del Grupo Asociado, y 
que se compensan con los gastos originados por la retri- 
bución correspondiente a los titulares de los depósitos. 

Por su parte, la evolución de la estructura que presen- 
tan los ingresos del Banco es un reflejo de los cambios ha- 
bidos en la actividad del mismo, ya explicados a lo largo 
de este informe. Así, mientras los ingresos de la Entidad 
provenientes de su actividad crediticia y,  por tanto, de la 
realizaci6n de su objeto social básico, eran el 94 por cien- 
to en 1981 y el 97 por ciento en 1982, descendieron du- 
rante 1983 al 88 por ciento y al 67 por ciento en 1984. Sin 
embargo, este descenso de la importancia relativa de los 
ingresos por operaciones crediticias se debe al crecimien- 
to experimentado en los ingresos procedentes de intere- 
ses de Bancos, Cajas de Ahorro y otros activos moneta- 
rios, que han aumentado de modo sensible, pasando de te- 
ner un carácter marginal a ser, en 1983, el 12 por ciento 

/ 

de los ingresos del Banco y el 30 por ciento en 1984, como 
puede observarse en el cuadro número 15. 

En gran parte, estos ingresos ‘corresponden a los deri- 
vados de la inversión que el Banco realiza de los rema- 
nentes de los Fondos del Grupo Asociado, mientras el re- 
parto de los mismos a las Cajas depositantes tiene su re- 
flejo en la cuenta uGastos financieros de cuentas corrien- 
tes», como ya se ha indicado. Aun deduciendo el efecto de- 
bido a esta circunstancia en la estructura de ingresos del 
Banco, la tendencia a una menor importancia de los in- 
tereses devengados por los créditos y el correlativo ma- 
yor peso de los intereses provenientes de activos moneta- 
rios se sigue produciendo, si bien es menos acusada. 

iV.8. Intereses de créditos 

Los intereses de los créditos constituyen el ingreso tí- 
pico de la Entidad y el de mayor importancia, tanto des- 
de un punto de vista cuantitativo como cualitativo. 

En el concepto de uProductos financieros» e1 Banco in- 
cluye los intereses de créditos normales, los de créditos 
en gestión, los de demora y las comisiones. De todas es- 
tas rúbricas la verdaderamente significativa es la prime- 
ra, que constituye la mayor parte del importe de los pro- 
ductos financieros. 

Durante 1981, el Banco obtuvo 14.764 millones de pe- 
setas por este tipo de ingresos, resultando el núcleo bási- 
co de los totales de ia Entidad. En 1982, los productos fi- 
nancieros del Banco crecieron un 19 por ciento y alcan- 
zaron la cifra de 17.528 millones de pesetas. En 1983, es- 
tos ingresos ascendieron a 19.250 millones de pesetas, por 
lo que el crecimiento fue del 10 por ciento, menor que en 
el año anterior. Finalmente, en el año 1984, el Banco ob- 
tuvo 21.517 millones de pesetas, lo que significa un cre- 
cimiento del 12 por ciento respecto a los ingresos del ado 
anterior. 

Seleccionados 37 préstamos con el objeto de compro- 
bar si los intereses aplicados respondían a lo dispuesto en 
las condiciones de las respectivas pólizas de crédito, ve- 
rificar la corrección de los cálculos realizados para cuan- 
tificar el montante de los vencimientos de intereses y 
comprobar si la contabilización de estas operaciones era 
la adecuada, los resultados pusieron de manifiesto que 
todo ello se había realizado correctamente. 

Por otra parte, en las pólizas de crédito, el Banco seiia- 
la una condición para el supuesto de impago, por parte 
del prestatario, al vencimiento de las amortizaciones, in- 
tereses o comisiones devengadas. Esta condición consiste 
en el establecimiento de un interés de demora, con un tipo 
resultante de sumar al de interés del préstamo respectivo 
un recargo variable según los casos. Sin embargo, cuan- 
do llegado el vencimiento de la amortización, de los inte- 
reses o de las comisiones, no son atendidos, aunque el in- 
terés de demora comienza a devengarse, el Banco no lo re- 
fleja en la ficha de control de cada préstamo hasta que el 
prestatario no procede a pagar el respectivo plazo de 
amortización o intereses, momento en el que se cuantifi- 
can los de demora devengados y se incluyen en la liqui- 

, 
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dación siguiente. Este sistema tiene dos consecuencias de 
carácter negativo: En primer lugar, en el caso de que el 
prestatario no pague al vencimiento el principal o los in- 
tereses normales, ni quedan reflejados ni se conocen los 
intereses de demora devengados. En segundo lugar, al co- 
brarse los intereses de demora en el vencimiento siguien- 
te a aquél en que se han cuantificado, el tipo de interés 
realmente obtenido por el Banco es inferior al nominal 
pactado en las respectivas pólizas. 

IV.9. Productos de la cartera de valores 

Los rendimientos obtenidos por la Entidad, proceden- 
tes de su cartera de títulos, han sido reducidos en los ejer- 
cicios 1981, 1982 y 1983, en consonancia con el volumen 
de aquélla. Sin embargo, durante 1984, al haber adquiri- 
do títulos procedentes de la CRUNA y de la CECAR, se 
produce, junto a un aumento considerable de la cartera 
de títulos del Banco, un lógico crecimiento de sus rendi- 
mientos, contabilizando como productos 76 millones de 
pesetas. No obstante, se ha observado que la contabiliza- 
ción realizada por el Banco de este tipo de ingresos finan- 
cieros no es la correcta, dado que se ha efectuado por el 
importe líquido, tras deducir la retención a cuenta del Im- 
puesto sobre Sociedades soportada en los citados rendi- 
mientos, minorando, por tanto, la cifra de ingresos obte- 
nidos. Esta forma de contabilizar por parte del Banco, ha 
tenido lugar tanto en el caso de los ingresos cobrados 
como en el de aquellos que son objeto de periodificación 
a fin de ejercicio. 

Como consecuencia de esta incorrección, los productos 
de la cartera de tftulos no ingresados durante el año 1984, 
por no haber tenido lugar su vencimiento, han sido con- 
tabilizados por una cifra inferior a la debida en 4,3 mi- 
llones de pesetas. Los productos de la cartera de tftulos 
que se ingresaron durante el ejercicio han sido contabili- 
zados por una cifra inferior a la debida en 13,s millones 
de pesetas, junto con la ausencia de contabilización de la 
situación transitoria deudora de la Hacienda Pública. Por 
la acción conjunta de estos dos efecfos, el beneficio del 
Banco ha sido minorado en 17,8 millones de pesetas. 

La forma de contabilizar estos ingresos disminuye el ri- 
gor de la información que suministran, respectivamente, 
el Balance y la cuenta de Resultados de la Entidad. A ello 
hay que añadir que, dado que desde el punto de vista tri- 
butario son ingresos computables los rendimientos ínte- 
gros procedentes de la cartera de tftulos sin deducción de 
la retención a cuenta soportada, la práctica contable se- 
guida por el Banco le obliga a realizar posteriormente, en 
su declaración del Impuesto sobre Sociedades un ajuste 
fiscal de carácter extracontable, ajuste que ha tenido 
lugar. 

Por otra parte, la disminución del beneficio contable 
provocada por el procedimiento seguido afecta a la dis- 
tribución de beneficios de la Entidad. Hay que tener en 
cuenta que el artículo 35 de los Estatutos Sociales en la 
nueva redacción que presenta, tras la modificación reali- 
zada por la Junta General Universal Extraordinaria de 

Accionistas celebrada el 24 de junio de 1985, prevé una 
distribución de los beneficios de la Entidad de manera 
que el destino del 75 por ciento de los mismos es necesa- 
riamente automático, un 65 por ciento como mayor do- 
tación a Reservas y un 10 por ciento como reparto de Di- 
videndos, mientras que el 25 por ciento restante del be- 
neficio será aplicado discrecionalmente, bieri a Reservas, 
bien a Dividendos, según determine la Junta General de 
Accionistas. En consecuencia, la disminución del benefi- 
cio contable por parte del Banco ha supuesto que se haya 
minorado la retribución automática al capital en forma 
de dividendo. 

IV.10. Evolución de los beneficios de la Entidad 

El Banco presenta resultados positivos durante todo el 
período al que se refiere la fiscalización. En concreto, los 
beneficios contables del año 1981 fueron 1.152 millones 
de pesetas; los correspondientes al año 1982, 724 millo- 
nes; en el ejercicio 1983 ascendieron a 1.68 1 millones de 
pesetas y,  nuevamente, en 1984 se elevaron hasta alcan- 
zar la cifra de 2.106 millones de pesetas. 

Sin embargo, es necesario puntualizar que estas cifras 
se ven afectadas por los criterios que, en determinados ca- 
sos, ha seguido el Banco y que se han descrito en el In- 
forme. Asf, los hechos detectados que han influido en la 
cuantificación del beneficio contable de la Entidad, afec- 
tando al importe del mismo, son los siguientes: 1 ." la au- 
sencia de periodificación de los intereses de demora; 
2." la imputación como gastos del año 1984 de la totali- 
dad de los habidos en la adquisición de la CRUNA y la CE- 
CAR, cuyo importe fue de 25 millones de pesetas, que de- 
bió haberse considerado, fundamentalmente, como ma- 
yor valor de compra; 3." el defecto en 1984 en la dotación 
del Fondo de fluctuación de valores por importe de un mi- 
llón de pesetas, consecuencia de errores de signo contra- 
rio; 4." el traspaso directo a la cuenta de Reservas de las 
Provisiones que, sin ser aplicadas a su finalidad, el Banco 
ha cancetado, sin considerarlas, como debió hacer, ingre- 
sos del ejercicio. Esta forma de proceder ha supuesto una 
minoración indebida del beneficio contable en los impor- 
tes de 109 millones de pesetas en 1932 y 8.773 millones 
de pesetas en 1983; 5." el aumento de la Dotación a la 
amortización del inmovilizado material en 1984 por 3 mi- 
llones de pesetas y cifras menores en años anteriores; 
6." la minoración de los productos de su cartera de valo- 
res en 17,8 millones de pesetas en el año 1984; 7.0 la con- 
sideración como gasto del año 1984 de la adquisición de 
mobiliario e instalaciones por 6 millones de pesetas; 8.0 el 
comportamiento seguido por el Banco en las dotaciones 
efectuadas en la Provisión para fallidos. 

De este conjunto de hechos pueden destacarse dos con- 
clusiones: En primer lugar, todas las alteraciones del be- 
neficio contable detectadas han tendido a disminuirlo en 
relación con su importe real. En segundo lugar, la mayor 
parte de las alteraciones tienen consecuencias en la cuan- 
tificación del beneficio correspondiente al ejercicio 1984, 
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primer afio en el que la Entidad tributa en el Impuesto 
sobre Sociedades. 

A su vez, desde 1984 el Banco mantiene en sus pasivos 
los Fondos y Depósitos provenientes del Grupo Asociado 
y en su activo las inversiones en que se materializan los 
mismos, procediendo a reflejar en sus cuentas de ingre- 
sos y gastos la rentabilidad obtenida y satisfecha, respec- 
tivamente, lo que, sin modificar la cifra de beneficios, in- 
fluye en la composición de la cuenta de Resultados de la 
Entidad, aumentando considerablemente sus ingresos y 
sus gastos. 

IV.11. Distribución de beneficios 

El modo en que han de distribuirse los beneficios so- 
ciales del Banco de Crédito Agrícola está previsto en el ar- 
tículo 35 de sus Estatutos. Este precepto legal ha sido 
modificado por acuerdo de la Junta General de 24 de ju- 
nio de 1985, con efectos para el ejercicio de 1984. Por tan- 
to, en el período objeto de fiscalización, existen dos épo- 
cas diferenciadas con respecto al procedimiento a seguir 
en el reparto de beneficios. 

En la primera época, que abarca los ejercicios 1981, 
1982 y 1983, el procedimiento a seguir es el previsto en 
la redacción originaria de la norma estatutaria. En ella, 
se dividía el beneficio a distribuir en tres tramos, alcan- 
zando, el primero, la porción del beneficio hasta que éste 
representase el cuatro por ciento de la cifra de Capital 
más Reserva social. Este importe se distribuía en un no- 
venta por ciento para Dividendo y en un diez por ciento 
para Reserva. 

El segundo tramo alcanzaba la porción del beneficio 
comprendida entre el límite anterior y el que viene mar- 
cado por el hecho de que el Dividendo represente el seis 
por ciento de la cifra de Capital más Reserva social. El im- 
porte correspondiente a este tramo se distribuía, al cin- 
cuenta por ciento, entre Dividendo y Reserva. 

Finalmente, el tercer tramo comprendía todo el exceso 
del beneficio sobre el límite anterior, y su destino es ir ín- 
tegramente a Reservas. 

En cuanto a la aplicación práctica de este procedimien- 
to, durante su período de vigencia, cabe setialar que se ha 
efectuado correctamente en la distribución de los benefi- 
cios de los ejercicios 1981 y 1982, sin que haya sido asf 
en la correspondiente al ejercicio 1983. La incorrección 
proviene del tratamiento dado en este caso a la cifra de 
Capital más Reserva social debido a que durante el ejer- 
cicio 1983 ha existido una ampliación de Capital con car- 
go a las Reservas y, previamente, el traspaso a esa cuenta 
de una cantidad importante de la cuenta de Provisiones, 
lo que da lugar a que la cifra de Capital más Reserva so- 
cial sea cambiante durante el ejercicio. 

Dada esta circunstancia, el Consejo de Administración 
del Banco, en su reunión de 28 de febrero de 1984, efec- 
túa una propuesta de distribución de beneficios interpre- 
tando el artfculo 35 de los Estatutos en el sentido de con- 
siderar que la cifra de Capital más Reserva social debe 
cuantificarse por los valores medios anuales de estas mag- 

nitudes. Dicha propuesta fue rectificada por la Junta Ge- 
neral de Accionistas, que reinterpretó el citado artícu- 
lo 35, considerando que la cifra de Capital más Reserva 
social debía cuantificarse por la agregación de la cifra del 
Capital, a 31 de diciembre, más el valor medio anual de 
la Reserva social. Este es el criterio en base al cual se de- 
termina el reparto del beneficio de 1983, lo que provoca 
una distribución no adecuada al mandato estatutario. 

Concretamente, de la aplicaci6n correcta del artícu- 
lo 35 de los Estatutos, se hubiera deducido una atribu- 
ción al Capital de 960,l millones de pesetas y una dota- 
ción a la Reserva social de 720,6 millones de pesetas. En 
cambio, la distribución efectivamente acordada consiste 
en retribuir al Capital en 797,4 millones de pesetas y rea- 
lizar la dotación a la Reserva por un importe de 883,4 
millones. 

En consecuencia, de la comparación de los datos ante- 
riores, resulta que la retribución al Capital por los bene- 
ficios del ejercicio 1983 ha sido inferior a la que ordenan 
los Estatutos del Banco en 162,7 millones de pesetas, im- 
porte en el que es excesiva la dotación a la Reserva, en 
relación, también, con la norma estatutatia. 
' Con posterioridad, la Junta General Universal Extraor- 
dinaria de Accionistas, celebrada el 24 de junio de 1985 
acuerda, entre otros extremos, la modificación del referi- 
do artículo 35 de los Estatutos, que queda redactado en 
los siguientes términos: 

u Los beneficios sociales líquidos, si los hubiere, se apli- 
carán observando las siguientes normas: 

1 ." El sesenta y cinco por ciento del beneficio social lí- 
quido, deducidos los impuestos, se aplicará, como mayor 
dotación, a Reservas. 

2: El diez por ciento del beneficio social líquido, de- 
ducidos los impuestos, se aplicará a Dividendo. 

3: El veinticinco por ciento restante del beneficio so- 
cial líquido, deducidos los impuestos, se aplicará bien a 
Dividendo, bien al Fondo de Reserva, según determine la 
Junta General de Accionistas. 

El montante total de los Fondos Propios excluido el Ca- 
pital Social, tendrá como cuantía máxima el triple de la 
cifra de éste. Una vez alcanzada dicha cuantía máxima, 
la totalidad del beneficio social líquido, deducidos los im- 
puestos, se destinará a Dividend0.M 

En base a esta nueva redacción, la Entidad procedió a 
acordar la distribución de los beneficios correspondientes 
a 1984 el mismo día 24 de junio, inmediatamente después 
de haber sido modificado el artículo 35. Por tanto, la apli- 
cación de la modificación estatutaria se realizó sin que 
hubiera sido formalizada en escritura pública e inscrita 
en el Registro Mercantil, requisitos exigidos por el ar- 
tículo 84 de la Ley de Sociedades Anónimas, si bien es 
cierto que, dado el carácter peculiar del accionariado del 
Banco, no cabe hablar de la existencia de perjuicio o le- 
siones a terceros, por lo que, en la práctica, el hecho co- 
mentado tiene sólo transcendencia interna y de carácter 
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formal. En todo caso, el defecto observado'se subsanó pos- 
teriormente, elevándose a escrituraa pública e inscribién- 
dose en el Registro Mercantil el citado acuerdo. 

V. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIQNES 

V.1. Conclusiones 

1 : La actividad del Banco de Crédito Agrícola duran- 
te el período abarcado por la fiscalización se ha visto in- 
fluida básicamente por la descentralización de la Enti- 
dad, la constitución del Grupo Asociado entre el Banco y 
las Cajas Rurales y la incorporación de los activos, pasi- 
vos y personal empleado de la Caja Rural Nacional y de 
la Central de Cajas Rurales. 

Antes de 21 de febrero de 1986, fecha en que, encon- 
trándose avanzada la presente fiscalización, el Consejo de 
Ministros acordó modificar los Estatutos del Banco am- 
pliando su objeto social, la Entidad había realizado una 
serie de operaciones, derivadas del Acuerdo Marco por el 
que se constituye el Grupo Asociado y del Plan de Sanea- 
miento de las Cooperativas de Crédito, sin que tuvieran 
amparo estatutario. 

2: La descentralización del Banco ha consistido fun- 
damentalmente en la apertura de cuatro sucursales y once 
agencias técnicas. Las primeras comienzan a funcionar 
durante 1980 y la ubicación de sus sedes ha respondido a 
criterios no estrictamente económicos. Por su parte, las 
agencias técnicas iniciaron su funcionamiento en el año 
1983 y la elección de sus sedes se ha adecuado más a cri- 
terios de racionalidad económica, abarcándose con las 
competencias territoriales de las respectivas sedes des- 
centralizadas la totalidad del territorio español. 

De los datos analizados, no puede afirmarse que el pro- 
ceso descentralizador haya supuesto un impulso para la 
inversión crediticia de la Entidad en el período fiscaliza- 
do, si bien, cabe objetivamente considerar que la existen- 
cia de estas sedes se ha traducido en una mayor comodi- 
dad para los solicitantes de los créditos, así como en una 
ampliación de las posibilidades de control e inspección 
sobre los mismos. 

3.' El 19 de julio de 1983 tuvo lugar la firma del Acuer- 
do Marco por el que se constituyó el Grupo Asociado en- 
tre el Banco y las Cajas Rurales firmantes del mismo. El 
Acuerdo previó la existencia de unos Fondos que las Ca- 
jas Rurales han constituido y depositado en el Banco: El 
Fondo de Liquidez, el de Reserva para la Previsión de 
Riesgos de Insolvencia, así como un porcentaje de su Te- 
sorería. Estos depósitos sirven para atender, por parte del 
Banco, determinadas necesidades financieras de las Cajas 
Rurales Asociadas, en la forma prevista en los Acuerdos 
individuales y en los Reglamentos de los respectivos Fon- 
dos y, en la medida que existan remanentes, son destina- 
dos a cualquier inversión que asegure su rentabilidad. 

Esta circunstancia ha supuesto un cambio cualitativo 
en la actividad del Banco, así como una modificación 
cuantitativa .de su estructura económica que se concreta 

en la incorporación a su Balance de un activo y un pasivo 
que, al final de 1984, ascendía a 70.085 millones de 
pesetas. 

Por otra parte, el 25 de abril de 1983, la Comisión De- 
legada del Gobierno para Asuntos Económicos aprobó el 
Plan de Saneamiento de determinadas Cajas Rurales, en- 
comendando al Banco su ejecución, incluida la adminis- 
tración de los depósitos afectos a dicho saneamiento. Sin 
entrar en el análisis de la adecuación del citado Acuerdo 
a las funciones atribuidas al Fondo de Garantía de Depó- 
sitos en Cooperativas de Crédito, hay que destacar que el 
Plan de Saneamiento de las Cajas Rurales ha supuesto 
una ampliación de las funciones del Banco, existiendo en 
la Entidad, a 31 de diciembre de 1984, depósitos vincula- 
dos a operaciones de saneamiento por importe de 37.307 
millones de pesetas. 

4.' El 6 de julio de 1984, el Banco adquirió los activos 
y asumió los pasivos procedentes de la CRUNA, y el 13 
del mismo mes realizó igual actuación con la CECAR, in- 
corporándose en ambos casos al Banco el personal em- 
pleado proveniente de las entidades citadas. Con indepen- 
dencia de los aspectos cualitativos que puedan derivarse, 
estas operaciones han supuesto un aumento de la dimen- 
sión empresarial del Banco, incrementándose su planti- 
lla en 122 empleados, y sus activos por los adquiridos a 
dichas entidades. El volumen de los activos incluidos en 
los Balances que sirvieron de base a las respectivas auto- 
rizaciones del ICO ascendía a 82.355 millones de pesetas, 
cifra en la que, sin embargo, estaban incluidos los Fon- 
dos que en la CRUNA y la CECAR tenían depositados las 
Cajas Rurales firmantes del Acuerdo Marco y que, por 
consiguiente, se han incorporado al Balance del Banco 
como consecuencia de la constitución del Grupo Asocia- 
do y no por las operaciones realizadas en la CRUNA y 
la CECAR. 

5.' La actividad ecctnómico-financiera del Banco no se 
ha ajustado a las previsiones que de la misma contienen 
los Programas de Actuación, Inversiones y Financiación 
aprobados por el Gobierno, conforme a lo previsto en el 
artfculo 87 y siguientes de la Ley General Presupuestaria. 
Las desviaciones observadas denotan la escasa aproxima- 
ción entre el diseño de la actividad econ6mico-financiera 
que se contiene en los Programas y el posterior desarro- 
llo de la misma; circunstancia que este Tribunal ha veni- 
do observando, reiteradamente, en fiscalizaciones reali- 
zadas a otras Entidades. 

6.' El volumen de la cartera de créditos normales del 
Banco, deducidos los excepcionales y los adquiridos a la 
CRUNA y a la CECAR, ha disminuido su ritmo de creci- 
miento durante el período fiscalizado en términos abso- 
lutos y relativos. En 1981, la inversión anual en créditos 
normales fue de 17.683 millones de pesetas y, tras diver- 
sas variaciones, este concepto supuso, en 1984, únicamen- 
te 10.899 millones de pesetas. En términos relativos, el 
Banco destinaba en 1981 a créditos el 60 por ciento de su 
inversión anual, porcentaje que desciende al 26 por cien- 
to en 1984. Por otra parte, desde una perspectiva estáti- 
ca, mientras en 1981 la cartera de créditos del Banco re- 
presentaba el 97 por ciento del volumen total de sus ac- 

) 
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tivos, el porcentaje ha ido descendiendo de manera cons- 
tante hasta situarse en el 55 por ciento en 1984. 

Estos datos revelan que el objeto social básico de la En- 
tidad ha tenido una importancia progresivamente menor 
dentro de las actuaciones que aquélla realiza. 

7.' En el período analizado, se inicia un cambio en la 
estructura financiera de la Entidad, con una progresiva 
utilización de la emisión de cédulas agrarias para la cap- 
tación de recursos que, en su mayoría, provienen de la 
suscripci6n de los títulos por parte de las Cajas Rurales, 
motivado, fundamentalmente, por la computabilidad de 
estas cédulas en la cobertura de coeficientes de dichas en- 
tidades. Sin embargo, al estar básicamente cubierta la ac- 
tividad crediticia del Banco, la captación de recursos en 
el mercado ha generado unos excedentes que han sido in- 
vertidos, de forma no transitoria, en actividades ajenas al 
objeto social del mismo. Resulta razonable que los recur- 
sos generados por las cédulas agrarias que no hayan de 
utilizarse para financiar la concesión de crkditos, se des- 
tinen a la amortización, a su vencimiento, de la financia- 
ción recibida del Instituto de Crédito Oficial, de modo que 
vaya consiguiéndose la paulatina sustitución de la finan- 
ciación pública por la privada. En el Banco, sin embargo, 
el impulso de aquélla coexiste con el crecimiento de ésta. 

8: La organización de la contabilidad del Banco ha 
sido modificada en varias ocasiones durante el período al 
que se refiere la fiscalización. Dicha organización presen- 
ta deficiencias, cuyo origen e intensidad dependen del mo- 
mento de referencia. 

Así, la organización contable vigente tras las operacio- 
nes de adquisición realizadas con la CRUNA y la CECAR 
se caracteriza por mantener el Banco, junto a su contabi- 
lidad, la correspondiente a la antigua CRUNA, llevada 
materialmente por el antiuo Departamento de Contabili- 
dad de la misma, lo que representa el funcionamiento si 
multáneo de dps subsistemas contables independientes, 
procedimiento que presenta múltiples consecuencias ne- 
gativas, tales como la aplicación de criterios distintos 
para hechos análogos, ciertas duplicidades, asf como exis- 
tencia de errores en los Balances mensuales rendidos al 
ICO, por haberse confeccionado éstos mediante la simple 
agregación de cuentas, sin eliminar aquellas que refleja- 
ban, exclusivamente, interrelaciones entre los subsiste- 
mas contables citados. 

Además, el 7 de julio de 1984 existió un error en la for- 
ma de reflejar contablemente la incorporación de ..ctivos 
y la asunción de pasivos procedentes de la CRUNA, pues- 
to que el Banco contabilizó inicialmente la adquisición 
de valores mobiliarios por 861 millones de pesetas, cuan- 
do, en realidad, fueron multitud los bienes, derechos y 
obligaciones incorporados a la Entidad. La situación des- 
crita se mantiene hasta el 31 de agosto del mismo año, en 
que se traspasa el citado importe de la cuenta represen- 
tativa de la cartera de títulos a una cuenta de enlace, ini- 
ciándose un proceso de paulatina incorporación al sub- 
sistema contable de la antigua CRUNA de los saldos de 
las cuentas procedentes del correspondiente al Banco, 
configurándose dicho proceso en sentido inverso al segui- 
do por la integración económica y patrimonial. 

Finalmente, esta forma de integraci6n contable ha con- 
cluido con la adopción, por parte del Banco, del plan de 
cuentas de la antigua CRUNA, completado con otras es- 
pecíficas de las Entidades Oficiales.de Crédito, lo que ha 
repercutido negativamente en varios aspectos de SU orga- 
nización contable. Así, el plan de cuentas adoptado no se 
adecua a la realidad económica de la Entidad ni se corres- 
ponde con las instrucciones y normas establecidas por el 
ICO, y ha provocado una cierta duplicidad, que se man- 
tenía al finalizar el período fiscalizado, consistente en la 
permanencia de cuentas con idéntico significado y distin- 
ta denominación. 

9.' La forma en que el Banco contabiliza las desinver- 
siones que se producen en su cartera de títulos es err6- 
nea, puesto que no refleja en cada operación el beneficio 
o pérdida que se ha producido, sino que aumenta o dis- 
minuye, según los casos, el Fondo de fluctuaci6n de valo- 
res. Esta forma de proceder, con independencia de repre- 
sentar un incumplimiento de la Instrucci6n de Mecánica 
Operatoria del ICO, supone devirtuar el resultado de la 
operación. 

Así, la contabilidad de la Entidad no recoge la obten- 
ción de pérdidas en las desinversiones de su cartera por 
7,8 millones de pesetas, ni la obtención de beneficio por 
0,9 millones de pesetas. No obstante, esta deficiencia se 
ve compensada en su efecto final global en ia cuenta de 
Resultados, por la regularización del valor de la cartera. 

Resulta también incorrecta la forma en que el Banco 
ha contabilizado los rendimientos de su cartera de títu- 
los, al no incluir en ellos la retención practicada por la en- 
tidad pagadora, raz6n por la cual, el beneficio contable 
de aquél en 1984 ha sido indebidamente minorado en 17,s 
millones de pesetas. 

10. En las operaciones de adquisición de activos y 
asunción de pasivos, realizaadas el 6 de julio de 1984 con 
la CRUNA y el 13 del mismo mes con la CECAR, el Banco 
ha satisfecho, por la diferencia entre activos y pasivos, los 
importes de 861 y 270 millones de pesetas, respecti- 
vamente. 

El equilibrio patrimonial entre los importes satisfechos 
y la realidad económica de los activos y pasivos incorpo- 
rados al Banco no ha podido comprobarse, dado que, con 
independencia de las dificultades inherentes a toda valo- 
ración de este tipo, no se ha dispuestoo de documenta- 
ción suficiente para ello; aunque, razonablemente, puede 
considerarse que el importe pagado no ha sido superior 
al valor real de lo adquirido. 

No obstante, de las comprobaciones que han podido ile- 
varse a cabo se desprende que la determinacibn del valor 
de lo adquirido a la CRUNA y a la CECAR se ha basado 
en auditorías, realizadas por los servicios técnicos del 
Banco a las respectivas entidades, en las que se proponen 
algunos ajustes que, .en función de los acontecimientos 
que siguieron a las adquisiciones, cabe considerar que no 
se realizaron con el rigor suficiente. 

Globalmente, los ajustes citados presentan las cuantías 
estrictamente necesarias para que el importe satisfecho a 
la CRUNA coincida con las aportaciones a capital de la 
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misma y para que el relativo a la CECAR sea igual al de 
las aportaciones a capital y reservas. 

1 1 .  La autorización del ICO para realizar las opera- 
ciones de adquisición aludidas tuvo lugar con antelación 
a que éstas se produjeran, y se otorgó en base a unos es- 
tados financieros referidos a una fecha anterior, circuns- 
tancia que determina que la gestión diaria de la CRUNA 
y la CECAR modifique inevitablemente los estados finan- 
cieros de las mismas. Sin embargo, se ha comprobado que 
han tenido lugar determinadas operaciones que no res- 
ponden exclusivamente a las derivadas de las necesida- 
des de la gestión diaria y que han podido variar el equi- 
librio patrimonial de las operaciones autorizadas por el 
ICO, aunque, razonablemente, se puede considerar que 
los posibles efectos no han sido negativos para el Banco. 

12. El contenido de las declaraciones presentadas por 
el Banco, relativas al Impuesto sobre Transmisiones Pa- 
trimoniales en las adquisiciones efectuadas a la CRUNA 
y a la CECAR, no se corresponde con La descripción de las 
operacciones realizadas en las escrituras públicas cuyas 
fotocopias fueron aportadas en la autoliquidación, ha- 
biendo tributado como si se tratara de una absorción, en 
contra del principio consagrado en Derecho «nadie pue- 
de ir válidamente contra sus propios actosu. 

Parece claro que la forma en que se describe las opera- 
ciones en las declaraciones tributarias no refleja fielmen- 
te la verdadera naturaleza jurídica de las mismas, puesto 
que, en caso contrario, se estaría incumpliendo el artícu- 
lo 44 de la Ley de Cooperativas de 1974 que no consiste 
que se lleve a cabo la absorción de una Cooperativa por 
una Entidad de distinta naturaleza jurídica. 

13. La comprobación de los expedientes de tramita- 
ción de créditos ha revelado que, en determinados casos 
de los analizados, parte de los documentos que se relacio- 
nan en la ficha-registro no figuraban en el expediente 
correspondiente, habiéndolos aportado la Entidad, en su 
mayoría, con posterioridad, indicando, para cada uno de 
los restantes, la dependencia en La que se encontraban. Fi- 
nalmente, éstos fueron también aportados. 

Se ha comprobado, asimismo, que la Entidad no ha so- 
licitado en ningún caso el informe del Servicio Central de 
información de Riesgos del Banco de España, renuncian- 
do a este instrumento de garantía sobre la solvencia de 
los solicitantes de los créditos en el período fiscalizado. 

El control que tiene establecido el Banco sobre los in- 
tereses de demora resulta defectuoso, puesto que no se re- 
gistran ni contabilizan en tanto el prestatario no satisfa- 
ce el importe adendado, lo que provoca que, en ausencia 
de pago, aquéllos no se cuantifiquen y la Entidad, en cada 
momento, desconozca el importe de los devengados a su 
favor. 

14. La realización de las garantías adjudicadas a fa- 
vor del Banco se lleva a cabo con un plazo excesivo de 
tiempo, si bien, en este aspecto, se aprecia una clara me- 
jorfa, habiéndose acortado los plazos sensiblemente en los 
casos de las fincas adjudicadas durante 1983 y 1984. 

Existe una clara falta de relación entre la valoración de 
la garantía efectuada por los servicios técnicos de la En- 
tidad al solicitarse el crédito y el importe recuperado en 
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su ejecución, lo que ha supuesto unas pérdidas para el 
Banco que llegan a alcanzar el 70 por ciento de la valo- 
ración inicial de la garantía. Esta circunstancia pone de 
manifiesto que o bien las enajenaciones no se efectuaron 
en condiciones de mercado, o bien las valoraciones no res- 
pondieron a la realidad; aunque debe tenerse en cuenta, 
no obstante, la escasa entidad de los créditos cuyas ga- 
rantías han tenido que adjudicarse en relación con el vo- 
lumen de la cartera del Banco. 

15. Se ha comprobado la existencia de un crédito res- 
pecto al cual el Banco ha seguido un proceso excepcional 
que se ha concretado en la adopción, por parte de su Con- 
sejo de Administración, de acuerdos tendentes a la reduc- 
ción de las garantías aportadas por el prestatario, a la no 
ejecución de algunas de las citadas garantías y, sobre 
todo, a la condonación de los intereses devengados por el 
préstamo durante un período de tiempo, ascendiendo el 
importe de éstos a 6,5 millones de pesetas. La Entidad ha 
considerado que con esta condonación garantizaba la de- 
volución del capital con la menor pérdida. 

16. Existen errores en diversos documentos de la En- 
tidad relativos a la información sobre el número de cré- 
ditos excepcionales concedidos durante los ejercicios 1982 
y 1983. Así, respecto a 1982, en el listado de concesiones 
del Banco figura que se han concedido 7.586 créditos ex- 
cepcionales, cuando en realidad, y según se desprende de 
la Memoria, el número de concesiones fue de 14.734. La 
diferencia aparece porque en el listado de concesiones se 
incluyen nueve créditos ficticios, cuyos importes englo- 
ban a los de los 7.157 créditos concedidos pendientes de 
formalizar a fin de ejercicio. Para 1983, tanto en el lista- 
do de concesiones como en la Memoria consta que se con- 
cedieron 13.4 1 1 créditos excepcionales, cuando realmen- 
te las concesiones fueron 15.702. En este caso, en el lista- 
do y en la Memoria se recogen siete créditos ficticios cu- 
yos importes engloban a los de los 2.298 créditos conce- 
didos y pendientes de formalizar al final del ejercicio. 

La Entidad, en alegaciones, ha señalado que, por la ur- 
gencia en la tramitación de estos créditos excepcionales, 
derivados de las inundaciones, su tramitación, concesión, 
formalizaciiln y pago se llevó a cabo directamente por 
agentes desplazados a los lugares en que aquéllas ocurrie- 
ron, procesándose después, globalmente, los expedientes 
por términos municipales al final de cada ejercicio, oca- 
sionándose los errores citados. 

17. Durante el período de fiscalización el Fondo de re- 
serva del Banco aumentó considerablemente, pasando de 
1.182 a 7.885 millones de pesetas, fruto de una serie de 
traspasos contables, la mayor parte de ellos incorrectos, 
si bien resultan de la aplicación de decisiones del Conse- 
jo de Administración del Banco que, en ocasiones, inclu- 
so han sido autorizadas por el ICO. Este crecimiento se 
debe a un conjunto de abonos en la cuenta, por importe 
de 1 1.702 millones de pesetas, y a una ampliación parcial 
del Fondo, que ascendió a 5.000 millones de pesetas, como 
consecuencia de la ampliaci6n de capital realizada por la 
Entidad en 1983. 

Los conceptos e importes que han ido nutriendo el Fon- 
do de reserva durante los cuatro ejercicios fiscalizados 
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han sido las dotaciones con cargo a Resultados no distri- 
buidos de los respectivos ejercicios, por 2.646 millones de 
pesetas; la actualización del valor de determinados acti- 
vos efectuada por el Banco en 1983, por 174 millones de 
pesetas; el traspaso proveniente de una Provisión inclui- 
da en la cuenta uPagos pendientesn, por 109 millones de 
pesetas y, finalmente, el traspaso de las cuentas de Pro- 
visiones para regularización de créditos por importe de 
8.773 millones de pesetas. Estos dos últimos traspasos son 
incorrectos e incumplen la Instrucción de Mecánica Ope- 
ratoria y, en definitiva, puesto que cuando una Provisión 
no resulta necesaria su destino ha de ser la cuenta de Re- 
sultados, la forma de proceder del Banco, traspasándolas 
directamente al Fondo de reserva, ha desvirtuado su be- 
neficio contable, disminuyéndolo indebidamente en 8.882 
millones de pesetas durante el período fiscalizado. 

18. En 1983 el Banco redujo la Provisión para regula- 
rización de créditos en 8.773 millones de pesetas. En el 
mismo ejercicio y en el siguiente dicha Provisión fue do- 
tada en un total de 1 A93 millones de pesetas. Esta forma 
de proceder no resulta consistente, poniéndose de mani- 
fiesto, dada su proximidad en el tiempo, que la reducción 
fue excesiva o la dotación innecesaria. 

Además, por comenzar la Entidad en 1984 a tributar 
por el impuesto sobre Sociedades, estos hechos pudieran 
haber tenido trascendencia tributaria. 

19. Las dotaciones del Instituto de Crédito Oficial 
constituyen la principal fuente de financiación del Ban- 
co, habiendo obtenido durante los ejercicios 1981, 1982 
y 1983, a través de dichas dotaciones, recursos que supe- 
raron el 60 por ciento de la totalidad dc los de la Enti- 
dad, observándose un descenso de las mismas en 1984, en 
que se sitúa su peso relativo en un 48 por ciento. 

La importancia de estas dotaciones no se debe tanto a ,  
la existencia de nuevas dotaciones con movimiento real 
de fondos, como a la práctica, generalmente seguida en 
este aspecto, de no reembolsar las dotaciones a su venci- 
miento y de no satisfacer los intereses devengados por las 
que se mantienen vivas, formalizándose como nuevas do- 
taciones ambos conceptos. Así, durante el período fiscali- 
zado, vencieron dotaciones del Instituto por importe de 
42.791 millones de pesetas, de las que se reembolsaron un 
14 por ciento y se formalizaron como nuevas el 86 por 
ciento restante. Por su parte, los intereses vencidos du- 
rante el mismo período ascendieron a 50.806 millones de 
pesetas, de los que se pagaron exclusivamente un 6 por 
ciento, habiéndose formalizado como nueva dotación el 
94 por ciento restante. 

20. El gasto de personal por empleada del Banco du- 
rante 1983 es de 3,7 millones de pesetas, superándose el 
correspondiente al sector de la Banca privada en un 60 
por ciento. 

Por otra parte, se ha comprobado que existen determi- 
nados conceptos retributivos en los que el Bancp indebi- 
damente no practica la retención a cuenta del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, ni los incluye en 
las declaraciones relativas a dicho Impuesto. Son concep- 
tos retributivos afectados por esta circunstancia las cuo- 
tas de la Seguridad Social por cuenta de los empleados 

del año 1981 que, en virtud del Convenio Colectivo, se asu- 
men por la Entidad, ascendiendo su importe a 8,s millo- 
nes de pesetas, y la parte de dietas y gastos de locomo- 
ción satisfechos durante 1982, 1983 y 1984, que excedían 
de los límites señalados en el Reglamento del Impuesto, 
cuyos respectivos importes fueron de 9, 11,8 y 9,2 millo- 
nes de pesetas. Por tanto, el importe total de las retribu- 
ciones que el Banco no ha declarado a efectos del Impues- 
to sobre la Renta de las Personas Físicas y sobre.las que 
no ha practicado la debida retención se eleva a 38,5 mi- 
llones de pesetas. 

2 1. El coste de integración en la Seguridad Social del 
personal laboral de la Entidad afiliado a la Mutualidad 
de la Previsih va a suponer, según estimaciones provi- 
sionales del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, un 
importe de 854,s millones de pesetas. La imputación, por 
parte del Banco, del citado coste de integración como gas- 
to del ejercicio 1984, ha tenido la correspondiente inci- 
dencia en el Resultado del mismo. 

22. La distribución de los beneficios del Banco corres- 
pondiente al ejercicio 1983, aprobada por la Junta Gene- 
ral de Accionistas, no resulta adecuada al mandato del ar- 
tículo 35 de los Estatutos Sociales, al haberse aplicado 
los coeficientes previstos en este precepto sobre el valor 
medio anual de la Reserva social en lugar de hacerlo so- 
bre la cifra de ésta a 31 de diciembre. La diferencia entre 
la distribucih acordada y la correcta ha supuesto una 
menor retribución al Capital por importe de 162,7 millo- 
nes de pesetas, cifras en que resulta excesiva la dotación 
a la Reserva, según la norma estatutaria. 

Por su parte, la distribución de beneficios correspon- 
dientes al ejercicio 1984 se ha realizado en base a la mo- 
dificación del artículo 35 de los Estatutos, acordada por 
la Junta General Universal Extraordinaria de Accionistas 
que se celebró el 24 de junio de 1985, aplicándose los nue- 
vos términos de dicho artículo inmediatamente después 
del acuerdo de modificación, sin que éste se hubiera for- 
malizado en escritura pública e inscrito en el Registro 
Mercantil, requisitos exigidos por el artículo 84 de la Ley 
de Sociedades Anónimas, si bien, dada la composici6n del 
accionariado del Banco, no cabe aludir a perjuicio o le- 
siones a terceros. En todo caso, el defecto señalado se sub- 
sanó con posterioridad. 

V .2 ,  * Recomendaciones 

Este Alto Tribunal, en virtud de las facultades que le 
otorga el artículo 14 de su Ley Orgánica de 12 de mayo 
de 1982, estima necesario efectuar las siguientes re- 
comendaciones: 

1 : Que, dado que las normas contables contenidas en 
la Instrucción de Mecánica Operatoria no se adecuan al 
nivel de desarrollo alcanzado por la normativa legal en 
materia de contabilidad, se proceda por el Instituto de 
Crédito Oficial a reelaborar un texto actualizado que su- 
pere las insuficiencias que presenta aquella instrucción. 

2.' Que, a medida que la actividad básica de las Enti- 
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dades Oficiales de Crédito se encuentre cubierta y la si- 
tuación financiera de dichas Entidades lo permita, se pro- 
ceda por parte del Instituto de Crédito Oficial a evitar la 
sistemática renovación de las dotaciones, exigiendo, a su 
vencimiento, el reembolso de las mismas y el pago de los 
intereses correspondientes. 

3.' Que por el Ministerio de Economfa y Hacienda se 
proceda a reducir la diversidad de Organismos e instru- 
mentos de control interno de las Entidades Oficiales de 
Crbdito, con el fin de lograr una mayor eficacia en el cum- 
plimiento de las funciones que dicho control tiene en- 
comendadas. 

4.' Que por el Ministerio de Economfa y Hacienda se 
aborde la problemática de la general inadaptación de las 
Sociedades Estatales a los Programas de Actuación, In- 

1 versiones y Financiación, de modo que el desarrollo de la 
~ actividad económico-financiera de estas Entidades y su 
~ seguimiento respondan a los criterios que la gestión de 
¡ los fondos públicos demanda. 
i 5.1 Que el Banco de Crédito Agrícola, para lograr una 

mayor garantfa sobre la solvencia de los solicitantes de 
sus créditos, utilice el Servicio Central de Información de 
Riesgos del Banco de España. 

6.' Que por parte de los servicios correspondientes del 
Ministerio de Economía y Hacienda se lleven a cabo las 
comprobaciones oportunas en relación a los hechos de na- 
turaleza tributaria contenidos en este Informe. 

Madrid, 17 de marzo de 1987.-El Presidente del Tri- 
bunal de Cuentas, Jod María Fernández Pirla. 
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CUADRO NP 1 

~ISTRIBUCION TERRITORIAL DE LOS CREDITO~ EN RELACION A LA 
ELECCION DE LAS SEDES DESCENTRALIZADAS DE L A  ENTIDAD. - 

ANDALUCIA 
LAS PALMAS 
STA. CRUZ 
GALICIA 

SUBTOTAL 
m EJIfI(CIcI0 

GHANADA 

'HERIDA 
VALENCIA 
LERIDA 
ZARAGOZA 
VALLADOLID 
ALCAZAR DE SAN JUAN 

ESTELLA 
MURCIA 
PALMA MALLORCA 
LLANES . 

SUBTOTAL 
TOTAL EJPICICIO 
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IM#II 

NQ DE 

14.887 

25.179 

30 . 076 

2.673 

28.567 

25 . 256 

57.256 

54 . 979 

50.218 

63.889 
; 4\ 

iOO.054 

64.317 

53 . 092 

CUADRO NQ 7 

PERDIDAS EN LA REALIZACION DE GARANTIAS 

Es: EN PEsErAs 

LOCALIZACION 

NARON (CORURA) 

S A V  (MADRID 

TORTOSA ( T A ~ G O N A )  - (-1 

VALENCIA 

JODAR (JAEN) 

KADRIDEJOS (TOLEDO) 

PATERNA (VALENCIA) 

ARBECA (LERIDA) 

LORCA (MURCIA) 

PEALDEBB2mm (JAEN) 

CAZORLA (JAEN) 

P A W F I E L  (-1 

T O T A L  

DIFERENCIAS ENTRE 
VALORACION 

PRECIO 
RECUPERADO 

( 1 4 0 . 0 0 0 )  

- 
( 6 . 1 3 4  . 720)  

NO CONSTA VALC 
INICIAL EN EL 

(459 .7381  

( 5 8 4 . 0 8 6 )  

(30.652,OOO) 

( 3 . 4 8 7 . 5 0 0 )  

( 9 . 5 4 7 . 7 5 0 )  

( 5 1 . 0 0 5 . 7 9 4 )  

I N I C I A L  Y 

CICN DEVENTA 
AUTOR1 ZA- 

( 5 . 1 3 1 . 0 5 0 )  

- 
(15 .11  0.800) 

( 1  O . 0 6 1 . 3  1 O )  

548.000 

( 1 . 2 1 5 . 4 7 5 )  

( 3 0 . 9 8 0 . 6 3 5 )  

- 1862 - 
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CUADRO no 1Ct 

DOTACIONES I . C . 0 .  1981-84 

1 DOTACIONES A 3 1 - X I I  anter ior  

i I  Intereses  vencidos 

1 1  1 Intereses  pagados 

IV Intereses formal izados.  como 
nueva dotación (11-111) 

V Dotaciones vencidas 

VI . Amortizaciones pagadas 

V I 1  Amortizaciones formalizadas 
como nueva dotación(V-VI) 

VI11 Dotaciones en e f e c t i v o  

IX TOTAL DOTACION DEL EJERCICIO 
( I V + V I  I + V I  1 1 )  

X DOTACIONES NETAS DEL .EJERCICI( 
( I X - V )  

Importes: en millones dc pts 

1.981 

127.369 

8.423 

- 
8.423 

9.895 

247 

9.648 

18.071 

8.176 

1.982 

135.545 

12.880 

- 
l2.88O 

1 o ,909 
265 

10.644 

3.004 

26.524 

15.61: 

1.983 

51.160 

14,412 

- 
14.412 

12.559 

4.269 

8.290 

- 
22.702 

10.143 

1.984 

61.303 

15,088 

<3.000> 

12.088 

9.427 

1.137 

8.290 

- 
20.378 

1 o .951 

- 1865 - 
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